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PROLOGO 

El presente trabajo pretende analizar el marco histórico 

forrnal que hizo posible la creación y el desarrollo del rnás 

alto tribu11al de nuestro país, la Suprema Corte de Justicia, 

tema de gran i;,port.111cia para 1.1 evolución del Poder 

Judicial mexicano, ccntr,1ndo nuestra atención en torno a la 

herencia colonial, para asl dar paso la época 

independiente y a los prirneros años de vida de nuestro 

máximo tribunal. 

Los antecedentes coloniales contemplan las figuras 

rnedievaies de las audiencias españolas, que fueron 

implantadas en las colonias americanas; en el México 

Independiente tenemos el establecimiento de una organización 

judicial autónoma que culminó con la Constitución Federal de 

4 de octubre de 1824, la cual estableció las bases sob~e las 

que se establecería la Suprema Corte de Justicia. 

En la Constitución Centralista de 1836 y en las Bases 

OrgAnicas de 1843, se unifico la organización judicial, ésta 

transforrnuciñn duró pocos años, al f.jodificarse de nueva 

cuenta con el Acta de Reformas de 1847, en el que se regresó 

al federalisno y a la plena vigencia de la Constitución de 

1824. 

Con la cor1sol idación de la Suprema corte en la 

Constitución de de febrero de 1857, en la que se 

restableció el nodelo de organización judicial, al haberse 

consagrado de manera definitiva el juicio de atlparo, 

detertlinó el c~~bio sustancial en la actividad del más alto 

tribunal de la Repüblica, en virtud de habersele otorgado el 

conoc itl i en to de ú l ti r.t.1 ins t.:Jncia de ésta institución 

protectora, con lo cual se transformó radicalr.iente el papel 



secundario que había desempeñado durante. la vigencia de la 

constitución de 1S2·~, significando una evolución como 

tribunal encargado de decidir en ültima instancia de la 

constitucionalidad y legalidad y la interpretación directa 

de las disposiciones constitucionales, y co~partiendo ésta 

abrumadora tarea en cuanto a la legalidad con los tribunales 

Colegiados de Circuito a partir de 1951, hasta llegar a la 

reforma del 10 de agosto de 1987, que transforma a la 

suprema Corte en un tribunal constitucional. 



Ll\ SUPREMA CORTE DE JUSTICIA COMO 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

CAPITULO I 

TRIBUNALES CONSTITUCIONALES 

A) ANTECEDENTES HISTORICOS 

Existen dos enfoques para determinar la naturaleza de los 

tribunales constitucion;:iles; el prir.tero de carácter estricto 

se refiere a los organis~os que deciden de manera exclusiva 

sobre controversias constitucionales, pero en sentido amplio 

se califican de constitucionales a los tribunales de mayor 

jerarqu!a que poseen la función esencial de establecer la 

interpretación final de las disposiciones de las leyes 

fundamentales. 

1 

En cuanto a los organismos que deciden de manera 

exclusiva sobre controversias constitucionales, el primer 

organismo fue el establecido en la constitución austriaca de 

1920, que acogió las ideas del ilustre jurista Hans Kelsen, 

miembro de la comisión redactora, sobre la necesidad de 

crear una jurisdicción especializada en materia 

constitucional, la cual estuvo representada por la corte 

Constitucional que conocía y conoce (suprimida en 193~, fue 

restablecida en 1945) de la inconstitucionalidad de las 

leyes federales y locales; de los conflictos entre los 

órganos del poder, y de la afectación de los derechos 

fundamentales de los gobernados; de manera exclusiva en los 

dos primeros supuestos. 

En la segunda posguerra numerosos paises, particularmente 

del continente europeo, siguieron con matices el modelo 

austriaco y establecieron tribunales o cortes 

constitucionales en las cartas fundamentales de Italia 

(1948}, República Federal de Ale~ania (1949), Turqula 



(1971), España (1978), Portugal (1976 y 1982), asi como 

algunos países socialistas, de manera efectiva en Yugoslavia 

(1963-1974); y sólo en el texto, Checoslovaquia (1968) y 

Polonia (1982). 

También ha trascendido este sis terna en algunos 

ordenumientos latinoamericanos, y entre ellos podemos 

señalar los de Guatemala (1%5), Chile (1970-1973 y 1980), 

Ecuador (1978) y Perú (1979). 

Pero cm el sentido más amplio, que es en el que se 

califican de constitucionales los tribunales de mayor 

jerarquía que poseen la función esencial de establecer la 

interpretación final de las disposiciones de las leyes 

fundamentales, nunerosos ordenamientos, particularmente del 

continente americano, desde Canadá hasta Argentina, se han 

inspirado en el modelo de los tribunales norteamericanos, 

que a partir de la Carta Federal de 1787 (pero con 

antecedentes en los ordenanientos coloniales), tienen la 

facultad de desaplicar las leyes inconstitucionales. En 

particular ha sido significativa la actividad de la Corte 

Suprema de los Estados Unidos, la que a través de su 

jurisprudencia ha adaptado paulatinamente los preceptos de 

esa Ley Suprema, con sólo 26 reforwas formales, a la 

realidad social, política y económica de Norteamérica; 

además de que, con motivo de la reforma judicial de 1925 que 

otorgó facultad discrecional a la propia Corte para decidir 

sobre los asuntos que debe conocer (salvo algunos supuestos 

restringidos de co~petencia obligatoria), dicho tribunal se 

ha transformado, cor.,o lo ha señalado la doctrina, aun cuando 

fonnalmente no lo sea, en un tribunal constitucional en 

sentido estricto. 

Sobre el origen de nuestra Suprt?;-.J. Corte de Just.icia lo 

c~ntrarcmos en torno a la he:-cncia colonial, el tránsito a 



la época independiente i' a los primeros .:iños de vida de 

nuestro máximo tribunal. 

Los antecedentes de nuestras instituciones coloniales, 

tenemos que buscarlos en Castilla durante la Edad Media, y 

particuldrmcnte a partir de la Reconquista, dado que es de 

gran importancia en la historia de las instituciones 

juridico-politicas hispanas, ya que en ella se confundieron 

una serie de e lencnt.os romano-germanc-ca.nónicos y mus u lr.ianes 

adaptándose a l~s necesidades de la naciente cultura 

castel lan~\. 

La administracion de justicia castellana surge en el 

siglo XII y viene a culminar en el siglo XV, con los Reyes 

Católicos, tendientes a conformar una judicatura 

perfectamente organizada. Esta fue precisa~ente, la que 

heredamos en la Nueva España. 

La Audiencia Real de Castilla, es una institución básica 

que debenos tomar cor.iv punto de partida, en l<'!. búsqueda de 

nuestros a11tcccdentes. tia se sabe con exactitud cuál es su 

origen, pero parece ser que éstu se f~rmó con los 

especialistdS en cuestiones juridicas que asesoraban al 

~on~rca cuando éste ad~inistraba justicia personal~ente. 

11 Estos peri tos en derecho estab.:rn presentes en la 

instrucción del proceso para conocerlo personal~ente, de ahi 

que los que reali:ab.1n esta función de oir fueran los 

oidores y qtH'• el rey lDS dC'r".c':"'.'.i:--,:i::-u. c:::,::-.o los de 

audiencia". (l} 

11 0rdinaria~ente, un litigante Castellano bajornedieval 

tenía la posibilidad de recurrir la sentencia de primera 

(1) José Luis Soberanes Fern .. 'i.ndez. Sobre el 
Supre~a Co~t~ de Jlisticia Je l~ ~:acior1. 
Por:-úa.-U!:.:,!-~. 1-~(_.:dco, o.:. E 1S-:'. p.:'1q. l ... 

origen de la 
!-liguel Angel 



instancia por vlil de apelación ante el adelantado o el 

merino, pero siempre hubo en el pueblo un deseo de apelar al 

soberano, su señor natural, lo que se dejó sentir en varias 

cortes". (2) 

Dado que el soberano no siempre contaba con tiempo para 

resolver pleitos judiciales, en ocasiones delegaba la 

facultad de resolver estos recursos en los 11.Jmados jueces 

de suplicación y alcaldes de alzada, que residian no 

solamente en la Corte sino que incluso despachaban en la 

casa del rey. 

Paulatinamente los oidores, que en un principio eran 

asesores del rey, se fueron confundiendo con estos jueces de 

suplicación y alcaldes de alzada, asi que ya no únicamente 

estaban presentes oyendo los litigios para después opinar de 

ellos ante el monarca, sino que por delegación de éste 

resolvian el recurso en ciertas ocasiones. Los alcaldes de 

casa y corte (o del crimen como más adelante se les denominó 

por su carácter eminentemente penal) podemos considerarlos 

como sucesores de los alcaldes de la casa del rey, que 

administran justicia a nombre de óste en aquellas ciudades 

donde se establecia la Corte, la cual no era siempre la 

misma, asi como en los alrededores ha:.ta cinco leguas. 

Posteriormente podian seguirlo a todos lados, por lo que 

iban nás o r:'.enos descrnpcñando su cometido en aquellas 

ciudades en que el rey estaba rnás tiempo y luego, ~unquc el 

monarca se fuera, ellos se quedaban un tiempo más y 

posterior~entc lo seguian por lo que se les lla~ó alcaldes 

de rastro (andaban por donde el sober~no dejaba rastro). 

Algunos delitos de cierta gravedad fueron reservados por 

el rey para ser juzgados por él, sin embargo, las 

(2) Id. pág. 18. 
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ocupaciones gubernamentales le impidieron conocer de tales 

causas y tuvo que delegar su conocimiento precisamente en 

estos alcaldes, estos fueron llamados asuntos de casa y 

corte. 

"En virtud de la guerra contra el Islam, el rey tenla que 

trasladarse de un lugar a otro, el equiptJ burocrático del 

Estado tenia mayor dificultad de trasladarse, motivo por el 

cual se ernpe~é a diferenciar la Corte (centro administrativo 

del reino} de la casa del soberano. Por ·ello, a estos 

alcaldes se les denominó de casa y corte ya que curnp11an 

funciones jurisdiccionales en estas ciudades, o sea donde se 

establecía la corte. 11 (J) 

Estos ~agistrados ten1an una doble función: la 
jurisdicción ordinaria de cualquier alcalde de provincia; 

pero particularmente de la ciudad donde residia la Corte y 

cinco leguas a la redonda, lo que le dispensaba cierta 

superior dignidad de los demás. 

El conoci~iento y resolución de aquellos procesos penales 

eran de la especial competencia del monarca; pero las hab1a 
delegado por razones pr~cticas. 

A estas <'ltribuciones los Reyes Catól ices agregaron 

co!:'lpetencia de los recursos de apelación en r:\a.teria penal, 

los cuales tenian que resolver colegiadamente, en lo que se 

llamó sala del cri~en, la cual posteriormente fue agregada a 

la sala de oidores para integrar entre las dos la Real 

Chancillerla. Dicho tribun~l se integró con dos salas: la de 

los oidores y la de los alcaldes del crinen. 

Otra función que fue enco;:-iendada a este tribunal: la 

guarda del sello real, del popal oficial y del registro de 

(3) Id. pag. 19. 



las disposiciones del rey. Función que es propia de un 

organismo de la Corona, que se denominaba la chancilleria, 

de ahi que to~ara este nombre genérico para todo el 

organisr:io que había resultado de la unión de la sala de 

oidores, sala del crimen y oficina del registro y 

autentificación de documentos oficiales. 

Asi fue como se integró el más alto tribunal castellano 

de finales de la edad r.'.edia: La Audiencia y Real 

Chancilleria de Valladolid, la cual vino a ser auxiliada 

posteriormente por la de Ciudad Real 1 que en el siglo XVI se 

trasladó a Grana.da, dividiendo el territ.orio en dos 

jurisdicciones cuya circunscripción fue el Rla Tajo. 

Tribunal que vino a inspirar la creación y organización del 
tribunal superior de justicia de la Nueva España, la 

Audiencia y Real Chanciller1a de México. 

En cuanto a la Reglamentación de la Audiencia de 

Castilla, las Cortes que se reunieron en Madrigul en 1476 

pidieron a los Re,.es Católicos la def inici6n de los 

tribunales dependientes de la Corona; Las Cartas de Toledo 

de 1430 insistieron en este punto. Lo que sucedla es que 

dichos tribunales no estaban claramente organizados ni sus 

funciones y facultades estrictamente determinadas, lo que 

requerian precisar a la mayor brevedad. 

El resultado de estas gestiones parlanentarias fue la 

promulgación de diversas ordenanzas sobre la judicatura 

superior de 1485 y 1~86, para ~er epilogadas con las 

ordenanzas definitivas dadas en Medina del Campo el 24 de 

marzo de 1489 para la Real Chanci1lerla de Valladolid. 

El panorama legislativo de la ~d~lnistración superior de 

justicia castellana en el renac1r.iiento tener:ios que 

completarlo con la Real Pro\'isión de 30 de septier.i.bre de 

1499, que creaba un nuevo tribunal superior: La Real 
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Chanciller1a de la Ciudad Real, la cual tuvo además el 

titulo de l\udiencia, fue trasladado en 1505 a la ciudad de 

Granada. 

Las ordenanzas de 1489 preveian que la Real Chancilleria 

de Valladolid fuese un organisrao centralizador de la 

justicia real. En este tribunal podemos distinguir 

fundamentalmente dos tipos de funciones: las ejercidas por 

los oidores y las ejercidas por los alcaldes de corte. 

La Chancilleria de Valladolid es un antecedente de la 

Mexicana. La Chancillcria de Valladolid estaba compuesta por 

ocho oidores que integraban dos salas cuya misión especifica 

era resolver los recursos de apelación en materia civil, en 

contra de las sentencias que en primera instancia dictaban 

los jueces locales principalr.iente, además de los recursos 

extraordinarios de suplicación en que revisaban sus propios 

fallos y los de la sala de alcaldes. Lo normal era que no 

conocieran de asuntos de primera instancia, aunque habla una 

excepción a este principio. 

El número de alcaldes de casa y corte varió mucho en esta 

época. Estos actuaban colegiadamente, constituyendo lo que 

también se denominaba sala del cri~en. sus atribuciones eran 

similares a la sala de oidores, pero referidos a la ~ateria 

penal: primera instancia en los asuntos de casa y corte, asi 

co::i.o resolución de los recursos de apelación, 

correspondientes a la segunda instancia. A ello habrá que 

agregar el conocimiento de las causas del llamado juzgado de 

provincia. 

En la Chancillerl:a de Valladolid habl:a dos procuradores 

fiscaies cuya misión era representar los intereses del rey 

en aquellos juicios en que estos estuvieran en cuestión. 

Posteriormente se interpretó que estos procuradores, o 



simplemente fiscales como se les dio en llamar, eran quienes 

representaban el interés del orden juridico. 

Dentro de este superior tribunal de justicia debemos 

tener presentes a algunos otros funcionarios que no tenian 

el carácter de ministros como los anteriores. Estos eran los 

relatores, escribanos, abogados de parte, etc. 

Durante esta époc.:\ 1 la Real Chancillerla de Valladolid 

estaba presidida por un prelado de la Iglesia, el cual no 

integraba sala, pues no era letrado. 

En la Nueva España existla una diversidad en la 

jurisdicción, cono resultado de una herencia medieval 

castellana y las necesidades propias de esa época, mismas 

que reclamaban una especialización de los tribunales para 

ciertas materias e individuos. 

De tal modo que, frente a una justicia ordinaria, 

existieron diversas jurisdicciones especiales en razón de 

los justiciables y de 13 materia. 

Los tribunales especiales en México Colonial eran los de 

Acordada, Consulado, Eclesiásticos, Indios, Inquisición, 

Mesta, Militares, Minerla, Promedicato, de la Real Hacienda 

y de la Universidad,• junto con ellos otras jurisdicciones 

especiales ejercidas por los tribunales ordinarios: Bienes 

de difuntos, Bula de l~ Santa cruzaca, recurso de fuerza y 

visitas y residencias. 

Las causas de la existencia de tantas jurisdicciones son 

fundar.ientalr..ente dos: la herencia medieval castellana y la 

situación especial qUf! guardaba la nueva españa. 

Junto a la situación de privilegio que tenian militares, 

eclesiásticos, mineros, comerciantes y universitarios; 



existian otras que implicaban una necesaria especialización, 

como era lo relativo al ejercicio de la medicina, los 

delitos contra la fe o en despoblado, asi como la materia 

pecuaria y lo referente a los asuntos de los indios, a los 

cuales no se les podiu someter a los tribunales ordinarios 

con sus leyes y complicados procedimientos. 

De tal suerte que hubo que crear jurisdicciones 

especiales para estos sujetos y materias especiales. 

Aunado a ello, la tradición Castellana que nos vino a 

influir, en la edad media el poder político estaba 

fraccionado, ésta era una nota caracteristica del medievo 

europeo: el emperador, el papa, los reyes, los señores 

feudales y las ciudades libres, concurrian en muchos casos 

en el dominio temporal sobre los pueblos y las tierras. 

Ello trajo como consecuencia una di~persión gubernativa, 

jurisdiccional y legislativa. Situación que se vio 

particularmente acentuada en los reinos españoles por las 

caracteristicas de la Reconquista, pues mientras en 

Inglaterra, después de la conquista normanda de 1066, se 

presentó un feudalismo nuy atenuado, en Castilla y Aragón la 

guerra contra el Islam hacia que todo aquel que pudiera 

sacarle privilegios al rey como contraprestación a los 

servicios dados a lu Corona con moti va de esas guerras, lo 

hiciera; entre estos privilegios, uno de los primeros era el 

de la jurisdicción. 

Por lo que, sin dejar de dar ciertas concesiones 

politicas, no incurrir en los excesos que sobre este 

particular se dieron en la Edad Media, se otorgaron ciertos 

privilegios. 

Lo más importante, no fue el que se hayan creado o dejado 

de crear regimenes especiales, sino el hecho de que tanto en 



la península como en Indias quedaron ciertas reliquias de la 

dispersión juridica (legislativa y judicial) del medievo, y 

se dio lugar a estas jurisdicciones especiales, las que no 

siempre representaban un privilegio, sino también una 

necesaria especialización. 

Al postular el liberalismo la igualdad de los individuos 

frente a la ley, trajo como consecuencia que, el tri\1nfo de 

esta corriente, se suprimieran casi todos los fueros 

especiales y por ende casi todas las jurisdicciones añejas. 

Lo que en lineas generales fue bueno, en algunos casos 

resultó contraproducente, ya que la verdader3 justicia no es 

tratar igual a los desiguales sino a la inversa. 

Fue precisamente lo que ocurrió, por ejemplo, cuando se 

suprimió el Juzgado General de Indios, en que los naturales 

quedaron totalmente desamparados. 

En cuanto a los tribunales ordinarios los podemos 

contemplar en tres niveles: uno supremo, que correspondia al 

Real y Supremo Consejo de Indias; otro 

ejercido por las rea les audiencias; 

superior que era 

finalmente los 

tribunales de primera instancia, los que variaban en razón 

de la ciudad de residencia, materia y cuantia de los 

negocios de que tenían conocimiento. 

Organización y funcionamiento de los Tribunales 

ordinarios superiores: El Consejo Real y Supremo de Indias.

En 1367 se creó el Real Consejo de Castilla para auxiliar al 

soberano en el gobierno de la monarquia Castellano-leonesa. 

A partir del descubrimiento de América y su incorporación a 

la corona de Castilla¡ dicho Real Consejo empezó a conocer 

de los asuntos del nuevo continente; con el transcurso del 

tiempo se fue haciendo una especialización de los negocios 

indianos en el seno del mismo hasta que por 1511 se habla de 
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Junta de Indias, o más propiamente dicho "Los del Consejo 

que entienden en las cosas de las Indiasn. ( 4) 

Finalmente, en 1524, se erige independiente del anterior, 

y con la misma categoria, el Real y Supremo Consejo de 

Indias, el cual empezó a funcionar el 1Q de agosto de 1514 

bajo la presidencia de Fray Garcia de Loaiza. 

En 1809 se suprimió el Consejo de Indias, en 1810 se 

restablece; Las Cortes de Cádiz lo cierran en 1812 y 

Fernando VII lo vuelve a abrir en 1814; de 1820 a 1823 

(trienio constitucional) volvió a cerrarse y finalmente en 

1834 se extinguió definitivamente. 

11 

El Consejo de Indias era servido por ministros, 

funcionarios y empleados subalternos. Dentro de los primeros 

se encontraban: el presidente, quien era sustituido con 

carácter interino por un gobernador. El gran Chanciller, 

cargo de gran preeminencia, lo que hacia que dicho ministro 

no atendiera personalmente su encargo, sino que para eso se 

val fa del teniente de gran chanciller; las funciones del 

chanciller consistian en custodiar el sello, así como sellar 

y registrar los documentos emanados del Consejo. 

Dentro de los ministros estaban también los consejeros, 
los cuales podlan ser militares o letrados, su número varió 

d<: 8 a 16. 

Asimismo, dentro de esta categoría estaba el fiscal, este 

era auxiliado por los solicitantes fiscales, sus principales 

funciones eran la defensa de la jurisdicción real, del Regio 

Patronato, de la Real Hacienda, de los indios y en general 
intervenir en todos los asuntos que se veían en el Consejo. 

(4) Ibldem. pág. 24. 



Igualmente estaba el Secretario. Finalmente existieron dos 

escribanos, uno de gobernación y otro de justicia. 

Dentro de los funcionarios tenemos primero a los de 

justicia, entre los que encontramos al escribano de Cámara 

de Just ici.1 1 a los 1-clatores, al abogado y procurudor de 

pobres, al receptor de penas de cámara y a los abogados. 

También ht1bia funcionarios hacendarios cono lo fueron el 

tesorero, el depositario, el cobrador y r~gactor, asi corno 

los contadores de cuentcls. En esta c.:itcqori..1 de funcionurics 

se incluía al ,-;lgu,icil mayo1·, quien era .:iyudacto por los 

alguaciles menores. Los funcionarios cientificos eran: el 

cronista nayor de Indi.:is, el cosnógrafo m;:iyor, el 

catedrático dr maternáticas. J.as funciones eclesiásticas eran 

desarrolladas por el capellán y el agente e11 Roma. 

El personal suba 1 terno estaba constituido por los 

porteros, el alcaide, el pregonero, cte. 

Las funciones del Consejo Real de Indias, 

tipos: legislativas, administrativas, 

militares. 

eran de cuatro 

judiciales y 

Legislativas.- opinar ante el rnonnrca acerca de proyectos 

legislativos, a través de las llamadas consultas, la 

confección materiul y i-egistro de esas disposiciones y la 

reglamentación de las rnisr:ias 

acordados. 

través de los autos 

Ad::iinistrat i vas. - estaban la propuesta de nombramientos 

(hubo temporadas en que se hizo a través de la Cár.<ara de 

Indias) civiles y eclesiásticos, el pase o retc11ción de las 

letras apostClicas, la censura de libros e ir.;presos y en 

general el control de la Real ltacienda de Indias. 

12 
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Judiciales.- se refieren al conocimiento del recurso 

extraordinario de segunda suplicación sobre las resoluciones 

definitivas de las audiencias indianas, apelaciones de las 

resoluciones de la Casa de contratación, recursos de fuerza, 

juicios de residencia y visita. 

Militares.- consistian en proponer nombramientos 

castrenses, proveer de parque y municiones a las colonias y 

la administración de las fortificaciones, lo cual se hacia a 

través de su junta de guerra. 

El consejo de Indias podia actuar en pleno, en sala de 

gobierno, sala de justicia o en alguna de las juntas 

especiales, permanentes a temporales, que se formaron. 

"Cuando se planteaba alguna cuestión al Consejo, ésta se 

estudiaba, oyendo el parecer del fiscal, se acordaba por 

mayor1a de votos, y a continuación se pasaba al monarca la 

propuesta correspondiente, la cuul se llamaba, consulta; el 

rey resolvía en consecuencia aceptándola, rechazándola o 

modificándola. 11 (5} 

Finalmente el propio Consejo instrumentaba y registraba 

la decisión del soberano. No asl tratándose de asuntos 

judiciales, ya que para resolver los recursos interpuestos, 

el Consejo era. un trit.unal de plena jurisdicción, por lo que 

no tenia que consultar al rey; dichos recursos los resolvla 

la sala de justicia. 

La Audiencia y Re~l Chancillcria de México.- se erigió el 

29 de novieribre de 1527, 11 (Este documento que fue la base de 

la empresa Colorabin.:i y primero propiamente indiano, 

preceptuaba que en las tierras que descubriese y ganáse 

Colón se aplicarla el derecho de Castilla; corno fue 

(5) Id. pág. :!5. 



confirmado por muchas disposiciones posteriores) 11 (6} y se le 

dotó de ordenanzas el 22 de abril de 1528, siguiendo el 

modelo de las que se dieron para la Real Audiencia y 

Chancillería de Santo Domingo en la isla de la Española. 

tribunales, Santo Domingo y México, se 
constituyeron al tenor de la Real Chancilleríu de V.J.lladolid 

en Castilla, en base l1 lo dispuesto en lus Capitulaciones de 

Santa fe. En las respectivas reales cédulas de creación de 

estos tribunales se hablaba de que los r.lismos se 

conformarían de la manera que est.Jba organizado el regio 

tribunal Vallisoletano; ~in embargo, en la realidad estas 

audiencias americanas siguieron su propio camino. 

Al estructurarse la Real Audiencia y Chancilleria de 

Móxico se tuvo presente la configuración de la Chancillerla 

de Valladolid. 

Las ordenanzas de la Audiencia de México fueron 

substancialmente reformadas el 12 de julio de 1530, por lo 

que se considera que en esta fecha se dieron nuevas 

ordenanzas. 

En la reforma de 17 de abril de 1536, se estableció que 

la presidencia de la Audiencia de México corresponderla al 

virrey de la Nueva España, asi cor.10 también las innovaciones 

que trajeron las llanadas Leyes Nuevas de 20 de noviembre de 

15·~2. En cambio se dieron nuevas ordenanzas para ~ste 

organismo judicial novohlspano el J de octubre de 1563. 

Podemos considerar que el periodo de forP~ción de la Real 

Audiencia de México concluyó con l:i.s refort:' . .l.S de 1568 y 

1597, en las que se creó la Real Sal~ del Crimen integrada 

con cuatro alcaldes de casa corte también llamados 

(6) Id. pág. 26. 
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alcaldes del crimen en 1568 y la creación de la fiscalia del 
crimen en 1597. 

Posteriormente en 1680 el rey Carlos II promulgó el 
primer y único código uniforme para todas sus colonias en 

América y Asia, la Recopilación de Leyes de los Reynos de 
Indias. De acuerdo con lo dispuesto en éste código, la 
Audiencia y Real chancilleria de México se integraba con el 
siguiente personal: un presidente que era el virrey de Nueva 
España, ocho oidores, cuatro alcaldes de casa y corte y dos 

fiscales, como magistrados, aparte de los subalternos que 
eran: un alguacil mayor, un teniente del gran chanciller, 

relatores, escribanos de cámara, aboqados, tasadores y 

repartidores, receptores ordinarios y extraordinarios junto 

con su repartidor, procuradores, intérpretes y el portero. 

Los que podlan funcionar en real acuerdo, sala de justicia o 
sala del crimen. 

ºEn carta del virrey arzobispo de la Nueva España, don 

Juan Antonio de Vizarriin y Eguiarreta, de 24 de mayo de 
1736, se planteaba al monarca español la necesidad de 
aumentar la planta de funcionarios de la Real Audiencia y 

Chancillerla de México, pues el número de causas que conocla 

este superior tribunal excedla en mucho las posibilidades 
del despacho normal de las mismas, puesto que conservaba el 

mismo número de magistrados que hacia 200 años". (7) 

Asl fue como el Real y Supremo Consejo de Indias propuso 
a la Corona, en consulta de 2 de febrero de 1737, que, con 

carácter de provisional, se crearan cuatro plazas de oidor y 

dos de alcalde del crimen para aumentar las existentes en la 

Audiencia de México, proposición que fue aprobada. 

(7) Id. pág. 27. 
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El Real y Supremo Consejo de Indias acordó el ¡g de abril 

de 1737, encargar a uno de sus fiscales, el Lic. Prudencia 

Antonio de Palacios, estudiara el asunto y pt·opusiera alguna 

solución. 

Este presentó sus conclusiones el 17 de febrero de 1738 

ante el mismo Consejo, el cual resolvió integrar una junta 

para que dictaminara sobre las proposiciones de Palacios, 

con tres de sus rainistros (José Cornejo, José Carbajal y 

Antonio Alvarez de Arllett) y los otros dos fiscales; dictamen 

que salió favorable a lo propuesto por de Palacios. 

Fue asi como la suprema autoridad Indiana, consultó al 

monarca el 25 de mayo de 1739, la aprobación del Reglamento 

de las Salas Civiles y Crií.linale:; de la Real Audiencia de 

México para que con los ministros aumentados, pudieran con 

mayor brevedad resol ver los plci tos atrasados. Cuerpo legal 

que fue aprobado por el rey de la Villa y Corte de Madrid y 

promulgado por la Real Cédula expedida el 13 de julio de 

1739 en Buen Retiro. 

Poca vida tuvo este ordenamiento ya que fue abrogado por 

Real Cédula de 16 dP. abril de 1742. 

''El contenido de la real cédula de 1739, aumentaba el 

número de ministros del tribunal y disponía una nueva 

organización y también se daban una serie de indicaciones o 

consejos para un mayor y más expedito despacho de los 

negocios. 

Asl es que de S se aunentaron a 12 las plazas de oidoras, 

los cuales ahora integrarían 4 salas civiles, en vez de las 

2 de 5 magistrados que habla antes. Previéndose que, para 

resolver aquellos asuntos de cierta gravedad, dificultad o 

cantidad, se pudieran ocasionalrnente integrar salas 

civiles con 4 oidores cada una; también se aprovecharía el 

16 



dla en que faltare alguno, ya que los dos restantes pasarian 

a otras salas para resolver precisamente este tipo de 

asuntos."(B) 

Respect~ a los ~onsejos prácticos, que el monarca daba en 

el propio Reglamento, hay que mencionar la necesidad que les 

señalaba de que todos los magistrados procuraran asistir 

siempre y no se excusaran por realizar encargos o comisiones 

ya que, si ello fuera t'lotivo par.:i dejar de cumplir, era 

preferible renunciar al cargo o co:Llisión. T1~.1tándose de 

alguna caus.J realmente inportante, el presidente del 

tribunal (virrey o en su ausencia el oidor decano) 

calif icarian la excusa. Se les pedia mucha puntualidad, que 

cumplieran exactamente con las tres horas de audiencia 

matutina, evitando el distraerse firm~ndo expedientes y 
dejando la tarde para las votaciones y el ju~gado de 

provincia (tratándose de alcaldes del crimen). Inclusive 

llega a pedirles una hora extr.1 de t!"abajo cuando fuere 

necesario, como serla el caso de cuaresmíl en que tenia 

sermón. 

Se prohibla a los oidores conocer astmtos de primera 

instancia, pues, corno corrt?ctarnente indica el Reglamento, 

rauchas veces las partes se conforman con la sentencia de 

primera instancia y no hay necesidad de alzarla a la 

Audiencia. 

17 

Faculta al fiscal de lo criminal para que, cuando el de 

lo civil tuviera mucho trabajo le ayudara, siempre y cuando 

aquél no tuviera muchos dictámenes pendientes. 

La reforma r.iás importante a la judicatura indiana fue la 

de 1776, la cual estuvo pro~ulgada en la Real Cédula dada en 

Madrid el 6 de abril de 1776; contenía los decretos de 26 de 

(8) Jd. p;ig. 28. 



febrero y 11 de marzo del mismo año. 11 El primero de ellos se 

refería al Consejo de Indias, donde se aumcntabdn cuatro 

ministros togados y se org.i.nizab.i.n tres sal.is, una de 

justicia y dos de qobierno. El segundo trataba del aumento 

de ministros en las audiencias indianas; en todas se creaba 

el puesto tlc regente, además de los siguientes magistrados: 

En México y L1r.1a dos oidores y un alcalde del crimen, 

disponiéndose que un oidor presidiera la sala del crimen en 

calidad de gobernador; en Guadalajara, Santo Domingo y Quito 

dos oidores más; y en Filipinas, Guatemala, Charcas, Chile y 

Santa Fe un oidor r:i.ás, aparte del ya mencionado regente que 

se creó para todds.''(9) 

De esta forma, la Real Audiencia y Chancillcr1a de México 

se integro con un presidente {el virrey de la Nueva Espafia), 

un regente, diez oidores, cinco alcaldes del crimen y dos 

fiscales, aparte de los empleados subalternos. Continuando 

con dos salas de justicia, integrudas cada una con cinco 

oidores y una sala del crimen, compuesta con alcaldes y 

presidida por el oidor da nás reciente designación. 

Esta idea de constituir asi la sala del crimen ya habia 

sido considerada por el virrey de Nueva Espafia, marqués de 

las Amarillas, en carta de 27 de nayo de 1757; propuesta que 

fuera rechazada por la metrópoli en Real Orden de 23 de 

febrero de 1758. Igualmente, por Real Orden de 27 de abril 

de 1788 se expidió el Reglamento de plaz.as y sueldos de 

ministros de las audicnci~s de América e Islas Filipinas, en 

que se mandi\ba volver a los ocho oidores y alcaldes del 

crimen, que la Audiencia de México tenía antes conservándose 

el cargo de regente de la mis~a audiencia. 

Previniéndose que este Reglamento se fuese aplicando 

paulatinamente, a ~cd1da que se produjesen las vacantes; sin 

(9) Id. págs. 29-30. 
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embargo, en México se continuó como antes hasta 1821 y 

realmente nunca se aplicó esa Real Orden en lo tocante al 

número de magistrados. 

19 

El sistema judicial que habia en la Nueva España había 

funcionado con más o menos frutos y habia inspirado la sabia 

y humanista legislación indiana. Este gobierno fue sacudido 

violentamente a principios del siglo XIX y sometido a una 

serie de circl1nstanci;1s externas e internas que procuraron 

su radical transformación. Los trastornos internos que 

suscitaron los sucesos de 1808 provocaron la creación de un 

organismo especial para conocer de las causas y negocios de 

infidencia y subversión. Esto se efe>ctuó a ra i z de las 

primeras perturbaciones a la tranquilidad pública, el 21 de 

septiembre de 1808, y el organismo recibió la der1ominación 

de Junta Extraordinaria de seguridad y Buen Orden. componia 

la junta el presidente de la Audiencia, un oidor, un alcalde 

del Crimen y un fiscal. Este órgano fue sustituido el 7 de 

enero de 1812 por unu junta militar, integrada por siete 

jefes del ejórcito, y vinculada con las juntas provinciales 

de la misma denominación, en la cual la Audiencia depositó 

muchas de sus funciones trudicionales. El ejército y la 

policía sustituyen a los oidores. 

La Junta era una especie de tribunal y tenia facultades 

policiacas y daba una especie de pasaporte para controlar a 

las personas que entr.iban y sal L:rn de un lugar. Una gran 

cantidad de indigen~s ftteron arrPstado~ por ella solacc11te y 
empezaron las quejas. No obstante que las Cortes informaron 

expresamente al virrey Calleja que la junta de policía era 

inconstitucional, dicha junta continuó funcionando en la 

ciudad de México hasta 1813. Por tanto, junto a la Audiencia 

como órgano judicial institucionul, funcionó un organismo 

con faculta des extraord in.ir ias que 1 de hecho, derogó las 

antiguas tradiciones de moderación y las nuevas ideas de 

libertad individual. 



Las funciones judiciales ordinarias se volvieron 

secundarias, por lo que la Audiencia gobernó hasta 1810. Se 

instaló interinamente el gobierno de la audiencia. 

Desde septiembre de 1810 hubo un cambio y fue el virrey 

quien adquirió fuerza durante la Guerra de Independencia. 

El virrey vigiló los asuntos militares y de 

junto con la Audiencia, que actuaba en real 

constituyeron el más alto cuerpo politice 

intervención del rey ni del gobierno espafiol. 

gobierno; 

acuerdo, 
sin la 

Lus Cortes por primera vez se reunieron en Cádio: el 24 de 

septierabrc de 1810. Los diputados formaron diversas 

comisiones para los varios asuntos, siendo los más 

importantes los siguiente.s: exponer los derechos del 

súbdito; crear y dcli~itar las funciones de las diputaciones 

provinciales; los derechos del rey y de l<ls Cortes; y córno 

dcberia ser el nuevo Poder Judicial. 

11 El 19 de febrero de 1812 las Cortes Generales y 

Extraordinarias cesaron en sus funciones y ese rüsmo año 

empezaron a trabajar las cortes ordinarias'' hasta 1814, en 

que Fernando VII, al regresar del destierro en Francia, las 

disclvió y abolió todo el siste~a constitucional, dando por 

terninado el periodo que h~ sido conocido como bienio 

liberal". (!O) 

Durante este bienio las cortes rc~li:aron una ardua labor 

legislativa en la que se procuro desarrollar los diversos 

preceptos constitucionales través de una abundante 

legislación ordinaria, dentro de la cual se contiene el 

(10) Id. pág. JO. 
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Reglamento de Audiencias y Juzgados de Primera Instancia 

dado por las Cortes de Cádiz el 9 de octubre de 1812. 

El territorio del Imperio era dividido en 27 distritos 

judiciales (Aragón, Asturias, Buenos .l'dres, Canarias, 

Caracas, Cataluña, cuba, cuzco, Charcas, Chile, Extrenadura, 

Galicia, Guatemala, México, Parnplona, Saltillo, Quito, santa 

Fe de Bogotá, Sevilla, Valencia y Valladolid), al frente de 

las cuales debia haber una audiencia territorial. Lo que 

significaba cambiar las chancillerías de Valladolid y 

Granada, as1 corno la Cámara de C6r.iputos del Consejo de 

Navarra por audiencias, y crear dos mtis, una en Madrid y· 

otra en la villa novohispana de Saltillo, independientemente 

de las 22 preexistentes. Tedas en igualdad de condiciones. 

Se suprimió la diferenciación entre oidor y alcalde de casa 

y corte dando a todos l.1 categoria de I:'lagistrados; sin 

embargo, el número de éstos variaba segün la importancia de 

la capital del distrito judicial en cuestión, los cuales 

podlan formar sala civil o penal, si el tribunal era grande 

o sala única para ambas materias, si el mismo era p~queno. 

La presidencia de las audiencias correspondíu a los 

regentes, lo que significaba que ellas no serian ejercidas 

por el gobernador de la provincia correspondiente como 

antaño. Se prohibió a los magistrados intervenir en asuntos 

administrativos, con lo cual se consumaba el principio de la 

separación de poderes establecidos por la constitución. 

El 30 de septiembre de 1812 e 1 virrey de la Nueva España 

José Maria Calleja, publica en la ciudad de México la 

Constitución de Cádiz, fecha que podemos señalar corno 

entrada en vigencia de la cart.1 rnagn.:i en las provincias 

novohispanas. El propio Calleja cunbió su titulo de virrey 

por el de Jefe político superior, según mandaba la 

constitución, convocó a elecciones nunicipales, provinciales 

'i para diputados d cortes y permitió la libcrtud de prensa. 



La Audiencia Real se transformó, con la Constitución de 
C~diz, en una Audiencia Territorial parecida a la de España, 

con funciones esenciales de tribunal de apelación. 

La Audiencia de México, en consecuencia, t<1mbién procedió 

a orgi!nizarsc conforme a L:i Constitución y al Reglamento de 

referencia. El regente Tomás Gonz.ílcz Calderón asumió la 

presidencia plena de este superior tt·ibunal. En virtud de 

estar cubiertas únicancntc 10 plazas de magistrados de las 

12 prevista5 para México, se distribuyeron cuatro en la 

primera (civil), tres en la segunda (también civil), y tres 

en la tercera (penal). La ciudad de México se dividió en 

seis partidos judiciales y Calleja nombró sendos jueces de 

primera instancia, desapareciendo las otras jurisdicciones 

ordinarias inferiores, corno el juzgado de provincia. 
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Por las circunstancias de la revolución insurgente y la 

guerra que libraban los españoles en su patria contra los 

franceses, la Constitución de Cádiz no se aplicó bien ni 

oportunamente en Hueva España. Por ~llo no llegó a funcionar 

la nueva Audiencia Territorial '~" el bienio liberal. En 

estas condiciones, la tradicional Real Audiencia con sus 

oidoies y alcaldes del Crimen trabajó hasta 1814, en que 

vuelve el absolutismo a España y sus colonias. 

En realidad, poco duró el nuevo régimen, al regreso del 

destierro, Fernando VII abolió el sistema constitucional en 
toda la monarqufa cspañol.::t el Je mdyo de 1814, 

particularnente, la materia judicial, en Real CédulJ de 7 de 

junio de 1815. 

Con ello aparentenente el rr.y Fernando VII finiquitaba 

los brotes liberales hisp.:inicos; sin er:ibargo, en 1820 

regres.J. la Constitución de C,)diz y en Nueva España la 

Audiencia principia su vcrdudera transforr.iación para llegar 

a ser la Aud i ene i .1 Ter r i tor ia l guc ordenara esa Ley 



suprema. Con ello se inicia el llamado trienio liberal, 

durante el cual 

septiembre-1821) 

México alcanzó su 

y autom~ticamente 

independencia (27-

adoptó toda la 

legislación libcr~"\1 1 tanto del bienio como la que se produjo 

durante el trienio hasta ese mismo dia. 

Entre 1921 y 1924 cst<in en pugna las tendencias 

republicanas y mon.i.rquicas. En las primeras está presente, 

como ideal, el Decreto Constitucional de Apatzingán de 1814; 

en las segundas, el Plan de Iguala de 1821, de inclinación a 

una rnonarquia limitada, con base en la Constitución de 

C.idiz. En .1:...bos documentos se indica la vigencia, mientras 

se legisla un nuevo cuerpo de leyes, de las tradicionales 

normas novohispunas. Asi lo decian el art. 211 del decreto 

de Apat=ing~n y tarnbión el Plan de Iguala en sus 

resoluciones J, 15 y 20. 

"Se plantea entonces el problema del nuevo sistema 

judicial. ¿Podría la Audiencia convertirse en el máximo 

tribunal de México? Eso opin.:iron magistrados de la misma, 

como Manuel Campo y Ri\'as, que el 25 de octubre de 1821 asi 

lo propuso". (11) Otros pensaban que se acatara fielmente la 

Constitución de Cádiz y velan necesario que hubiera un 

tribunal supremo, ya que ella lo establecía. Iturbide 

consideró que él, en sustitución del rey, designarla a los 

~agistrados, a propuesta del Consejo de Estado. Su tesis no 

triunfó y, en vez de ello, se aceptó la teoría de la 

soberania popular. 

Si la nación habla cambiado el régimen de gobierno, 

deberlan ser sus representantes los que designaran a los 

nuevos magistrados del tribunal supremo. Fue asi como se 

(11) La suprema Corte de Justicia sus orl.genes y primeros 
años. 1808-184 7). Poder Judicial de la Federación, Editado 
por la suprema Corte de Justicia de la Nación. México, D.F., 
1986. pág. 22. 
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llegó a la creación de la Suprema Corte de Justicia 11 cuyo 

nombre provocó oposición ya que algunos sostenían que 

debería llamarse Tribunal Supremo de Justicia 11 (12), con once 

:ninistros electos por las legislaturas de los estados y que, 

en parte, asumiria funciones de audiencia. Al lado de esta 

corte cstaria.n también otras audiencias, las que se 

denominarían tribunales superiores de justicia de los 

respectivos estados de la República Federal. 

La tarea que re.cayo en la Suprema Corte· fue inmensa, 

debla partir de tradiciones pero, a la vez, cambiar los 

principios e ir hasta lugares donde casi nunca fue la 

Audiencia Real. La Corte aceptó la responsabilidad con la 

idea tradicional de la corona española, consistente en que 

la esencia de la soberani.a se muestra en la jurisdicción y 

administración de justicia. 

B) SU CONCEPTO 

Los Tribunales Constitucionales son los organismos 

judiciales especializados en la solución de los conflictos 

que surgen por la aplicación directa de las disposiciones de 

carácter constitucional. (13) 

Poseen jurisdicción en todo el territorio nacional y 

competencia concretamente para estos casos: 

a) del recurso de inconstitucionalidad contra las leyes y 
disposiciones normativas con fuerza de 

rebuscadisimo sinónirao de decretos-leyes; 

( 12) Idem. 

ley, en un 

(13) Diccionario Jur1dico Mexicano, Tomo VIII, Rep-Z. UNAM. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, México, 1984. pAg. 
355. 

24 



25 

b) del recurso de amparo por violación de los derechos y 
libertades individuales; 

e} de los conflictos de competencia entre el estado y las 

comunidades autónomas, o de los de éstas entre si; 

d) de las rest.1ntcs naterias que le ,1tribuyan la 

constitución o leyes organicas. 

Las sentencias del Tribunal constitucional, tienen 

autoridad de cosa juzgada a partir del d!a siguiente de su 

publicación y no C.Jbe recurso contra ell.is. 

Las que declaren la inconstitucionalidad surten efecto 

frente a todos. Sin enbargo, esa declaración excluyente de 

vigencia legal se li~itar5 a lo que concrete, sin afectar {a 

nenas de expres~ especificación) a la vigencia de los demás 

preceptos y nor;:ias de la ley ir.ipugn;;ida. 

Para no quebrantar la ''santidad'' de la cosa juzgada, la 

declaración de incostitucionalidad, no afectará a los casos 

en que ya haya rccaido resolución judicial, contra la cual 

no se adrni t:a ni se haya interpuesto opot-tunar.iente ninqún 

recurso previsto en las leyes. 

C) SISTEllJ\ JURISDICCIONAL DE CONTROL 

El control jurisdiccional de la constitucion.1lidad de 

las Leyes se encuentra cstrecha&.1ente vinculado la 

supreI:"Jacla de la 

alta i~portancia 

fundanenta 1. 

Constitución, hállase este principio de 

para raantener la vigencid de la ley 

La suprenacia de la Co11stitucion es principio f~ndarnental 

de todo Estado de Derecho. En el fcn.io, no es sino respeto a 

la ley; supre~acla de l~ Constitución y no de los hombres o 



funcionarios enc.1rgados de aplic:l.rla. La formulación 

concreta de este principio se atribuye al juez inglés Cake 

que en 1610 sentenció que "cuando una ley del pJ.rlamento es 

contraria al Derecho común y a la razón, o repugnante, o 

imposible de ser aplic.1d'1, el cor.ir:mn law la limita e impone 

su invalidc~ 11 • (14) Pero dicha doctrina aparece nitidarncnte, 

según lo pone de rclit"~ve Lin.:-ircs Quint<1.ni\ en el Agn:~ement of 

the people de 16~7 y ~l Instrunent of govert1~ent de 1653, 

cuando en dichos docuncntos se propone est.:.1blecer una ley 

suprema, colocada fuera del ulcancc del parlar.iento, 

limitando sus poderes y declarando, por via de restricciones 

expresas, cu5lcs son los derechos que la 11aci6n se reserva y 

a los que ninguna autoridad podria ,111.:rnar sin delito. (15) 

Aunque la doctrina de la s12prcrnacia constitucional 

enervase luego en Inglaterra, ella es acogida en las 

prácticas judiciales y la doctrina de los Estados Unidos 

hasta su sanción en la cláusula 2a. del art. C10, de la ley 

de Filadelfia. Aca~o sea Hanilton q11i0n haya esclarecido la 

especie en 1'15 p<lginas de 11 El Federalista", cuando decía: 
11 Una Constitución es de hecl10 una ley fundamental y así debe 

ser considerada por los jueces. A ellos pertenece por lo 

tanto, deteri.!inar su significado, asi coDo el de cualquier 

ley que provenga del cuerpo legislativo. Y si oc11rriese que 

entre las dos hay una discrepancia debe preferirse, como es 

natural, aquell<l que posee fucr.~a obliq,1tcria y validez 

superiorcs.''(16) En ~tr3s pa!abras, Jete preferirse la 

Constitución a la ley ordinaria, la intención del pueblo a 

la intención de sus r.i.andatarios. Esto significa que el poder 

del pueblo es superior a los poderes judicial y legislativo 

(14) Enciclopedia Juridica OMEBA, Torno III, Clau-Cons, 
Drisk.ill, S.A., RivaJa.vi..1. 1255, h:L piso- of. 115, Buenos 
Aires, 1979, p~g. 1037. 

(15) !d. pág. 1037. 

( 16) !den. 
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y que donde la voluntad de la legislatura declarada en sus 

leyes, se halla en oposición con la del pueblo, declarada en 

la Constitución, los jueces deberán gobernarse por la última 

de preferencia a las primeras. 

Fue el chief justice Marshall en el leading case Marbury 

vs. Madison en lSOJ, quien proporcionó la palabra definitiva 

sobre la suprernacla de la Constitución. 11 Evidenter.iente, dice 

el célebre juez americano, todos los que han elaborado 

constitucionas escritas las consideraron corno ley 

fundamental y suprema de la nación, y consecuentemente, la 

teor!a de cada uno de tales gobiernos debe ser la de que un 

acto de la legislatura repugnante a la Constitución, es 

inválido." ( 17) 

Si la supremacía de la constitución supone un sistema 

básico de normas y que hay diferenci.1 entre ley 

constitucional y ley ordinaria, por ende debe existir un 

poder capaz de resguardar los grandes principios 

preceptuados en la Constitución, y que el pueblo ha estimado 

necesarios para la existencia del Estado y de su orden 

jurídico. Los jueces son los investidos de ese poder en 

cuanto que ellos son los encargados de aplicar la ley. De la 

supremacia constitucional deriva la potestad judicial para 

declarar la inconstitucionalidad de las leyes, porque los 

tribunales proceden siempre aplicando la Constitución. 
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El control jurisdiccional de la constitucionalidad de las 

leyes, es de estricto derecho dentro del Estado gobernado 

por leyes, y corresponde a la misión natural de los jueces. 

Esta prerrogativa judicial o justicia constitucional, 

tuvo su formulación definitiva, como se ha dicho ya, en la 

sentencia de la Corte a~cricana que recordarnos, por boca de 

(17) Ider.i. 



su juez Marshall -cuya controversia. procedió a la aceptación 

de la doctrina de la supremacía de la Constitución- y el 

razonamiento que funda esa facultad parece de toda lógica 

dentro de un estado de Derecho. cuando el juez se encuentra 

que debe aplicar una norma en un caso sometido a su decisión 

y el lJ. es contraria ~i la Constitución, su obligación es dar 

preferencia a ésta. Entonces, niega 11plicación a la ley 

invocada porque aplica la Constitución, cuya vigencia 1 por 

ser suprcrnil., es incoercible. Por ello la decloración de 

inconstitucionalidad de una ley, decreto, ordenanza o 

resolución deviene como consecuencia necesaria de la 

aplicación de la ley fundamental. 

Este poder de los jueces no ~s absoluto, puesto que él se 

da sólo en los c.-isos o causas sometidcs a su decisión. El 

juez no enerva la norma; sinplemente en el caso particular, 

hace privar la Constitución y rehusa aplic~r la norma que 

reputa contrari,1 a L.l. ley suprCr:l'1. El juez no crea normas, 

sino que simplemente determin~1 la que debe aplicarse de 

entre las existentes. Aplica la ley declarada o creada por 

el legislador. 

"Los jueces, decia Montesquieu, no son m<is ni menos que 

la boca que pronuncia las palabr~s de la ley.'1 (18) 

No ver como legitima la revisión judicial de las leyes, 

seria romper el equilibrio de los poderes, subordinando el 

poder judicial a la oDnipotencla legislativa, siempre 

funesta para las institucion~s libres. La decisión del 

legislador y la de.;isL:Sn del juc;: tienen en doctrina el 

:nisr.to carácter¡ la decisión del juez no es sino un juicio 

particula~, como la ley es un juicio general. Entonces, asi 

como el legislador no está so~ctido a otr~ autoridad que la 

Constitución, lo r.lismo el juez no debe estar sometido a otra 

(18) ld. p.ig. lOJS 
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autoridad que el poder constituyente. Imponer al juez la 

obligación de aplicar una ley inconstitucional es declararlo 

inferior al legislador, es colocarlo bajo su dependencia; es 

violar el principio de la separación de los poderes, siempre 

garantía de la libertad. 
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En consecuencia, la incostitucionalidad de una norma 

jurídica, surge indirectamente en razón de la preferencia o 

privilegio que el juez asigna a la norma básica, reputada 

co:no suprema. "Lo contrario a la Constitucióñ se tiene por 

inexistente. Es huórfano de vigencia jurídic.:i.. No es ley, 

como decía Harshall. 11 (19} 

"Sobre esta potestad jurisdiccional ha dicho la corte 

suprema de Buenos Aires, que es elemental en nuestra 

organización constitucional, la atribución que tinnen y el 

deber en que se hallan los tribunales de justicia, de 

examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su 

decisión comparándolas con el texto de la Constitución para 

averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse 

de aplicarlas si las encuentran en oposición con ella, 

constituyendo esta atr ibuci6n moderada, uno de los fines 

supremvs y fundamentales del poder judicial nacional y una 

de las mayores garantias con que se ha entendido asegurar 

los derechos consignadQS en la Constitución, contra los 

abusos posibles e involuntarios de los poderes públicos. 
11 Siempre la Corte reiteró el principio que el control 

jurisdiccional se da en casos o causas, no decidiendo nunca 

de oficio ni por via de rnedida general 11
• (20) 

?ara garantizar la vigencia constitucional y con ello la 

constitucionalidad de las nornas que dicta el poder pUblico, 

(19) Idorn. 

(20) Jd. págs. 1038-1039. 
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son varios los sistemas propuestos y ensayados dentro del 

Derecho p\lblico. El principio seria 11rico si la propia 

constitución no dispusiera la forma de asegurar su 

aplicación. Algunos autores nos dice11 que se han establecido 

tres grandes sistemas; saber: el control de la 

constitucionalidad de l.:i ley por un órgano politice; el 

control por un órgano judicial (dentro de este, por un 

tribunal especi~l, o por los jueces comunes); y un sistema 

mixto o ecléctico. "En Francia se ha ensayado este primer 

sisteraa, desde la Revolución de 1789. Ultirnarnente, en su 

Constitución de 1946, se creó un comité constitucional. En 

Ecuador, es el congre~o quien se pronuncia sobre la 

constitucionalidad de las leyes cuando es requerido por la 

corte S11prema. El sistc~a ~j~ difundido y que tia dado 

mejores resul tactos es el del control jurisdiccional. El 

mixto tiene aplicación en Portugal y Brasil.''(21) 

Buenos Aires, siguiendo el modelo ar.iericano, ha 
establecido el control jurisdiccional por medio de los 

tribunales judiciales comunes. Todo juez está autorizado 

para pronunciarse sobre la constitucionalidad de una norma 

juridica. El control por tribunales especiales se realiza 

por organisr.ios instituidos para ese fin. Austria, según su 

constitución de 1920 redactada por l\elsen, estableció una 

Alta Corte Constitucional. Esp3ña 1 en su Constitución de 

19Jl, erigió un Tribunal de Garantias Constitucionales. Cuba 

y Baviera tienen, asir.iisrnc, tribunales especiales. 

La dcfcns.J. de lJ. Constitución d12l..>e levantarse frente a 

los poderes públicos cuyas linitaciones son el objeto de la 

propia Constitución; esas linitaciones de los poderes entre 

si y de los poderes en relación con los individuos, sólo 

pueden ser saltadas e infringidas por los nisnos órganos 

lir.iitados. A veces las leyes secundarias se preocup;:rn por 

(21) Id. pág. 1039. 



proteger, en las relaciones de los individuos entre s1, los 

derechos que la Constitución consagra con el nombre de 

garant1as individuales, convirtiendo en delito su violación; 

pero esta medid.i no se adopt:i para salvaguardar la 

Constitución, sino por estimarse que el acto de un 

particular violatorio de garantias individuales en perjuicio 

de otro particular, enge11dra un ~alestar tal en la sociedad 

que merece ser sancionado corno delito. La defensa 

tlpicamente constitucio11al es la que se erige para contener 

a los poderes dentro de sus órbitas respectivas. 

Jl 

Bastará la clasificación de los sistew~1s modernos de 

control de la constituclonalidad 1 para en co::iparación con 

ellos entender el nuestro. Asi si ti.;.:irer:i.os nuestro sistema 

dentro de la teoria actual, pero no podernos penetrar en sus 

más Intimas peculiaridades, mientras no asista~os su 

gestación histórica en México, pues es tan mexicano este 

nuestro sistema de custodia constitucional que solamente sus 

antecedentes histéricos, en colaboración con el Derecho 

comparado, pueden iluminar su esencia y decifrar los serios 

y transcendentales proble~as que en la práctica suscita. 

Los sis ter.tas de dcfen5a constitucional pueden 

clasificarse en dos grupos, atendiendo la naturaleza 

política o judicial del órgano al cual se encomienda la 

defensa. 

El primer grupo confía la guarda de la Constitución a un 

órgano pol1tico, que puede ser alguno de los ya existentes 

dentro de la división de poderes con excepción al Judicial o 

bien, que puede ser creado especialmente para que sirva de 

protector de la constitucionalidad. 11 Ejer.iplo de órgano ya 

existente es el que propon1a Schm1tt dentro de la 

constitución de Weirnar y que consistí.a en considerar como 

protector nato de la Constitución al Presidente del Reich, 

quien por estar colocado por enci~a del juego de los 



partidos, representaba 

capaz de mantener 1.1 

Esta solución sólo 

el poder neutral e independiente, 

integridad de la Constitución." (22} 

puede proponerse en un régimen 

parlamentario, donda C!l jefe del gobierno se conserva al 

margen de la actividad politica. ''Ejcnplo de órgano politice 

cr0ado ad hoc p.1ra proteger la constitucionalid'ld 1 es el 

supremo roder ConsC'rv,'\dor, institu1do por 1.3 segunda ley 

constitucio11al de nuestra Constitución centralista de 1836, 

a imitación del sen,1do Conservador, que bajo 1..1 doble 

influencia de las ideas de Sieyés y de Bonaparte, apareció 

en la Constitución francesa del afio VII.''(23) 

El segundo grupo confiere la tarea de velar por la 

Constitt1ción al órgano judicial, el cual tiene general~ente, 

aparte de su nisión ordinaria de decidir el derecho en una 

contienda entre partes, el cometido especial de declarar si 

los actos de los poderes constituidos están de acuerdo con 

la ley suprema. Ejemplo C<'\racteristico de los sistemas que 

inteqrdn este segundo grupo, es la Constitución de los 

Estados Unidos. 

La clasificación precedente tiene en cuenta tan sólo la 

naturalez~ del órgano protector; intirnamente relacionada con 

dicha closificación, pero acaso r.i.ás ir:iport.J.nte, es la que 

considera el alcance de las funciones enconendadas al 

órgano. En este respecto, la función del control 

constitucional Fll~de ~onsistir en dar definiciones generales 

de constitucional1dad, valederas erga ornnes, con nativo o 

no de un caso concreto¡ o puede consistir en definir la 

constitucionalidad ünica~ente respecto al caso concreto que 

se ventila y con eficacia exclusivamente para ese caso. 

( 22} fel ipe Tena Rar.d re::. Derecho Consti tuciona 1 Mexicano. 
Editorial Porrlia, S.A. Xéxico, 1985. págs . ..;92-.;93. 

(23) Id. pág. 493. 
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La función de la primera clase se ejercita ordinariamente 

a petición del órgano del poder a quien perjudica la 

disposición inconstitucional y tiene por efecto anular 

radicalmente dicha 

austriaca de 1920 

Constitucional 1.1 

disposición; asi constitución 

otorga a la Corte de 

facultad de conocer 

Justicia 

de la 

inconstitucionalidad de una ley federal o local, a solicitud 

según los casos de las autoridades iederales o locales, y 
la sentencia de la corte por la curJ. l una ley es anulada 

total o parcialmente, obliga al canciller federal o al jefe 

del gobierno local a publicar inr.:cdiatamente la anulJción. 

La función de la segunda clase se ejercita por denanda del 

individuo perjudicado con el acto inconstitucional y tiene 

por efecto paralizar dicho acto con respncto al quejoso, lo 

cual implica que conserva su valide;: para todos los que no 

lo reclat:len; éste es exactar.iente el sister.ia r.icxicano, que 

realiza tal función con nayor pure~a que el nortear.iericano. 

Hay otros sister.ias gue pcdriar.ios l lar.iar r.ii:-:tos, donde un 

mismo órgano puede ha=er declaraciones generales y 

particulares, según los casos; de este nodo, en la ley 

espai'lol~1 d~l Tribunal de Garant1as do 1931, la 

inconstitucionalidad de una le}' sólo podia pedirla el 

agraviado por su aplicación r los efectos de la sentencia 

consistlan en la tata l anulación de la ley que no hubiere 

sido votada o promulgada en for~a debida, mientras que las 

sentencias relativas a la inconstitucionalidad naterial 

únicanentc prcjuci~n 2fecto en el caso concreto. 

Refiriendo a nuestra Constitución las ideas expuestas, 

debenos situar el control de la constitucion~lidad que ella 

establece actualwente, en el sistel7\a que enco;:iienda dicho 

control al Poder Judicial Federal· (art. 103), con eficacia 

únicamente respecto al individuo que solicita la protección 

(art. 107). 



Más el sistema vigente de defensa de la Constitución, no 

fue hallazgo repentino e imprevisto, sino obra de gestación 

larga y lenta, en la que han col.-iborado durante más de un 

siglo las generaciones mcxica11as. 

Ni en el Acta constitutiva, ni en la constitución de 1824 

existió control de la constitucio11alidad. Por primera vez en 

nuestra historia constitucional, la Constitució11 centralista 

de 1836 se encaró con el problema de la defensa de la 

Constitución y pretendió resolverlo mediante la institución 

de un órgano politice, llamado el suprerno Poder Conservador, 

que se componía de cinco miembros, elegidos mediante 

seleccior,cs por las Juntas Departamentales, la Cárnara de 

Diputados y el Senado; de esos cinco individuos debia 

renovarse uno cada dos años. 

Las facultades relativas a la defensa de la con~titución, 

que tenia el Poder Conservador, consistían en declarar la 

nulidad de los actos contrarios a la Constitución de uno de 

los tres Poderes, a solicitud de cualquiera de los otros 

dos. 

"Ese sistema fracasó, no porque su ejercicio hubiera 

demostrado sus defectos, sino precisamente por falta de 

ejercicio; los tiempos no estab~n par~ esos injertos de alta 

técnica constitucional.''(2~) 
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La Constitución de las Siete Leyes de 1836 tuvo el mérito 

de poner de relieve la importancia del control de la 

constitucionalidad y de este nodo sirvió de ostímulo para 

que otros corrigieran y nejoraran el sister.ia que propon1a. 

Frente al órgano político, CUj'O fracaso parecia evidente, se 

pensó en el órgano judicial, para servir de titular de la 

defensa constitucional. En este trjnsito de lo politice a lo 

(24) Id. pág. 495 



jurisdiccional, los juristas y politices rnexicanos fueron 

llevados de la mano por la obra de Tocqueville "La 

democracia en América''· Aludiendo claramente a ella, decla 

el Diputado José Fernando Rar.iirez en 1S4 O: "Una obra 

moderna, que hizo mucho ruido en Francia, casi se ocupa toda 

en d0rnostrar que l.~ paz y la tranquilidJ.d de la República 

del ?Jorte, no se debe J otra cosa que a la influencia que 

ejerce en ella su Corte de Justicia 11 .(25) 

En el ensayo de Rejón de la Constitución Yucateca de 

1841, la Suprema Corte conocla del amparo contra actos 

inconstitucionales de la legislatura y contra actos 

inconstitucionales o ilegales del Gobernador; aqul ya se 

arnpl ia en relación con el Eje cu ti va la protección de la 

constitucionalidad. 
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Los 
contra 

jueces 

les 

de primera i~stancia conoclan 

actos inconstitucionales de 

d~l amparo 
cualesquiera 

funcionarios que no correspondieran al orden judicial; esto 

quiere decir, que la competencia de tales jueces se 

enderezaba contra los actos de autoridades que, además de no 

ser judiciales fueran distintas de los ti tu lares de los 

Poderes Legislativo y Ejecutivo, cuyos actos sólo podian ser 

juzgados por la Supre~a Corte. 

"De los actos inconstitucionales de los jueces tocaba 

conocer a sus respectivos superiores, tal cono ahora se 

enmienda en una posterior instancia ordinaria la violación 

a una ley de fondo o de procedi~iento. En todos esos casos 

crJrrespondla a la autoridad judicial "amparar en el goce de 

sus derechos a los que le piden su protección, limitándose, 

a reparar el agravio en la parte en que la Constitución 

hubiese sido violada." A un siglo de distancia, después de 

practicarse durante más de setenta años el sisterna, podemos 

(25) Id. pág. 489. 
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señalar lo que se ha conservado corno conquistas definitivas 

las siguientes: La defensa de la Constitución se encomienda 

al Poder Judicial, en lugar de un órgano polltico; la 

actividad judicial en defensa de la Constitución sólo puede 

despertarse a petición del agraviado por el acto 

inconstitucional, con lo cual el amparo adquiere su 

característica de defensa de la Constitución a través del 

i ndi vid u o, a di f eren e ia de los s ister:ias que hacen de los 

Poderes püblicos los denandantes de la inconstitucionalidad, 

sistemas de las constituciones mexicana de 1836 y austriaca 

de 1920; por úl ti;io, L1 definición de inconstitucionalidad 

sólo aprovecha en el 

reclar.iación, con lo que 

generales y se evita la 

inconstitucional, 

austriaca."(26) 

como 

caso concreto que motiva la 

se excluyen l.i.s apreciaciones 

derogación de la ley tachada de 

ocurre en la Constitución 

En 1842 el Congreso Constituyente reunido en la capital 

de la República conoció de tres proyectos de Constitución, 

de los cuales el mAs importante es el formulado por la 

minarla de la comisión, que estaba integrada por Espinosa de 

los Monteros, Muñoz Ledo y Mariano Otero, este último el 

principal actor del proyecto. En este, se proponía un 

sistema mixto de defensa de la Constitución, ya que por una 

parte se establecía el control judicial al confiar a la 

Suprema Corte la protección de las garanti.1s inJividuales, 

excltJsiva~entc frente a los poderes legislativo y ejecutivo 

de los Estados mientras que por otra parte instituía el 

control político el autorizur que una ley del Congreso 

General, fuera reclamada como anticonstitucional por el 

Presidente de la República, de acuerdo con su Consejo, por 

dieciocho diputados o seis senadores, o por tres 

legislaturas; la cuestión de inconstitucionalidad se sornet!a 

en este caso a la decisión de las legislaturas y el 

(26) Id. págs. 491-492. 



resulta do de la votación se daba a conocer por la Suprema 

Corte. 

11 El sistema de 184.2 era r.ianifiestamentc inferior al de 

Rejón, pues sólo en forma limitada consagraba el control 

judicial, referido a las garantias individuales, y aun asi 

no alcanzaba a proteger contra las violaciones cometidas por 

las autoridades judiciales y por las autoridades federales 

de toda indole."(27) 

"En el Congreso de 1846, Rejón dio a conocer concisamente 

sus ideas sobre el control judicial, proponiendo -que los 

jueces de prir.icra instancia amparen en el goce de los 

derechos a los que les pidan su protección- contra 

cualesquier.1 funcionarios que no correspondan al orden 

judicial y que la injusta negativa de los jueces a otorgar 

el referido amparo, asi corno de los atentados co~etidos por 

ellos contra los mencionados derechos, conozcan sus 

respectivos superiores. 11 {28} 
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En 1847 las ideas de Rejón, expuestas en sendos folletos 

publicados en Mérida y en México y sostenidas en la tribuna 

del Congreso General, debieron seducir a Otero, quien con el 

propio Rejón, con Espinoza de los Monteros, Joaqufn Cardase 

y Pedro Zubieta integró la Comisión de Constitución en el 

Congreso Constituyente que inició sus labores en diciembre 

de 1846. 

Fue entonces cuando ocurrió un c~so, a la par curioso y 
trascendental, en la historia de nuestro Derecho. Rejón, el 

autor indiscuti~le de la organización del anparo, no sostuvo 

su siste~a en el seno de la Conisión, sino que con Zubieta y 

(27) Id. pág . .;93, 

(28) Ide?:l. 



Cardoso propuso la restauración lisa y llana de la 

constitución de 1824, por temor de que la República quedara 

sin ley suprcm1l si se cmple.:iba el tiempo en discutir 

rcform~"ls¡ en cambio, Otero completamente solo (Espinosa de 

los Monteros quedó excluido), .:lprovechó coiilo suyo lo 

princip.:\l del sistema de Rejón, la formuló magistralmente, y 

,:\l fin lo hizo triunfl1r en el seno de la asamblea, al 

conseguir la aprobación del Act.:i de Refon:1as, entre cuyos 

puntos p5s ir..portantcs quedaron consignados los derechos de 

la persona y la institución del amparo. 1\l servicio del 

pensamiento de Rejón se puso la voluntad de Otero. 

Inspirada en Tocqucv i l lc, co1;m su predecesor y bajo la 

influencia del ejer.;plo nortear.;ericano, Oteru decia: "No he 

vacilado en proponer al Congreso que se eleve a grande 

altura al Poder Judicial de la Federación, d~ndole el 

derecho de proteger a todos los habitantes de la Repüblica 

en el goce que les aseguren la Constitución y las leyes 

constitucionales, cantru. los atentados del Ejecutivo o del 

legislativo, ya de los Estados o de la Unión. En 

Norteamérica este poder salvador provino de la constitución 

y ha producido los mejores efectos.''(29) 

Ahi el juez tiene que sujetar sus fallos antes que todo a 

la Constitución; y de aqui resulta que CU.:\ndo la encuentra 

en pugna con uno ley secundariLl, aplica <lquélla y no ésta, 

de modo que sin hacerse superior a la ley, ni ponerse en 

oposicion contra el r~1er t.e~islativo, ni derogar sus 

disposiciones, en cada caso particuli:lr en que ella debia 

herir, la hace i~potente. 

El control de la constitucionalidad se enco::iicnda. al 

Poder Judicial Unica~ente con respecto a las garantias 

individuales y no para todo el cuerpo de la Constitución, 

(29) Id. pág ~94. 
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pues asl se infiere de un articulo del Acta de Reformas en 
que cristalizaron las ideas de Otero. 

El control de la constitucionalidad no era judicial, sino 

politice, pues la decisión se confiaba a las legislaturas y 

tenia, además, alcances de generalidad. 

El Acta de Ref orrnas se preocupó por organizar la defensa 

de los derechos individuales y por r.iantener dentro de su 

jurisdicción respectiva a la Federación y a· los Estados, 

instituyendo para el primer objeto el procedimiento judicial 

y para el segundo el control pol1tico. 

Un paso rnás en el camino trazado por el Acta de Reformas, 

permitió a los Constituyentes de 1857 extender el control 
judicial ideado para las garantlas individuales, a los casos 

de invasión de jurisdicción, previstos ya en el Acta; asl 

desapareció definitivamente de nuestro derecho 

constitucional el control pol itico, para ser reemplazado 

integramente por el judicial, a cuyo conocimiento quedaron 

sometidas las violaciones de las garantias individuales y 

las invasiones de la esfera federal en la local, y 

viceversa. Hás para llegar a este fin, el Constituyente de 

1857 hubo de seguir un camino largo y dificil. 

Don Ignacio Ramirez nos dice que, ''para él no podla haber 

otro control de la constitucionalidad que la opinión 

pública, bastante por sí solo para acabar con las leyes 

cuando las reprueba". (30) 

El art. 102 del proyecto de Constitución de 1857 recogió 

la fórmula de Otero (petición de parte agraviada y 

protección en el caso especial, sin hacer ninguna 

declaración general); pero al conferir a los tribunales el 

( 30) Ider:l. 
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conot:imiento del amparo, lo hizo a los de la Federación 

e>.:clusivamente o a éstos juntamente con los de los Estados, 

según lo estableciera la ley orgánica con lo que 

desvirtuaba la naturaleza de amparo como juicio especial, 

pues los tribunales federales conocerán en apelación de las 

resoluciones pronunciadas por los locales en materia 

constitucional, o bien la unid.ld se quebranturía al 

distribuirse el control de la constitucionalidad entre la 

justicia federal y la común. Este inconveniente desapareció 

cuando en el proyecto que presentó acampo en el seno de la 

asamblea, se cncotiendó cxclusiv.1mcnte a los tribunales 

federales la custodia de las gJ.ranti.J.s dt:l individuo, as1 

como de los peri metros federal y local. 

El proyecto de Constitución decia Rabas.:i, contenía la 

extravagante novedad de dar intervención en el juicio a un 

jurado compuesto de vecinos dt:>l di$trito jurisdiccional; 

jurado que habla echado a perder la institución y cuyo papel 

no se comprende en juicio de esta naturalc:a. 11 En la minuta 

de la Constitución que se presentó en las últimas sesiones 

desapareció el artículo que separadamente contenia este 

precepto, y est~ demostrado que la supresión se hizo con el 

acuerdo y aun por instancia de los miembros más distinguidos 

de la Comisión. Este acto valiente s.:ilvó a l<l institución de 

un fracaso seguro. 11 (31) 
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En el art. 100 de la Constitución de 57, que creaba la 

competencia de los tribunales federales para conocer de las 

violaciones a las garantias individuales y de las invasiones 

entre si de las jurisJiccio11es f~deral y lo~al, es decir, el 

precepto que establecía en la Constitución el control 

judicial, fue aprobado por la escasa mayoria de ocho votos. 

(31) Id. pág. 503. 



En la Constitución de 1917, se conservan intactas todavla 

las disposiciones que consignó la Constitución de 1S57 en 

relación con la competencia constitucional del Poder 

Judicial de la Federación y con las características del 

juicio de amparo. 

Se reitera de este modo el control judicial de la 

constitucionalidad, l irni tacto a la protección de las 

garantlas individuales y de las jurisdicciones federal y 

local. 
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El art. 105 provee a su solución, otorgando a la suprema 

Corte la facultad de conocer de las controversids surgidas 

entre dos o más Estados, entre los poderes de un mismo 

Estado sobre la constitu..::ionalidad de sus actos y de los 

conflictos entre la Federación y uno o más Estados, asl como 

de aquellas en que la Federación sea parte. He aqul el único 

caso en que el control de la constitucionalidad se ejercita, 

no en función del individuo, sino del órgano de gobierno que 

se considera agraviado por los actos de otro órgano; el 

conflicto se plantea por demanda del poder invadido, en 

juicio ordinario del que conoce la Suprema corte en única 

instancia; la sentencia resuelve de modo general la cuestión 

constitucional planteada, puesto que el definir si la 

actitud de un poder es o no constitucionalmente correcta, se 

resuelve irnplicitarnente acerca de la validez de todos los 

actos real izados conforme a aquel la actitud. Es ésta una 

innovación de la constitución de 1917, que modifica 

sustancialmente el sistema individualista de control que 

estableció la del 57. 

''El juicio de amparo, que en la defensa de los derechos 

públicos del individuo :::ejora al "habeas corpus" y a todos 

los recursos conocidos, no es sino defensa secundaria e 

indirecta de la constitución, por cuanto en ~sta se h~llan 

consignados aquellos derechos; pero el juicio de ar.iparo no 



llena, ni puede llenarlo, el vacio que existe en nuestro 

derecho público tocante a una defensa directa y general de 

la Constituci6n."(J2) 

Buscando en nuestros antecedentes, 1,1 reforma que 

establc~ca el control directo de la Constitucionalidad, debe 

enc.1ninar:;.-;e. por el sendero que ya apuntó l.i. innovación 

consign.1da üt1 el ,u·t. 105 por los Constituyentes de 

Qu0ré!t~1ro. "El cont:·ol dl?be residir en el Poder Judicial 

Fedl~ral, no en otro poder ni en un órgano especial; toda 

nuestra tradición jurídica, que se al:ó contra el sistema de 

1SJ6, nos lleva .1 c:::-.1 conclusión 11 • (JJ) El Poder Judicial 

Federal del.Je ejercit..1r su funC"ión de control en un juicio 

ordinario, iniciado por el Poder lesionado en sus facultades 

en virtud de un acto inconstitucional de otro Poder. La 

sentencia debe tener por objeto declarar la nulidad del acto 

inco11stitucional. 

Claro que un control de esta naturaleza podria ser 

censurado con el argumento de que se da a la justicia una 

función polit1ca. Pero advi~rtase cuánto disminuye el 

peligro de esa fu11ción, desde el momento en que la justicia 

sólo intervendr1a a solicitud de los poderes querellantes y 

en función pre e i sa171cnte de justicia, conf crr.ie a 

procedinientos judicL1lcs. Más peligrosa nos parece la 

intervención de la justicia nortca~cricana 1 que en forma de 

simple respuesta a una consulta o en Juicio donde demanda un 

particular, tra.:a di rece iones generales p.::ra el congreso o 

el Presidente. 

"El control directo de la constitución se ejercitar!a 

sólo excepcionalmente, en aquellos casos en q11e el juicio de 

(32) Id. pág. 524. 

(JJ) Iden. 
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amparo fuera impotente para remediar a través del individuo, 

una situación general creada por la pugna de los 

poderes • " (3 4 ) 

Si en el aspecto teórico el juicio de amparo no puede ser 

considerado corno una autentica defensa de la 

constitucionalidad, en la práctica dicho juicio ha derivado, 

natural y lógicamente, hacia una defensa de la simple 

legalidad. 

El amparo comenzó por ser, en su cuna, una protección de 

la legalidad, además de serlo de la constitucionalidad, pues 

ya vimos cómo los proyectos de Rejón y de Oter-o garantizaban 

al individuo contra las violaciones, no sólo de la 

constitución, sino también de las leyes constitucionales, es 

decir, de las leyes que estaban de acuerdo con la 

constitución. 

(34) Idern. 
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CAPITULO Il 

ANTECEDENTES HISTORICOS EN MEXICO 

A) CONSTITUCION DE 1824 

Durante la primera etapa del México Independiente, 

pareció extraño que se siguiera aplicando una disposición de 

la colonia, tan importante como era la orgánica, de la 

Constitución de 1812, la de octubre de ese mismo año. 

Este sistema de Mon~rquia Constitucional que implantó la 

constitucion española, abolió la persona del virrey. 

11 El jefe politice, era el ünico funcionario ejecutivo de 

la jurisdicción en que ln diputación provincial tenia 

autoridad, y serla directamente responsable ante las cortes 

de Espafta. El jefe polltico en la ciudad de México de hecho 

reemplazó al virrey, carecía de jurisdicción sobre los jefes 

politices de Guadalajara, Mérida, san Luis Potosi, Monterrey 

o Durango. Cada provincia gozaba de una independencia 

completa con respecto a las demás. 

Al establecerse la vigencia de la Constitución de Cádiz, 

se reinstalaron las diputaciones provinciales mencionadas y 

se crearon otras, como la de Valladolid que comprendió a 

Michoacán y Guanajuato, Puebla, etc. 

En 1822 existían 22 diputaciones provinci<:\les y un año 

después 23; circunscripciones que son la base de la actual 

división territorial de México. 

Pero el hecho deter~inante para el federalismo mexicano, 

fue que las provincias exigieron este sistena bajo amenaza 

de separarse de México, si se establecla el régi~en central. 

44 



45 

Campeche proclamó su emancipación absoluta de México y 

camino parecido siguió Tabasco. 

El Aguila Mexicana en el 11úmero 63, dio la noticia de la 

Constitución de la Repüblica Federativa de Yucatán. 

El 12 de mayo de 1823, Guadalajara celebró su separación 

de México. 

El lo. de junio de ese. año, o.i.xaca manifestó que era 
11 independiente y librt? .3bsolutaMente, constituyéndose en 

República Federal''· 

Querétaro y Zacatecas declararon que el congreso sólo 

t~nia carácter convocante, por lo cual se atribula el 

derecho de aplicar o no las disposiciones que de el emanaran 

de acuerdo con sus convenier:.cias. 

Saltillo el 15 de junio de 1823, pidió que se convocara a 

un congreso para que organizara al pals 11 bajo los auspicios 

de un gobierno de repüblica federada". 

Ante la situación descrita el 12 de junio de 1823, el 

congreso convocan te, no constituyente, expidió el voto por 

la forrna de república federal. 

"La esencia de nuestro sistena federal respondió a una 

necesidad, porque si la solución federal no se hubiera 

ir.iplantado, probablemente, se 

balcanizado". (1) 

El régimen federal en Mé:dco es uno de los 

todo el orden juridico, es parte esencial 

hubiera 

pilares de 

de nuestro 

( 1) Jorc:ie carpi zo. Estudios. Constitucionales. Inst i tute de 
Investigaciones Juridicas, Serie G: Estudios Doctrinales 4S 
UNAM-México, 1980, pag. 90. 



sistema, sigue siendo una idea-fuer~a que identificamos con 

el principio de la libertad. 

El sister.1.J federal fue una necesidad, que sirvió para 

unir lo que se cstab3 desuniendo y que en los últimos afias 

de la ColonL~ e!-:istió un principio de descentralización 

política que constituye el germen del sistema federal 

mexicano, que se encuentra en las diputaciones provinciales. 

El Acta Constitutiva de la Federación Mexicana, de 31 de 

enero de 1924, reconoció co~o parte integrante de la 

República a los estados expresados en su articulo 7, entre 

los que figuraba el de México, que abarcaba todo el 

territorio que perteneció anteriormente a la intendencia del 

rnisno nombrí:' que, a su ve:, se habla convertido en la 

provincia de México. 

México realizó su independencia bajo el marco de la 

Constitución de Cádiz, la cual estuvo provisional, pero 

formalmente en vigor, hasta 1824. La independencia no se 

consumó como una contrarrevolución el regreso a la 

monarquia absoluta) sino para lograr las aspiraciones de 

muchos mexicanos que deseaban su autono~ia. 

La Junta Nacional Instituyente, en sustitución del 

Congreso Constituyente, aprobó el Reglar..ento Provisional del 

Imperio Mexicano en febrero de 1823, el cual previno en sus 

articulas 7S a so la creación de un Suprer:;o Tribunal de 

Justicia. y aunque se llegó eri9ir ':' noi'1brarse 

magistrados, r.tuy poco duraron ya que 1 turbide renunció el 

dia 19 de mar:o y el Congreso Constituyente, que habla sido 

reinstalado el dia 17 del mismo ncs, anuló dicl10 reglamento, 

además de que por decreta de S de abril se declararon nulos 

los actos de Iturbide cono c~perador. 
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Este Rcglllr.i.ento imperial se limitaba exclusivamente a 

disponer que el Supremo Tribunal de Justicia se compondria 

de nueve ministros, y tcndria las facultades que el 

Reglaracnto de 9 de octubre de 1812 daba. a las audiencias, 

asi corno, en términos generales, las que la Constitución de 

Cádiz otorgaba al Tribunal Supremo de España. 

Ese r.i.ismo Congreso, por Decreto de 23 de junio de 1823, 

estableció con carácter provisional el supremo Tribunal de 

Justicia, para suplir a la vieja audiencia territorial de 

raíz colonial. 
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El Tribunal se co!71pon1a de 13 ministros, los cuales 

integraban tres salas, la priraera con tres ministros y las 

otras dos con cinco cad~1 una. Aderr:.ís un fiscal, que seria de 

las tres s~las. El nombramiento de todos estos funcionarios 

lo hacia el Congreso, en base a una lista que le remitirla 

el Ejecutivo conteniendo e::l nm··,bre de las personas que 

considerase idóneas. Finalr.ientc, se ordenaba al mismo 

Ejecutivo que formulase un proyecto de regl~rnento para ser 

sometido a la consideración del Congreso. No se llegó a 

erigir este Tribunal. 

11 En noviembre de 1823, Pablo de la Llave describió el 

deplorable estado de la organización judicial y de la 

legislación. No había un código criminal, ni uno de 

procedir.iientos; ne se habla instalado un Tribunal Supremo o 

Suprema Corte ele Justicia, sólo había dos tribunales de 

segunda instancia (las audiencias) para un territorio 

inmenso; eran r.my pocos los jueces de letras y muy mal 

pagados. En el Constituyente ya se inponia la existencia de 

un sisterna federal''.(2) 

(2} La Suprema Corte de Justicia, Sus Orlgenes y Prineros 
Afias (1808-18~7), Poder Judicial de la Federación, editado 
por la Suprena Corte de Jltsticia de la ?1ación. México D.F., 
19Sb. pág. 40. 



La forma republicana de gobierno, la división de poderes 

y el Fedcralisl':lo fueron las tres decisiones políticas 

fundamentales aprobadas en 1824, pues las demás (las 

relacionadas con la renovación de las estructuras sociales y 
económicas heredadas de la Colonia, incluyendo la separación 

entre la Iglesia y el Estado, la nacionalización de los 

bienes eclesiásticos y la supresión de los fueros) se 

vcndrian ~1 resolver después, en las lJ.rg.Js luchas que 

cubrieron casi 40 ai'1.os de nuestra historia. 

''Tratándose del Poder Judicial, del que sólo se conocian 

en México los textos escuetos de FiladelfLi. Nada de las 

interpretaciones de liarnilton y Madison, y rnenos aún de las 

sentencias de Marsh.111, que fueron, las que en verdad 

definieron el rumbo el destino de la Suprena Corte 

norteaT:1ericana. El cond~ de Tocqueville todavia no escrib1a 

su Ot'.!mocracia en Ar:lér ica, que t.Jnto había de influir en 

Rejón, en Otero, en ronciuno Arriaga y en r-~elchor Ocar:tpo, 

que tuvo en forja del ,1r..paro una participación mayor de la 

que generalment~ se le reconoce. 

En la administración de justicia, tanto federal corno 

local, se habia producido un.1 solución de continuidad desde 

la consur.iaci6n de la independencia. Don Miguel Doralnguez, 

presidente en turno del rader Ejecutivo, al abrir el segundo 

Congreso el 8 de novienbre de 1823, decía, refiriéndose a la 

situación existente a la caída de Iturbide: la 

administración de justicia se h~llab~ qui~ás en peor estado 

(que los otros rar.ios del Gobierno), no hay l.:i.s audiencias 

necesarias ni ~n Tribunal Supre~o de Justicia, y por 

consiguiente es un cuerpo desordenado''· (3) 

(3) Antonio C3rrillo Flores. L:i Constitución, la suprema 
Corte y los Derechos Hu:iar.os. Editorial Porrüa. México 1981. 
págs. 107-108. 
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Entre los luchadores del Federalismo, uno muy lúcido, el 
jalisciense Prisciliano S5nchez, en su Pacto de Anáhuac, con 

visión certera, habia concebido el Poder Judicial ''compuesto 

de un número competente de letrados nombrados a propuesta 

del Senado", que conoct:?ría fundamentaltiente de: 

l. - Los negocios contenciosos entre los estados, entre 

éstos y los vecinos de otras entidades, asi cono de las 

competencias entre sus tribunales. 

2. - De las causas de separación, suspensión y 

responsabilidad de los funcionarios federales, incluyendo a 

los secreta~ios de Despacho. 

3. - Los delitos contra la Federación y contra la 

seguridad nacional. 

Fuera de estos casos excepcionales, todos los asuntos 

judiciales tcrrninarian en los tribunales estdtales, sin 

interferencia federal. 

Tales ideas influyeron en el proyecto de Acta 

Constitutiva; en el articulo 23 declara que ºtodo habitante 

del territorio de la federación mexicana tiene derecho a una 

pronta adr.iinist:.-acié:; de j:...:stici.J. pJriJ protc::Jcr su vicia, 

persona, honor, libertad y propiedades; que la federación 

deposita el Poder Judicial en una SupreniJ Corte de Justicia 

y ~n los tribunales y juzgados de los estados••. 

Este proyecto de acta, aprobado el 28 de diciembre de 

1823, habla ya de una Suprer..a Corte de Justicia y no de un 

tribunal suprer.io. Esta nueva designación provocó dudas en 

algunos diputados. 

En este proyecto no se C5tudi~b3 todavia el problema de 

los tribunales de Circuito y juzgados de Distrito. 



so 

En el Congreso, Ramos Arizpe ~·a advierte la diferencia 

entre los tribunales federales y los de los estados. Así lo 

señala, inspir..indose en el sistema federal, pues habla 

ernpezado a estudiar 1~1 Constitución norteamericana, en una 

especie da proyecto constltucional para MCxico, que hizo el 

señor Esteban Austln, en donde decía que todo juicio debe 

ser fenecido hasta su últin3 insta11cia de11tro del estado en 

que haya principiado, exceptuando los casos que la 

Constitución reserva ~1 1~1 Suprema corte o a otros 

tribunales. El Poder Judicial de cada estudo se ejercer fa 

por su Constitución respectiva. 

Ya al discutir~c el proyecto de Constitución, respecto al 

Poder Judicial h.1y un cierto caos. El articulo 115 del 

proyecto, señala que el Poder Judicial de la Federación 

residirj en una Suprema corte de Justicia, de los tribunales 

dt" Circuito y jueces de Distrito. "Mier dijo que no le 

glJStaba la palabra corte y prefcria que se siguiera 

empleando la denor.iin.'lción de tribunal supre~.o de justici<L 

Pero Rejón le dijo que en el diccionario la palabro corte 

tambié11 signiticaba tribunal; que era la forma co~ún gue se 

usaba por nuestras repúblicds her~anas. El articulo se 

aprobo y for,nó el texto definitivo del 115''. (·j) 

Esta Constitución, incorporó algunos textos 

nortear:iericanos (constitucionales y secund~rios, como los 

relativos a los Magistrados de Circuito y a los Juzgados de 

Distrito) y normas i~puestas por la ruptura con la Colonia; 

entre el los la consult.J., pase o retención de las bulas y 

otros r:;andatos pontif1cios. Ader.ifls, dio a la Suprema Corte 

una facultad de la r:iayor entidad que nunca a tenido la de 

Estados Unidos; concc~r de las caus~s contr~ el PrQsidente y 

(-1) La Suprema Corte d~ Justicia, ~~u:> Or1tjt:nes y prín~ros 

años (1808-18-:?). Ob. cit. pág., .;l. 



el vicepresidente de la República, previa declaración de la 

Cámara de Representantes de que había lugar a proceder. 

Otra peculiaridad de la Constitución de 1824, es la de 

hacer al Presidente de la Corte el sustituto del Presidente 

de la República, cuando faltase éste y el vicepresidente. 

Posteriormente, el Acta Constitutiva f\dopta la forma de 

gobierno republicano y federal, se li~itaba a disponer en su 

articulo 18 que el Poder Judicial se ejercer i.:i por una 

Suprema Corte de Justicia. 

Por Decreto de 27 de agosto de 1824, el Congreso 

Constituyente dio las bases sobre las que es establecerla la 

suprema Corte de Justicia, r.iisr.i.:lS que pos ter iorrr.ente 

recogería la ley fundamental. 

Finalmente se aprobó la constitución Federal de los 

Estados Unidos Mexicanos el 4 de octubre de 1824. En el 

articulo 123 se decia que el Poder Judicial de la Federación 

se depositab,1 en una Suprer:ta Corte de Justicia, en los 

Tribunales de circuito y en los Juzgados de Distrito. 

La Suprema Corte de Justicia se integraba con once 

ministros, distribuidos en tres salas, y un fiscal, sin 

perjuicio de que con el tiempo aumentilra o disminuyera su 

número. 

En cuanto a los requisitos para ser ninistro de la Corte, 

en el proyecto se exigió que fuera abogado, pero después 

simplemente se dijo que fuera instruido en la ciencia del 

derecho. La edad se rebajó de cuarenta a treinta y cinco 

años; se redujo el requisito de residencia, de diez a cinco 

años, paru los hispnnoa~ericanos no nacidos en el territorio 

nacional. 
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También se mantuvo el principio de que los ministros 

debian ser perpetuos, mientras no dieran lugar para ser 

removidos. Rejón, Cañedo y Becerra defendieron esta idea, 

puesto que asi lo indicaba la experiencia y que la 

inamovilidad de los jueces los hacia ser más honrados. 

La designación de los ministros la hacian las 

legislaturas locales, mediante un procedimiento a pluralidad 

absoluta de votos, que era calificado por el Congreso, 

dichas elecciones debian efectuarse el mismo día. 

De contormidad con lo dispuesto en el artículo 137 

constitucional, la Suprema Corte era competente para conocer 

de: 

a) Las controversias en que fuera parte cualquier entidad 

federativa; 

b) Lo referente , a los contratos y negocios en que el 

gobierno federal fuera parte; 

c) Opinar sobre el 11 pase" o "retenciónº a letras 

pontificias; 

d) Conflictos de competencia judicial; 

e) Decidir en última instancia los juicios politices de 

responsabilid~d en contra del presidente y el vicepresidente 

de la República, gobernadores y secretarios de Estado; 

f) Causas de almirantazgo; 

g) Ofensas contra la nación; 
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h) Delitos de los senadores y diputados federales (previo 

desafuero) , asl corno de los empleados de Hacienda y del 

Poder Judicial; 

i) Causas civiles y penales de los agentes diplomáticos y 

cónsules, y 

j) Infracciones de la Constitución y leyes generales. 

53 

Asi tenernos que, la Corte podia conocer de disputas sobre 

tratados o negociaciones, decretos conciliares y bulas 

pontificias; sobre competencias entre los jueces de un 

estado y los de otro, ya sea de pr irnera, segunda o tercera 

instancias; conocer de las causas de responsabilidad contra 

el Presidente de la República, durante el tiempo de su 

encargo o un año después, punto aprobado rápidamente. Pero 

este asunto de responsabilidad se extendió al 

vicepresidente, diputados y senadores; otra facultad rn~s fue 

la de olr las dudas de todos los tribunales sobre la 

inteligencia de una ley general y el consultarlas con el 

Ejecutivo, para que éste promoviera la declaración del 

Congreso. Esta atribución que podia haber sido muy 

importante, no tuvo debate. 

Por lo que toca a los tribunales de circuito se 

compondrlan de un juez letrado y un procurador fiscal, 

nombrados por el Ejecutivo a propuesta de la cortu. A estos 

tribunales se les encomendó conocer, en segunda instancia, 

de aquellos crímenes y de las causas civiles de más de 

quinientos pesos. Los jueces de distrito también deblan ser 

nombrados por el Ejecutivo a propuesta de la corte. No se 

explican bien las funciones de los jueces de distrito, pero 

a reserv.'I de lo que rcgla::¡entara una ley, se deduce que eran 

las de prim1.~ra instancia en los asuntos federales. 



Según Barragán, la creación de los Tribunales de circuito 

y Jueces de Distrito no se inspira totalmente en el modelo 

norteamericano, sino que deriva de lus tradiciones españolas 

en que habla tres instancias las que ahora se debian aplicar 

a la justicia federal. 

De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto de 27 de agosto 

de 1824, antes citado, el lo. de noviembre del mismo año, 

las legislaturus locales procedieron a elegir ministros y 

fiscal de la Corte. 

Aunque el articulo 15 del nisrno Decreto disponla que el 

lo. de dicic171bre el Congreso de L1 Unión deberla hacer la 

declaratoria de quienes hablan sido electos para ocupar los 

cargos de ministros de la Suprema Corte. Una comisión 

trabajó en sesiones secretas con el Presidente del Congreso 

y hasta el 19 de diciembre publicó el dictamen en que tenlan 

por legitirnarnente nombrados co;:io ninistros a don Miguel 

Domlnguez, don José Isidro Yafiez y don Manuel de la Pena y 

Peña; que debíu procederse a elegir a los demás hasta 

completar el número de once r.iinistros y un fiscal. En 

decreto de 23 de dicienbre de 1824, se publicó la lista 

completa de los nombres, además de los tres anteriores, 

fueron designados: Juan José Torres Alatorre, Pedro Vélez, 

Juan Gór.iez Navarrete, Juan Ignacio Godoy, Francisco Antonio 

Tarrazo, José Joaquín .a.vilés y Quiro:, Antonio Méndez y Juan 

Raz y Guzmán. Fue electo fiscal JU:1n Bautist,1 Morales. El 

presidente fue Miguel Do:c.ingue:: y el vicepresidente Juan 

Ignacio Godoy. El presidente duraria dos ~fios en su cargo, 

con opción a reelegirse. 

Por DccrC'to del ccngrcso GC'ncr.11 conr;ti tuycnte de 4 de 

dicienbre de 1R2~, SP fijó co~o sueldo de ~inistros y fiscal 

de la suprer:".a Corte la cantidad de cuatro r.iil pesos anuales. 
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El presidente de la República, don Guadalupe Victoria, 

tomó el juramento constitucional de estos ministros y as1 el 

15 de marzo de 1825, quedó formalmente instalada la primera 

Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

La creación de la Suprena Corte de Justicia trajo consigo 

la desaparición de la antigua Audiencia de México, por lo 

que cada estado tuvo que crear un tribunal superior, junto 

con los juzgados de primera instancia. Para la ciudad de 

México y su distrito judicial, se hab1an establecido seis 

juzgados de letras desde la legislación gaditana, sin 

embargo, con la supresión de la Audiencia, dicha capital se 

quedó sin tribunal superior, por lo que, las apelaciones y 

demás recursos ordinarios que se originasen en dichos 

juzgados capitalinos, deberian ser resueltos por la propia 

SupreDa Corte, mientras no se creara un tribunal de alzada 

para el Distrito Federal. 

En el seno del Senado de la República se estableció una 

comisión encargada de fijar las bases para el arreglo de la 

administración de justicia en los negocios comunes civiles y 

criminales del Distrito Federal. 

Esta comisión especial presentó su informe el JO de abril 

de 1825, en el cual se indicaba que el Congreso de la Unión 

no solamente debla deterninar los tribunales que debían 

conocer los negocios cor.mnes del Distrito y territorios 

federales, sino una ley que diera reglas para una mejor y 

más pronta administración de justicia, para lo cual 

elaboraron un Proyecto de Reglamento para la Administración 

de Justicia en los negocios comunes y criminales del 

Distrito Federal, y de los territorios de la Federación 

Mexicana. 

Por lo que toca al órgano encargado de administrar 

justicia en la capital de la República y los territorios 
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federales, dicha comisión propuso que fuera la Suprema corte 

de Justicia la que se encargara de ello en la capital y los 

tribunales de circuito correspondientes en los territorios 

federales; lo cual tocaba resolver al Congreso de la Unión 

en su calid.Jd de Poder Legislativo del Distrito y 

Territorios Federales. 

El Congreso de la Unión dispuso por Decreto de 12 de mayo 

de 1826, que las salas segunda y tercera de la Suprema Corte 

de Justicia, conocieran provisionalmente de la segunda y 

tercera instancias en los juicios 

pertenecientes no sólo al Distrito 

civiles y penales, 

sino también a los 

Territorios Federales, mientras se expidiesen leyes de 

administración de justicia para estas circunscripciones. 

"Oc ésta época es un Proyecto de Ley para el Arreglo de 

los Tribunales de la Federación, el cual incluso llegó a ser 

aprobado por el Senado, sin embargo la Cámara de Diputados 

aunque lo llegó a estudiar no lo aprobó". (5} 

El 14 de febrero de 1826, el Congreso de la Unión dotó de 

ley orgánica a la Suprema Corte, aunque no le dio ese nombre 

sino el de Bases para el Reglamento de la Suprema corte, ya 

que como lo disponia el articulo 19 de esas Bases, la propia 

Corte debe ria confeccionar su reglar:1ento y los aranceles 

judiciales, los que tendrian que ser aprobados por los otros 

dos poderes, para ello, el Congreso Federal dio entonces 

estas Bases, conteniendo los lineamientos generales de 

organización interna de la Corte. 

El congreso de la Unión aprobó el 13 de mayo del mismo 

año, el 11 Reglamento que debe observar la Suprema Corte de 

Justicia de la República", de acuerdo con el proyecto 

(5) José Luis Soberanes Fernández. Sobre el origen de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. Miguel Angel Porrúa
UNAM, México D.F. 1987. pág. 49. 
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formulado por sus ministros y aceptado por el Ejecutivo. 

Mientras tanto la Corte se gobernó internamente por lo 

<lispuesto en el Reglar,;,0nto del supremo Tribunal de España, 

en lo que no se opusiera al incipiente sistema jurídico 

mexicano. 

Las Bases de 14 de febrero, en sus 47 articulas nos 

hablan de cor.io se integr.Jrian las tres salas y cómo se 

sacarian sus correspondientes presidentes (el de la Corte 

serla también de la primera sala, el "vicepresidente 

presidirla la segunda y el de la tercera se sacarla por 

sorteo}, cómo se cubrirlan las vacantes de los ministros por 

muerte, enfcrrJedad, licencia, recusación, impedimento, 

jubilación o destitución; de que cada sala tendría un 

secretario y un portero, a parte de los subalternos que 

dispusiera el Reglamento (el secretario de la pri~cra sala 

lo serla también de toda la corte). 

En ellas se daban las normas de competencia. Se disponía 

que el fiscal deberla ser o!do en todas las causas {civiles 

y criminales) que fueran de interós a la Federación, y que 

éste no cobrarla derechos. Las sentencias se tomarian por 

mayorla de votos, aqui rnisr..o se fijaron las reglas para 

solucionar los casos de err.pate. Se señaló un término de ocho 

d!as para pronunciar sentencia una ve~ concluido el negocio. 

Hablaba de las visitas a cárceles, que serian de dos tipos: 

Generales, cuando iban todos los ::iinistros; y particulares 

cuando sólo iban tres, de acuerdo con un turno. Se exig1a 

que cada seis meses se publicarán listas de negocios 

pendientes de resolver, as! cono de los ya resueltos. 

Final~cnte, prohibía los ~inistros tener comisión 

alguna, ejercer cono abogados o jrbitros y dar consultas al 

gobierno, salvo en lo relativo .Jl pase o retención de los 

docuPentos pontificios. 



Respecto a las normas de competencia, tenemos 

22.-

Articulo 

A) La suprema Corte conccer!a en primera, segunda y 

tercera instancias~ 

lo. En todos los juicios contenciosos susci tactos entre 

dos estados de la Unión, en los que dcberlan recaer 

sentencia for~al. 

20. En los que se promoviesen contra un estado por uno o 

m~s vecinos de otro. 

Jo. En las causas que, con arreglo a la Constitt1ci6n, se 

instruyen contra el presidente o vicepresidente de la 

República. 

4o. En los juicios penales enderezados contra diputados 

federales y senadores. 

So. En los seguidos contra los secretarios del despacho. 

60. Cuando surgies.en disputas sobre negocios celebrados 

por el gobierno federal, o por ord~n expresa de éste. 

7o. En los negocios civiles (que se adnitiesen) y penales 

de los agentes d1plomaticos . 
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So. En las causas criminales que se formasen contra los 

jueces de circuito por los delitos co~etidos en el desempeño 

de su cargo. 

9o. En las causas de los gobernadores de los estados, de 

que hablaba el articulo 38 de la Consti t1..1ción, es decir, en 

el juicio politice de responsabilidad. 



Sólo se podia llegar a la tercera instancia cuando la 

suma que se demande excediese de dos mil pesos. 

cuando el negocio admitiese tres instancias, en la 

primera y en la segund.:l conocerL:rn la segunda y tercera 

salas, primero la que corresponda según el turno, en segunda 

inStancia la otra y la tercera seria resuelta por la primera 

sala. 

B) Conocerla en segunda y tercera instanciaS: 

lo. En los litigios surgidos por negociaciones celebradas 

por los comisarios generales sin orden expresa del gobierno 

federal 
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20. En las causas penales que se pror..ovieren contra los 

co~isarios generales por delitos conetidos en el desenpeño 

de sus cargos. 

Cuando la Suprema Corte hubiera de intervenir en dos 

instancias, lo haria trav~s de las salas segunda y 

tercera, en primera instancia conocería a quien le toque el 

turno y se alzaría a la otra sala. 

C) Conocerla sólo en tercera instancia: 

lo. Cuando t1n c~tado dc~Jnd3rc a un individuo de otro. 

20. Cuando se suscitaran diferencias entre particulares, 

sobre pretensiones de tierras, bajo concesiones de diversos 

estados. 

Jo. Cuando se pror..oviC'ran disputas sob1·e negociaciones 

celebradas por agentes subalternos de los coraisarios 

generales, sin orden de éstos ni del gobierno federal. 



4o. En las causas penales de los cónsules de la República 

y en las civiles de los mismos que se admitan. 

So. En las causas de contrabandos, almirantazgo y presas 

de mar y tierra. 

60. En los delitos cometidos ~n alta mar. 

7o. En las ofensas hechas contra la nación. 

80. En las causas criminales precavidas contra los 

empleados de Hacienda, que no sean conisarios generales, por 

delitos cometidos en el deser.ipefio de sus cargos. 

9o. En los negocios civiles en que la Federación esté 

interesada y sean administrados. 

En los jliicios que solo tuvieran una instancia en la 

Suprer.:a Corte, e.l conocir.iient.o de ella pertenecería a las 

salas segunda y tercera, de acuerdo con el turno qlie para el 

efecto 11 evar la el presidente del tribuna l. 

En los juicios políticos de responsabilidad contra un 

gobernador, supuesto del p5rrílfo 4o. del artículo 137 de la 

constitucién, habría sólo una instancia, que seria con~cida 

por la primera sala. 

En les jsuntos qu~ se litigara por una cantidíld rnenor de 

quinientos pesos, la prinera sentencia causarla ejecutoria. 

En las causas penales comunes no podía haber ~enes de dos 

instancias, y habrí.:::i. lugar a la tercera si la segunda 

sentencia no ft1er0 del todo conforme con la prinera. cuando 

la segunda fuere conforme de toda conf ornidad con la primera 

o aunque fuere diversa, pero se consintiese, 1:ausarJa 

ejecutoria. En anbos casos se darla cuenta a la Corte con la 
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causa, la que se pasaria a la sala que correspondiese, para 

que lo verificase por una simple revisión de los autos, y en 

caso necesario exigir la responsabilidad de los jueces. 

En toda causa, fuese civil o criminal, concurririan 

precisamente cinco jueces en tercera instancia, asistiendo 

para ello los dos r.iinistros r.ienos antiguos de la primera 

sala, si la segunda o tercera fueren las que hubieren de 

conocer. 

En las consultas referentes al pase o ret('nción de letras 

pontificias, opinaría la Corte en pleno, con todos sus 

ministros~ 

Los juicios federales, deterr.dnados por falta de 

juzgador, pasar1.an a la Suprema Corte para que ésta los 

remitiese al tribunal correspondiente. 

Los juicios civiles en que se demandaran entre quinientos 

y dos mil pesos, admitirían sólo dos instancias. 

Se causarla ejecutoria, aunque la cantidad que se 

litigase pasara de dos r.iil pesos, siempre que la segunda 

instancia fuese de conformidad con la primera. 

En todo juicio nunca habrá más d~ des inst.:ir,c.!<"tS. 

La Corte contaba con los siguientes subalternos: Tres 

secretarios (uno para c.3.da. sala), tres oficiales mayores, 

tres oficiales segundos, seis escribientes, tres porteros y 

un no:o de estrados. 

11 U11a de las princip~les causas de los ~ales que aquejaban 

a la adninistración de justicia en estos prineros afies de 

61 



vida independiente y que siempre se apuntó, fue la falta de 

códigos nacionalns".(6) 

La Suprema Corte fue asi la cabeza de una organización 

con facult.:ldes exclusivas, en tres instancias, en la mayor 

parte de los asuntos, salvo en algunos juicios en que actúa 

sólo como tercera y última instancia, para dejar la segunda 

y la primera a los tribunales de 

Distrito. Estos dos Ultimas, se 

Circuito y juzgados de 

adaptaban a las tres 

clásicas instancias de la tradición cspafiola. Se establecen 

con la idea de que no rstorben las funciones de la Suprema 

Corte de Justicia y de que tanpoco invadan el terreno de la 

soberania de los estados. Existe por ello, cautela y timidez 

en la creación de los tribunales de Circuito y juzgados de 

Distrito, que para que co11ocieran de asuntos federales y aün 

constitucionales siempre que lirnitaran doblcr:iente su 

función. 

Los tribunales superiores de los Estado5, vienen a ser 

las antiguas AudienciJs Territoriales. La Audiencia de 

Guadalajara se convierte en el Tribunal Superior de Jalisco 

y la de México en el Tribunal Superior de ese estado, con 

nueva sede en su capital (Texcoco, Tlalpan y Toluca, 

sucesivamente). Se crean tribunales superiores, como si 

fueran audiencias, en los Estados o diputaciones 

provinciales que carc~ian de ellas. r~cdc dJrsc co~o cjc~plo 

el de algunos est~'ldos. El 13 de julio de 1824, antes de que 

fuera publicada la Constitución federal, la diputación de 

Puebla pror.iulga la ley sobre la erección de la Audiencia 

Superior del Estado Libre de Puebla de los Angeles. El 

estado de Michoacan taÑbién crea el tribunal superior con el 

nombre de Audiencia. 

(6) Id. pág. 57. 
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Ramos Arizpe entendió rnuy bien que los nuevos tribunales 

eran lo mismo que los antiguos; por ello, cuando en 1825 fue 

un ministro de justicia, insistió que las dos únicas 

audiencias que antes habla la de México y de Guadalajara, 

remitieran desde luego, todos sus expedientes ll los diversos 

tribunales de segund3 instancia, de los varios Estados de la 

Repüblica Federal. Lógica~ente, las audiencias de estas dos 

ciudades sólo conservarian, los expedientes y negocios que 

les pertenecieran, de acuerdo con la esfera territorial de 

su cornpctencia. Desrit.., luego, hubo algunos probler.ias: La 

audiencia de ~~~ico debla conservar algunos expedientes 

relativos al área de la nueva capital federal, que se creó 

en un.1 .:ona del Est.ado de ¡.:exico, pero remitió la gran 

mayoria de sus expedientes y negocios .1.l Tribuna 1 Superior 

del Estado de México y de otros Estíl.dos. Izazaga explicó en 

el Congreso que el Tribunal del Estado de México era 

idéntico a los de Puebla, Nichoacán, Oaxaca, etc., que, en 

esencia, eran corno las antiguas audier1cias. 

Resulta usf que, en lo judicial, la Constitución de 1824 

fundamentalmente vela en la suprema Corte, un árbitro para 

asuntos contenciosos entre los Estados y la heredera del 

Consejo de Indias y de la Audiencia de !-léxico, pero sin 

lastir:iar la independencia y faculta.des de los Tribunales 

locales que nandaba respetar en un texto categórico. F.n 

canbio, cc:::o ru,h:r le daba un pafe>l de pri::-.erlsirna 

i~portancia al hacerla rcsponsJbl~ Jel nantenimiento de la 

estabilidad politica en ha~as de grandes crisis. 

En cuanto a facultades que pudieran haber desenvuelto un 

sistema de control cons-ci tucional, lJ cart.:1 de 1824 sólo 

incluyó una llne.1., en un articulo que se ocupa cie nuchos 

ternas, para dar cor.ipetencia a la corte tratdndose de las 

infracciones "a la Const.i tución leyes generales". 

(Articulo 1J7, fracción 6a., parte final). Todo indica, sin 

er..bargo, que el p~ecepto se referia. nada r.iás la 



responsabilidad de los funcionarios, pues la potestad de 

resolver cualesquií!ra dudas sobre el sentido de la 

Constitución se encomt:ndaba ~tl congreso (articulo 165: 11 Sólo 

el congreso General podrá resolver las dudas que ocurran 

sobre inteligencia de los articules de esta Constitución y 

del Acta Constitutiva''}. 

"Los Constituyentes de 1824, no concibieron el juicio 

constitucional con la connotación especial que a esa fórmula 

dio don Emilio Rab3sa y que han respetado sus 

dtsc1pulos 11
• (7) 

El 27 de mar:o de 1829, la corte expuso que sus 

facultades eran "todas las que comprende la ley de 9 octubre 

de 1812''· Por tanto, la ley orgánica del alto tribunal era 

una norma colonial; la ley derivada de la de Cádiz. Pero, 

corno al mismo tiempo }'ª aplicaba la Ccnstitución de 18~4, 

sus leyes orgánicas eran tar.ibién de 1826. La nanera en que 

trabajaba consistía en que, además de los asuntos penales y 

civiles del orden cornún para el D.F. y territorios, también 

conocia de la r.iateria federal, en cualquiera de sus tres 

salas. 

La corte tenia tanbién muchas funcion!'s adr.iinistrativas 

hered.'l.das de la colonia, cono llevar a cabo exánenes de 

abogados y escribanos. 

necesidad de emitir 

facultades: el 12 y 

Por- eso dice la Corte que, hubo 

dos decretos que explicaran sus 

el de 23 de mayo de 1826. Ambos 

aclarando sus atribuciones. 

Por lo que respecta a la separación de los asuntos 

comunes y los federa les, la suprema Corte explica que las 

mismas salas los conocen, sin necesidad de hacer 

subdivisiones inútiles. 

(7) La constitución, la Suprema Corte y los Derechos 
Humanos. Ob. cit. pág. 110. 
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En cuanto a la resolución de competencias, se trata de 

una función constitucion.:il que por prir.icra vez ensayaban los 

ministros de la Corte. Era una atribución de surna 

ili'lportancia en aquélla época, en que principiaba la vida 

ir.dependiente de l.:i. Nación, pues debia subordinar a una 

variedad de ."lutor idades a los tri bu na les federa les. Pod ian 

ser autoridades ad~inistrativas o judiciales de los Estados. 

Ninguna autoridJ.d cst.:i.ba acosturr.brad.i a la existencia de los 

tribunales de Circui te y juzgados de Distrito, durante la 

primera Repfrblica Federal; era necesario que la Corte diera 

a éstos todo su apoyo. 

En lo que se rcf ierc a la función de la Suprema Corte, de 

conocer de los juicics de respansabilid~d de los altos 

funcionarios, el problel':'la tenia una larga tradición 

espafiola. La prueba es que durante los complicados ahos 

entre 1821 y 1624 Iturbide pretendió enjuiciar o residenciar 

a los diputados que conspirilron, según él, la noche del 26 

de agost0 de 1822. P0co d~spues, ta~bién Busta~ancc solicitó 

la residencia de ltlirbidc y, en la sesión de ~ de enero de 

1824, pidió que el Presidente de l.:t RepúbllC.'\ sufriera un 

juicio de residencia riguroso. 

El articulo 137 de la Constitución de 1824, convierte a 

la Su¡.:.r'2r.'la Col tt.: ~ic Justicia, en un tribunal de 

responsabilidades, en las causas contra ~l Presidente de la 

República, el Vicepresidente, los secretarios de estado, los 

diputados y senadores. Pero el articulo 138 remite a una ley 

que reglamenta estas facultades. Los articules 38 y 40 de la 

Constitución son tipicos de residencia española, dice 

Barragán. El 139 dispone có::io deben ser enjuiciados los 

ministros de la Corte, a tra\'és de un procedililiento que 

lleva a cabo la Cá~ar~ de Diputados. 
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Los casos en que la Corte se vio implicada en el 

conocimianto de la responsabilidad de altos funcionarios, 

fueron muchos durante la República Federal y nunca se vio 

solida su posición por falta de una ley regla.nentaria. 

Lo r.tisrno ocurrió cl1ando fl1cron ac1isados varios mini3tros 

por la legislatur.:-t del Estad.o de México y 1<1 C.ir.tara de 

Diputados. Por esta ra~ó11, en el informe de G de abril de 

1833, la Corte insiste en que es urgente una ley que designe 

las penas que deban inponcrse a los funcionarios del Poder 

Ejecutivo en el C.Jso de que sc;:m responsables en el 

desempeño de sus destinos. Sin esta ley los juzgados y 

tribunales de l.1 federación se hallarán rnuy enbara:-'.ados en 

el ejercicio de sus atribucion0s. 

En el :cisr:io informe pide la Corte que se legisle sobre el 

conocimiento de las causas de las ofensas contra la Nación, 

de las infracciones de la Constitución y leyes generales. 

Debido a la falta de leyes apropiadas, la Corte tuvo más de 

media docena de cornpl icados asuntos que no pudo resol ver 

satisfactoriar:icnte y que, l\l iT:"lplicarl.::i en la poU.tica, 

mcrr:iaban su prestigio durante los v.:üvenf.."'s del libert1.lismo y 

conservaduris~o. 

La Suprer..a Corte trató sic¡:;pre de eludir los juicios de 

responsabilidad, a pesar de su larga tradición novohispana 

que bien conocian los ninistros. 

La ~c':':'.cria del Ministerio de Justicia, del año de 1835, 

dice que es necesario reglanentar ¡a ley jcl 12 de T::.1.J"O de 

1S26, sobre las facultades de l<l Corte, en lns que ejerce 

atribuciones de Audiencia en el Distrito Federal, pues viene 

a ser un tribunal bifon:ie, supuesto que debe arreglar su 

planta bajo este precepto, el dec:·eto de 9 de octubre de 

181:?, única ley org.i.nic.1 de estos e~tabh'-..:::ir;iientos. Esto 

nismo dijo la corte al fJecutivo en varios d~Sp3chos, 
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explicando que trabajaba en el Distrito Federal y en los 

territorios, en idéntica manera corno laboraban las 

antiguas audiencias, por lo que tenla que regir la 

Constitución de Cádiz, de 9 de octubre de 1812. 

La situación solamente se resolvió hasta que se promulgó 

la 1'Ley sobre Administración de Justicia y Orgánica de los 

Tribunales de la N.Jción, de Distrito y territorios 11
, de 23 

de novicr.i.brc de 1855. 

El 6 d~ rnar~o de 1824, el cornitó redactor de la 

Constitución, dirigido por Miguel Ranos Arizpe (diputado de 

Coa.huila y Texas) presentó una división territorial que se 

basaba en el Acta Constitutiva. Se concedió al Congreso la 

facultad de crear el Distrito Federal. El 18 de noviembre de 

1824 se aprobó que, la ciudad de México se convirtiera en el 

Distrito Federal. 

De esta suerte, el Congreso Constituyent~ fcderali:.ó una 

porción del territorio del Estado de México. 

La Constitución de 1824 tuvo vigencia hasta finales del 

afio de 1835, en que el congreso federal se declaró investido 

de poderes constituyentes y cambió la forma de gobierno a 

unitaria. 

B) CONSTITUCIONES CENTRALISTAS 

1) BASES CONSTITUCIONALES 
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De la confusa variedad de tendencias políticas que siguió 

a la caida de Iturbide, surgieron dos partidos, uno liberal 

nornbriido del progreso en sus conien;:os y de la reforma 

después, propugnaba tn ..:;uantu a la fcrr. . .:i de gobierno la 

republic.1na, dc;;-.ocrátic.1 y fedcr.J.tiva, y en cuanto a los 

atributos del estado r.exicnno reivindicaba aquellos que la 



organización colonial había transmitido ~t organismos 

extraestatales; en cuanto al p.J.rtido conservador, diferi.a 

punto por punto dal liberal. Adoptaba el centralismo y la 

oligarquia de l.1s clases preparadas y con el tiempo se 

inclinó h<lcia l.'1 forma r.ion.:irquica, defend:i.a los fueros y 

privilegios tradicionales. 

En los afias de 1832-1834, se desata una lucha entre ambos 

partidos. La Adninistración del vicepresidente Górncz Farias, 
en ausencia del presidente Santa Anna, se propuso er.iprcnder 

las reforr:'h'\S cclesi.ist.1ca y r.iilit,1r. Las clJ.ses afectadas 

reaccionaron en contra de ],1s medidas que se ton3ban, y al 

mi5rno tiempo se prod\ljo una dcsrne~bración dúl partido 

progresista, al separarse un grupo que, aunque aceptando en 

principio la necesidad de L1s rc!or¡:Ms, consideraba sin 

embargo que su irnplantación debia ser paulatina y por via de 

persuasión. tJació entonces el partido de les 11ode1-ados 1 que 

bajo la anplia denominación de liberales scp~rábanse de los 

puros, IL1ás que nada 1 en la tAct ica a seguir. 11 cuando el 

triunfo de la revolución d~ 1832 fue consu~ado, el partido 

del progreso se dividió en dos, de ardientes y moderados, y 

estos últimos se adhirieron al part.ido del rtitroceso, sin 

adoptar sus principios'•. (S) 

La coalición de conservc,dores y r.ioderados paralizó la 

reforma. Santa Anna despidió a Gó~c: Farias y suspendió la 

legislación refor~atoria, qt1e inici~da en abril de 1833 se 

detuvo en r.iayo de lBJ~. 

En el inr;ediato congreso federal, que se reunió en 1835, 

obtuvieron r.ayoria los conserv.:i.dores, por encit1.i. de la 

voluntad del presidente S3nta ;,nn~1 y de los r.iodcrados del 

antiguo grupo cscocós, fieles ~sto~ ülti~os a su programa de 

contener todo extrer.ist:io. 

( s) fe l ipe Tena Ra:::-. í re:::. Leyes fundanen ta les de México 
1808-1982. Editorial Porrúd, S.A. Mó:-:ico 1982. pág_ 200. 
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Las dos Cámaras que formaban el Congreso federal, según 

el sistema bien.marista de la Constitución de 24 entonces en 

vigor, abrieron sus ses iones el •1 de enero de 1635. Una 

comisión de diputc1dos, t.uvo a su cuidado el examen de los 

poderes conferidos por los elL>ctorcs a los represcnt.:lntes. 

En su r.IJ.)'Or p'1rte c~t.os últimos aparecian ~n1torizado:; para 

reformar la Constitucion de 2-i, con la condición de no tocar 

su artículo 171, el cual cstablecia entre otras 

prohibiciones la de rnodific.J.r la for:c.a de gobferno. 

La imposicion de tal condición, aceptada ya por el 

Congreso, significaba que se Pdt1tcndri3 inalterable la forma 

federativa, a pesar del triunfo de los conservadores. Para 

presionar al Congreso se l lcvaron a cabo varios 

pronunciamientos de tendencias centralistas, alguno de ellos 

auspiciado por Santci Arma. 

Se propuso C'ntonces, en vista de la renuencia a variar el 

sistema fcder.J.l, que el congreso instituido asur.i.iera sólo 

las funciones de convocante, confiando los centralistas en 

contar con el nuevo constituyente; rnás la junta del 7 de 

junio a que convocó con ese fin el ministro de la guerra 

Tornel, reveló la inconforraidad de los diputados y 

senadores. 

Santa Anfü1. r~un ió en dos ocasiones, e 1 19 y e 1 23 de 

junio, a varios n.iembros del C0ngreso y a otras personas 

notables, con el ~isno resultado insatisfactorio para 

quienes pretend1an el c:rr.1bio de sister:",a. Fue entonces cuando 

Alarnán expuso su tes l. s centr~1 lis ta. 

El 16 de julio las Cánaras iniciaron su segundo periodo 

de sesiones, el presidente B3rragjn, que substituia a santa 

Anna en su licencia, les pidió que tuviet·~1n en cuenta las 

solicitudes de los pueblos p,1ra la adopción del sistema 
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unitario. Una comisión examinó dichas solicitudes y, como 

consecuencia, propuso en prir.ier término que el Congreso 

seria constituyente, lo que fue aceptado por ambas c~'\maras. 

Las otras dos proposiciones, rel3tivas a que el Senado seria 

Cámara de revisión y que en caso de discordancia se 

reunirían amb,1s Cánaras hasta dos veces para ponerse de 

acuerdo, suscitó la inconfornidad del Senado, para obviar la 

Cllal se convino en que las dos asanblcas integrarlan una 

sola, lo que se reali;:ó el 14 de septiembre. 

El dictamen del Senado fue aprobado contra el parecer de 

José Bernardo Cauto, quien forr.mló voto particular en favor 

cte la subsistencia del sistema feder3l. 

El Congreso confió el proyecto de rcfon~as a una conisión 

de su seno, compuesta por Miguel Valcntln, José Ignacio de 

Anzorcna, José María Cticvas, 1\ntonio Pacheco Leal Y 

Francisco Manuel Sá.nche: de Tagle, a este último se le 

atribuyó la intürvención principJ.l; según parece se tuvieron 

en cuenta las opiniones de AL1r:ián, que .J.Unque diputado no 

había tornado posesión de su encargo. 

La comisión presentó pocos ctí.J.s después un proyecto de 

bases constitucionales, discutido ~· al fin aprobado el 2 de 

octubre; el proyecto se convirtió en la ley constitutiva de 

23 del r.lisr.;o >:es, que con ('l nombre de Bases 

Constitucionales dio f1r1 al siste~a federal. 

Las Bases C8:~s~itucl0~1les, PXpPdidas por el Congreso el 

15 de dicie~bre de 1SJ5, establecieron la Repüblica Central. 

Los gobernadores eran no~brados por el SuprePo Poder 

Ejecutivo. 

Con el r.:otivo de la adopción del régirr.en centralista 

recogido por las B~ses Constitucionales de 1835, lógicamente 
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so tuvo que reestructurar todo el aparato judicial, como lo 

muestran los articulas 7o. y 12 de dichas Bases. 

Articulo 7o.- 1'El ejercicio del Poder Judicial residirá 

cm una corte suprernJ. de justicia, y en los tribunales y 

jueces que establecerá la. ley constitucional: las cualidades 

de ellos, su número, r.1dicación, responsabilidad y r.1odo de 

elección, las prcfijar5. dicha ley". 

Articulo 12. - "El Poder Judicial se ejc'rcerá en los 

Departamentos hasta la ültir.ia inst.1ncia, por tribunales y 

jueces residentes en ellos, no::ibrados o confirmJ.dos por la 

alta corte de justicia de la nación, con intervención del 

~upremo poder ejecutivo, de las juntas departamentales )' de 

los tribunales superiores, en los térr.Linos y con las 

responsabil idadcs qt1C" es pee if icará la ley constitucional". 
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2) LE>ES CONSTITUCIONALES 

Entre los disturbios que prevalecbn en esos r.iomentos y 

la guerra de Texas, el Congreso prosiguió su misión 

constituyente. La nueva Ley fundar.lental se dividió en siete 

estatutos, ra;:ón por la cual a la constitución Centralista, 

se le conoce tambiC.n cor.10 la Ccnstitución de las Siete 

Leyes. 

La primera de ellas fue promulgada el 15 de diciembre de 

1835, después de una discusión en que prevaleció el 

principio de libertad de expresión sobre quienes pretendian 

restringirlo. 

De las sei~ ley~s restantes, que ya no se publicaron por 

separado sino de una sola ve::, la segunda fue la rnás 

co~batida, pues iniciJd~ su discusión en diciembre de J5, se 

aprobó hasta abril d(> 36. En el la se introducia a nuestro 



sistema politice un cuarto poder, el supremo Poder 

conservador, que en concepto de la r.iayoria de la asamblea 

vino a ser ~•el arbitrio suficiente para que ninguno de los 

tres poderes pudit~ru traspasar los limites de sus 

atribuciones", según lo habla anunciado en términos 

generales el articulo ~o. de lds Bases Constitucionales. 

La institución se aprobó por rnayorla de un solo voto, 

contra la influencia de Santa Anní', quien no deseaba tener 

sobre si un poder reguiddor de sus actos. 

El Congreso terr:ano la Constitución el 6 de diciembre, 

aprobó la minuta el 21 y entregó al gobierno el texto el JO 

del ~isrno mes de diciembre de 1836. 

La Quin·:.a Ley Constitucional de 1836 dio lus bases de la 

organización judicial y de la adninistración de justicia en 

lo civi 1 y crininal. Los ministros de la Suprema Corte se 

eleglan del rnisno nodo que el presidente de la rcpGblica. 

El artículo lo. de la Quinta Ley deci.:i: "El Poder 

Judicial de la República se ejercerá por una Suprema Corte 

de Justicia, por los Tribun.1les Superiores de los 

Departamentos, por los de Hacienda, que cst~blecerá la ley 

de la nateria y por los juzg3dos de Pri~era instancia''· Cono 

no se r:!encionan ni derogan los tribunales de Circuito y 

jueces de DiBtr1to, pudieron subsistir. 

La Suprer.1,1 Corte se integraba con once ministro y un 

fiscal, quienes eran designados del nisroo ~odo que el 

Presidente de la República. En cada departar..ento había por 

lo nenas un juez de prinera instancia. Tanto los cargos de 

los integrantes de la Supre::-.a Corte, co:io de los tribunales 

superiores y los j lle ces de pr irnera instancia eran 

vitalicios. Subsistian los fueros eclesiásticos y nilitar. 
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11 La Repliblica, se dividía para todos los efectos en 

departamentos, éstos en distritos, los cuales a su vez se 

subdividian í!n partidos. Al frente de los de>partamentos 

hab1a un gobernador Y. una juntil departanental; de los 

distritos un prefecto )' de los partidos un subprefecto". (9) 

En cada departawento, que vinieron a sustituir a los 

antiguos estados, se creó un Tribunal Superior. 

La organización y funciona~icrnto de lós tribunales 

ordinarios, vino a ser reglanent.:id.:i por la "Ley p.1ra el 

Arreglo Provision~l de la Administración de Justicia en los 

Tribunales y Ju:::gados del ful:!ro Co:-:ún", de 23 de nayo de 

1SJ7. 

Este ordenuniento conte~plaba tipos de tribunales: 

Suprema Corte de Justicia, tribunales superiores de 

departamentos, ju:gados de primera instuncia y jueces de 

Paz. :'\der:iás, cont.enia .ilgunas nornas procesales, cor.o las 

referentes al juicio verbal, a la conciliación, etc. 

La Suprena Corte se conponl.1 de once ninistros y un 

fiscal, todos ellos no;-:-:brudos de l,1 nisr..;1 ;:ianer<1 que se 

nombrarla al president~ de la RerGblica, es decir, la Junta 

del Consejo y Ministros, el sen.i.do y la Alto Corte de 

Justicia forrnularian cada un0 un.~ terna que renit1rian a la 

Cátna.rn de Diputados, lJ. cu.:il, dentro de los nor:iinados en 

esas ternas, sJcar1a a su ve: una nueva terna, la que se 

ret1i tiria a las di versas juntas departar.,ental es, prn-a que 

dentro de la mis~a eligier~n un individuo, saliendo electo 

el que obtuviera e:i nayor nünero de votos; todo este 

procedimiento se:-ia calificado por los integrantes de la 

Cánara de Diputados y el Senado, reunidos en Congreso 

General. 

(~) Sobre el origen de la Supre~~ Corte de Justicia de la 
!lación. Ob. cit. p.ig. 5~. 



Los diversos ministros de la corta se identificar!an con 

un n\1mero creciente, que se les ponía en razón de la 

antigüedad de su nombramiento; dígito que además servia para 

hacer la distribución de los ministros en las diversas 

salas. En efecto, la Suprema Corte de Justicia podia 

funcionar en pleno (con todos los ministros) o en salas, 

para lo cual había tres salas: L.1 prir.iera se ccr.iponia de 

cinco ministros y la segunda y tercera con tres cada una. 

Para distribuirse los ministros, se guardaba el siguiente 

orden: El primero, el cuarto, el séptimo, el décimo y el 

undécimo integraban la pri~era sala; el segundo, el quinto y 

el octavo, la segunda; y la tercera sala se constituia con 

el tercero, el sextc y el noveno. Cada sala tenia un 

presidente que erd el de n3s antigua designación. 

La Corte tendría un president.E> que poctria ser cualquiera 

de los once; estos nisnos lo elegían por un periodo de dos 

años, que se iniciaba un prir.icro de eneru, pudiendo ser 

reelecto el anterior. El presidente de la. suprema Corte 

ta~bién lo era de la sala en que estuv ieru iritegrado. El 

presidente de este alto tribunal era sustituido en sus 

funcionas presidenciales por el ninistro njs antiguo de la 

Corte: El ministro decano. El ¡::>residC'nte t0ni..1 voto de 

cal id ad. 
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En las ausencias superiores a 15 dias, los ~inistros eran 

reenplazados por ~inistros suplentes; para este efecto, el 

presidente de la República, en Junta del Consejo y de 

Ministros, el Senado y la Alta Corte dp Jltstici~. c3da dos 

años, durante los pri:-::eros seis dias del año, forr.iularian 

cada cual una lista de nueve personas, reside;ites en la 

c~pital, para que la Cá~ara de Diputados, dentro de los 27 

designados, escogier.:l m.;.evt! para que fungieran como 

ninistros s11pléntes. 



Ahora bien, tratándose de un impedimento e recusación de 

algún ministro o del f iscalt éste era suplido de la 

siguiente !orma.: si se trataba de un asunto que sólo tuviera 

una instancia, dicho funcionario impedido o recusado tenla 

que ser sustituido en ese negocio por el r.i.inistro 

propietario o de menor antigüedad de otra sala; porque sí se 

trataba de un asunto que admit.iera des o tres instancias en 

la propia cortet sa l !amar1.1 a. un r.-.inistro suplente. 
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Cada una de las S3l~s deber1a tener un secretario letrado 

y los subalternos qu~ designar~ el Regla~ento. A este 

particular, se dispuso que Pier.tras no se diera el 

rcglar.i.cnto respective para la St:p:.-er.:;;! Corte, continuara en 

vigor ~l anterior, es decir, el de 1826. Pues bien, 

independientenente de lo que di..:ho Reglanent.c rnencionara, en 

cada sala deberla haber un agente fiscal (designado por la 

Corte dentro de un.:\ tC:rna qth.' fcr::",u lar a el f isca 1), un 

ministro ejccutot", un escribano de diligencias, un tasador 

de costas, un portero y un nozo de estrados. 

El pleno del tribunal conocia de los siguientes asuntos: 

Formular iniciativas de ley, dictaminar las iniciativas de 

ley presentudas por e.'i gobierno y diputados, sobre la 

administración de justicia, resolver las dudas de los 

tribunales inferiores sobre la interpretación de una ley, 

infonnar en los casos en que se pida un indulto y las 

consultas sobre el p.:i.se o retención de bulas y dc::;á:s letras 

pontificias. 

Por su parte, la primera sala conocía 1 en única instancia 

del recurso de nulidad (casación} en contra de las 

sentencias dadas en tercera o Ultima instancia por los 

tribunales superiores de los depar-tar.entos, de los recursos 

de fuerza y p:-otc.;ción contra las resoluciones de los 

obispos, del recurso de. reclaro en el caso de. expropiaciones 



en la capital de la República los conflictos de 

competencia suscitados entre los tribunales inferiores. 

La propia primera sala conocia también, en tercera 

instancia, de los juicios civiles en que se dernandara a los 

gobernadores y r.iagistrados de los depart,1ncntos; asl corno de 

delitos corauncs en que hubieran incurrido los propios 

ministros; igualmente conocla en tercera instancia (en esta 

ocasión tr,ltase de procesos iniciados en las otras salas de 

la r.iisna Supre::ia. Corte) causas civiles cr i ni na les 

enderezadas contra los rnie~bros del suprcr:io Poder 

Conserv.1dor, prE\s i dente d.P. la Rcpúbl i ca, secretarios del 

despacho, diputados, senadores, consc>jeros, er:ip leados 

diplonáticos y cónsules de la República (en los cinco 

últimos casos sólo cu,1ndo fueran den,1ndados, en los demás 

siendo actores o de~andados), co11ocl~ juicios cuya Materia 

fueran contratos celebrados por el Suprt~'.".'.o Gobierno 

directar.iente o por su orden; las causas de respons,1bilidad 

en contra de ~agist~adcs de los trib11nales superiores de los 

departamentos, y las causas penales pror:iovid,1s en contra de 

los subalternos de la Corte. 

En estos úl til:l.OS casos en que la Supre1.";a corte conocía en 

todas las instancias, correspondía a lus segunda }' tercera 

salas el conocimiento de la pri~era }' segunda instancias, de 

manera indistin~a. de tal suerte que cuando una conocía en 

primera, a la ot~a le tocaba la segunda instancia. 
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De la misma manera se procedía tratándose de las causas 

de alrnirantazgo, presas de ~ar y tierra, delitos en alta rnar 

y ofensas contra la Nación, aunque en estos casos la 

nencion~da ley ~e lo reglamentaba, ya qlle se dejaba esto a 

una ley especial. 

Por lo que se refiere a los tribunales superiores de los 

departanentos al adoptar el sister.i~' central is ta, la 
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Rep~blica fue dividida en 24 departamentos. En materia 

judicial, se estableció un tribunal superior para cada 

departamento. 

Hubo tres clases de estos tribunales, 1.1 prir.,cra clase 

tratábase de tribunales con once ministros, la segunda con 

seis y la tercera con cuatro, todas ellas con su fiscal. El 

único previsto de prir.;era clase deberla ser solat:l.cnte del de 

la capital de la República. 

En efecto, est0 tribunal supericr se debería integrar con 

once ninistros y un fiscal, distribuidos en tres salas, la 

primera con cinco ninistros y la segunda y la tercera con 

tres cada una. Sin C':':'1bargo, de acuerdo co;i el segundo 

articulo transitorio de la Ley de 23 de nayo de 1837, la 

Suprema Corte continuaria desen.peñando las funciones de 

tribunal superior e11 lo que antes era el Distrito y 

territorios federales. 

La constitución centralista de 1936 conservó aspectos de 

descentralización politica, cor.io fueron las juntas 

departanentales y órgano legislativo del departamento. 

Lo que en Mt'b.:ico equivalió, a lo que fue en Estados 

Unidos la lucha entre je.ffersonicrnos; y ha:-:ilton:ar.os, se 

inició diez o doce añcs después de aprobada la constitución 

de 182-t, en las reformas qui:- intentó Gór.ez Far1as y que, 

corno reacción en la órbita cor.stitucional condujo a la 

adopción de las siete le.yt;;>s cent!·al lStas de dicienbre de 

1936. 

De las disposiciones c~s i~portantes para este estudio se 

destaca las contenidas en la 2a. Ley Constitucional, en la 

que se estableció la institución llawad..l el Supre~o Poder 

Conservador, que se depositaba en cinco individuos que se 

renovarían uno cada dos afios; se eleglan por las llamadas 



juntas departamentales, mediante un sistema bastante 

complicado. 

Sus ,1tribucicnc:; t."'r,1n, contorne al articulo 12 de esa 

ley, el ''Declarar la nulidad de una ley o decreto, dentro de 

dos meses después de su sanción, cu,1ndo st?an contrarios a 

articulo expreso de 1.1 Constitución". Le podian exigir dicha 

declaración, el Suprcr.o Poder Ejecutivo, L1 Alta Corte de 

Justicia, o parte de los niewbros del Poder Legislativo, en 

representación que fir;:;Jn 18 por lo ::Lenas. 

Otras atribuciones ir:'.portantísinas eran (r.iediante un 

procedir.'liento s1?r.iej,1nte) anular los actos del Poder 

Ejecutivo y los de ld ni::;r.ia Supren3 corte. Tar:1bién podia 

suspender a esta cu.1ndo desconociere ,1 alguno de los otros 

dos poderes, o tratase d~ trastornar el orden público. 

-Decretar la incapacidad fisica o noral del presidente de 

la República.. 

-Suspender a la Alta Corte de Justicia y hasta por dos 

meses las sesiones del Congreso General. 

-Restablecer constitucional~ente a cualquiera de los tres 

poderes o los tres cuando hubiesen sido disueltos 

revolucionariamcnte. 

-Declarar cual era. Li voluntad de L1 nación, en cualquier 

caso extraordinario que fuera necesario conocerld. 

-Obligar a un ejecuti''º a renovar todo su ~inisterio, por 

bien de la nación. 

-Calificar las elecciones de los senadores. 

-Dar o negar la sanción de l3s refor~as a la constitución 

que acordar~ ~l Cc~g:cso. 

"Don Alfonso :;cr1Ega, en su obra El pensaniento 

Conservador y el Conservadurisno Mexicano, nuestra cór.10 

tuvirnos nuestra propia ver$ién de Har.dlton en Alc::ián. Sólo 

que en Estados Unidos H3nilton actuó a traves del Magistrado 
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Marshall, en tanto que don Lucas, hombre de enorme forrnación 

históric.1, económica y politica, pero no juridica, hizo que 

sus ideas prevalecieran, si bien no por mucho tiempo, a 

través de don Francisco Manuel Sánchez de Tagle, autor 

principal de las siete leyes". ( 10) 

Parece natural, dentro del juego politice de aquel 

tiempo, que, antes que interesarse en las instituciones 

nortear:1ericanas, volviesen los aj os Francia, y que 

inspirándose en Sieybs inventaron el sUpremo Poder 

Conservador cor.10 órgano que defendiese, con la Constitución, 

las ideas e intereses tradicionalistas. 

El Supremo Poder Conservador ciertamente tenia un vicio 

radical de origen, pero no todo en el fue negativo, cono lo 

prueba su defensa de la libertad de imprenta o su anulación 

de la le.y que entregaba a los ladrones a la justicia 

nilitar, con la cual se hizo solidaria la suprc~3 Corte. El 

centralisno que en la coyuntura del tie~po ligó su suerte a 

la supervivencia de las estructuras politic.::is, económicas y 

culturales de la Colonia, no pod1a prevalecer. 

"No está por dewás anotar Je paso que era precisanente, a 

través del recurso de nulidad COÑO l~s siete leyes de 36 y 

las Bases Orgánicas de 43, pensaban lograr la centrali:ación 

final de la justicia en la Supre~a Corte 11
• (11) 

Los años de vigencia de la ley fundar.,ental de 1836 fueron 

t·J.rbulentos, llen.:>s j¿ rebeliones ~ insurrec.:iones Je las 

cuales una de las r:-.ás importantes fue la que dirigió 

Valentln Górnez Farlas, el 15 de julio de 1840, con ~iras a 

restablecer el sistena federal. 

(10) La constitución, la Supreiila Corte y los Derechos 
Hu~anos. Ob. cit. pág. 111. 
(11) Id. p.1g. 117. 

E~·¡-~ 
V /¡ 
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El 8 de agosto de 1841, 

Mariano Paredes derrocó al 

la sublevación del general 

presidente Bustamante y de 

acuerdo con las bases de Tacubaya, del 28 de septiembre del 

mismo año, se convocó a un congreso constituyente, que 

comenzó a sesionnr el 10 de junio de 18~2. En esa asamblea 

se presentaron tres proyectos de constitución: el que 

sostcnia la mayoría de los diputados, de naturaleza central, 

ºeminentemente l iber;:il, combinado con la autonomia 

adrninistrativa de los departamentos"¡ el de la mi noria, de 

carácter federal; y el tercero, que trató de ser una 

solución ecléctica de los dos anteriores proyectos, con 

aspectos centralistas. 

3) BASES ORGANICAS DE 1643 

Los anteriores proyectos no fueron del agrado del poder 

ejecutivo por sus tintes liberales, y decidió disolver la 

asamblea constituyente¡ las leyes constitucionales de 36, 

estuvieron en vigor hasta ~ediados de 1843 en que se design6 

una junta de notables que expidió la nueva constitución bajo 

el nombre de Bases Orgánicas, promulgada el 12 de junio de 

1843, cuya ~structura centralista fue rnt!s aguda que la de 

1836. 

Dicha ley funda~ental prosiguió con el régimen 

centralista; por lo que respecta .1 la Suprer.:a Corte, y en 

general el Poder Judicial, se siguió rigiendo por la ley de 

1837. 

C) CON8TITUCION DE 1857 

l) ANTECEDENTES HISTORICOS 

El 4 de agosto de 1846, estalló el pronunciamiento de la 

Ciudadela, encabezado por el general Mariano Salas, cuya 

bandera fue la convocatoria para un nuevo congreso 
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constituyente, que discutirla la forma de gobierno apropiada 

para México, de esta manera conclu1a el régimen centralista. 

Dos dias después se convocaron a elecciones, al tenor de la 

legislación federal. El decreto del 22 del rnisr.-,c t1gosto, 

suscrito por el propio general Salas, los jefes vencedores 

decretaron el rcstableci~iento de la Constitución feJcral de 

lS.24, dando los linc.:i~ientos jurídicos generales para el 

trjnsito del centralis~o al federalis~o. 
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El 2 de septie;;bre de 18.:.6, el g12ner.-ll Salas expidió un 

decreto en que dispuso que-, la Suprena corte ejercerla las 

funciones que le confcria la Constitución de 182~; asinis~o, 

se restablecían los Tribunales de Circuito y Juzg.i.dos de 

Distrito. Las caus<'ls pendientes en la Supr-12;-',a Corte, que 

bajo el rOgi~cn federal correspondieran a los Estados, ir1an 

a los tribunales locales correspondientes. La Corte seguiria 

siendo tribunal dC' .11:.1,i..1 en L1 ..:.1¡.:it.a.l de la República, 

según lo disponian las leyes del 15 de abril y 23 de nayo de 

1826. Este decreto fUt.°' cor..pler:1entado por otro, del 1:, de 

octubre de 1846, que pre2isaba los términos del anterior. 

2) ~~ ALTA CONSTITUCION Y DE REFORMAS DE 1647 

Parece ser que las disposiciones contempladas en los 

Decretos de fecha 2 de septie~bre y 14 de octubre de 1846, 

no fueron fáciles de ejecutar, pues todavia el 10 de tcbrero 

de 1847, el Congreso disponia que la Supre~a Corte 

devolviera a los tribunales estatales los asuntos que les 

correspondieran CQnfor~c a la Cor1stitu..:ión de 1824. 

De modo fornal, el Congreso consti t.uyente decretó la 

vuelta al !ederalisr.io y la plen3 vigencia de la Constitución 

de 1824, por resolución des de febrero de 1847; en el mismo 

dP.creto se decla1.J const!tuyer.te y fija coi'.',o base de sus 

atribuciones co~o órqano revisor de l.J Constitución, la 



forma de gobierno republicano, representativo y popular, 

federal y la independencia y soberanía de los e~tados en lo 

relativo a su rógirnen interior. El mismo decreto fija las 

bases de las atribuciones de la Corte corno órgano ejecutor 

de la Constitución. 

F\1ra suplir al Suprer..o Poder Conservador fue creado un 

recurso lL1:::ado recl,1~0. dci cual tenia que conocer la 

Suprcraa Corte. En la Const1tuci6n de Yucatdn de 1841, Mdnuel 
Crecencio Rejón ya había logrado incorporar el Juicio de 

Araparo corno nedio de control constitucional d~ los actos de 

autoridad. Tooó el no~brc de una vieja institución colonial, 

el juicio su~arisico de ~rapara, que procedía para proteger 

las derechos de los particulares. 

En el seno del Congrl~so se nombró una Cor.iisión de 

Constitución que propusiera l<l asamblea la ilanera de 

proceder. Con r.1.0t i vo de la guer:·ll con los Estados Unidos, la 

nayoria de los niembros de dict1a Co~isión se pronunció por 

una vuelta a la Cart:? de lS.:!4 de forro.a lis.:i y llana, sin 

er.ibargo uno de sus ~1e~bros, el ilt1stre diputado jalisciense 

don fo:,1riano Otero, quien se sep.1r6 J.e este parecer, propuso 

regresar, si, la Constitución de 2.:, pero n'.!forr.i.ando 

aquellds i11~tit~cio11es qu~ no hab1an s1do convenientes para 

el pais y propor:iendo alguna::: nuevas quP CQr.sider6 

indispensables, todo ello en su =élebre Voto rarticular de 5 

de abril de 18~7. 

El Congreso consti tuyentc de 1S46-18~ 7 aceptó el voto 

particular de Otero y, de esta nanera, el 16 de rnayo de 1847 

fue aprobado. El dia 21, fue JUr3do y se promulgó el Acta 

Consti':.utiva y de Retornas (base del juicio de ar:.paro 

r.iexicano), en el que se devolvía su vigencia a la 

Constitución Federal de 15:2:~, reforr.:ada por esta wisna. 

Ordenaba una ley de garantias individuales y c~caba, en su 

articulo 25, Este docu;-,ento 

82 



constitucional fue aceptado y jurado en su cumplimiento por 

los ministros de la suprema Corte de Justicia. 

Indiscutiblemente, la rC"fornJ. t1ás importante que propuso 

Otero fue la creación del juicio de arnparo, pues una de las 

grandes omisiones de la ley fundalilental de 1824, fue la 

carencia de un instrur.1ento jurídico r.icdiante el cual sa 

pudiera restablecer el orden constitucional cuando éste 

fuera violado por alguna autoridad, dicho en términos 

modernos, faltaba una garantia constitucion~l. 

La creación del juicio de atipara significó para nuestro 

wáxirno tribunal y en gencr.11 para el Peder . .Judicial Federal, 

un ca::i.bio radical, ya que desde entonces el juicio de ar:iparo 

es quien da sentido y vigor a nuestro Pod~r Judicial 

Federal, al proyectarlo co;:io la g.1rantia más eficaz, 

prácticamente la única del orden constitucional ~cxicano. 
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Fue, pues, natural que al r2stablecerse la República 

Federal, en circunstancias ar.,argu1si7:las, en 18~7. no se 

pensase ya en el S11pre:--:o Poder Conservador {supri::!ido por 

las bases orgánicas de 1843), y que con nejor inforr:iación 

los lideres de la :.-enovación, que indudabler.ente hablan 

estudiado a Tocqueville, en el Acta de Refor~as entregasen a 

la Suprema Corte la defensa de los derechos dE:l hombre a 

través del amparo; aunque no el control de la 

constituciona!idad de las lc~es federales o locales. 

11 El articulo 25 del Acta de Refor~as, que creó el a~paro, 

no llegó a regla~entarse, aunque t'rbano Fonseca elaboró un 

proyecto que Moreno Cara reprodujo en su Tratado de 1902. 

Ello no fue obstáculo para que, según investigó don Santiago 

Oñate, dos jueces de distrito, los de San Luis Potes! y 

~alt:.llc, ~r.:i.::dt,1rvn Jti: .. c1cs de a.:irantías. La pri~era 

sentencia, segUn Oñate, fuf' l.:!; c;..:c en S,1n Luis dictó don 

Pedro Zánano, juez suplent0, a~parando a don ~ariano 



Verástegui contra la orden de destierro del gobernador 

Julián de los Reyes el 13 de agosto de 1849".(12) 

3) CONSTITUCION DE 1857 

Cuando las tropas estadounidenses llegaron a la ciudad de 

México, la Suprem.1 Co!"'te se tuvo que trasladar a Querétaro 

en donde estuvo hasta 184S en que regresó a la capital de la 

Repüblica y siguió funcionando con normalidad hasta fines de 

1852, en que Santa .;nna tol':"la de nuevo el poder 1 para 

ocuparlo durante dos años y medio, en la que fue su Ultima y 

nás poco afortl1nada dictadura. 

El sis terna fed2ral fue suspendido en el año de 1853, en 

que otra rebelión volvió a llevar a Santa 1\nna al poder y 

quien el 22 de abril de ese a1lo expidió las Bases para la 

1\dministración de la Repl.iblica, de acentuado centralismo y 

que colocó la suma de todos los poderes en el presidente de 

la república. 

Estas bases conteÑplaban a la suprc~a Corte d~ Justicia 

de la siguiente manera: Se integraba con onée ministros 

numerarios, cuatro supernumerarios y un fiscal. Los 

rninistros supernur.ierarios eran nombrados por el presidente 

de la República, tenían los 1.1isnos derechos que los 

numerarios, c,;uplían estos en sus faltas te1.1porales y 

auxiliaban a la Corte en sus trabajos. 

Las vacantes que se producían entre los numerarios, eran 

cubiertas por el suprei::o gcbicrno "::-,icntras se publica la 

constitución de la República". (13) 

(12) Id. pág. 112. 
(lJ) Sobre el origen de la Supre1ll<1 Corte de Justü:ia de la 
Nación. Ob. cit. pág. 67. 
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La primera sala de la Corte se integraba con el 

presidente de área ~' los cuatro ministros más antiguos, la 

segunda sala con el vicepresidente y los dos ministros que 

sigan en antigUt:~dad; y los tres restantes forrnarian la 

tercera s'1la. Los nornbrar.iicntos de presidente y 

vicepresidente de 1'1 Supre~a Corte los haria el titular del 

Ejecutivo 11 mientras se da la Constitución''· 

La Suprema Corte trabajaba todos los di as, excepto los 

feriados, de las once a las quince horas; los martes y 

viernes en pleno de las once a las doce, y el demás tiempo 

en las salas. 

La primera sala, que lógicamente era la nás importante, 

tenia que realizar las visitas generales de cárceles y la 

visita semanaria. Esta sala conocia de los recursos de 

fuerza, recursos de nulidad (casación}, contra las 

sentencias definitivas de los tribunales de los estados. 

Para los der:iás aspectos de la organización y facultades 

de la suprema Corte de Justicia, estas bases ~emitian a la 

ley de 23 de "ªYº de 1837. se ordenaba a la Corte la 

forrnuldción de un nuevo reglamente interior de sus 

secretarias, lo cual r1unca se llegó a hacer. 

En el articulo 35 de esta Ley, se señalaba que el Supremo 

Tribunal de Justicia, desempeñarla las funciones de Tribunal 

Superior del Distrito de México. 

Quizá r:iás importante que las anteriores Bases, fue la Ley 

para el Arreglo de l.1. Ad::-.inistració~ de Justicia en los 

Tribunales y Juzgados del Fuero Cor.1ún, pro;nulgado el 16 de 

dicienbre de 1853. Trátase del texto juridico n~s importante 

de su autor: Don Teodosio Lares. En efecto, hasta ese 

~o~ento el pais carecia de una legislación procesal rropia, 

se seguía aplicando el viejo derecho procesal colonial; de 
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esta fecha, dicha ley vino constituir la primera 

legislación procesal mexicana: Texto que representaba un 

importante avance en la legislación adjetiva. 

El lo. de marzo de 1854, el coronel Villarreal expidió el 

plan de Ayutla, desconociendo el gobierno y el sistema 

imperante, y el 11 de ese mes, la guarnición de Acapulco 

aceptó, aunque adicionándolo, ese manifiesto. El 9 de agosto 

de 1855 Santa Anna, vencido, abandonó el pais, para nunca 

más volver. 

El 16 de octubre de 1855, se convocó a un nuevo congreso 

constituyente par<.1 que decidiera L"'l futuro del pais, su 

organización politica y su forma de gobierno. 
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Al triunfo de la Revolución de Ayutla, fue designado 

presidente interino el general Juan N. Alvarez, quien al 

poco tiempo renuncié y nor.ibró presidente sustituto, en 

Decreto de 8 de diciembre de 1855, al general Ignacio 

Cornonfort. 

En el breve periodo que estuvo al frente de los destinos 

de l<l Nación don Juan N. Al varez expidió la Ley sobre la 

Administración de Justicia y Orgánica de los Tribunales de 

la Nación, del nistrito y Territorios el dia 23 de noviembre 

de 1855, ti'!nhien c-onocidi'! cor-o Ley Ju,íre? en virtud de que 

fue redactada por don Benito Ju<lre:, en su calidad de 

ministro de Justicia del gobierno de Alvare~. 

Si durante la ültima adrninistración santanista se habla 

aniquilado el réginen federal y se habla articulado todo el 

sistema judicial do corte centralista, fuertemente apoyado 

por una buena ley procesal, el triunfo de los liberales 

trala consigo el restablecimiento del federalisr.to y 

consiguienter.iente se presentó la nccesidild, con carácter 

perentorio, de dar una legislación que organizara los 



tribunales dentro de un esquema federal, de ahi la urgencia 

de expedir esta ley de 2J de noviembre de 1855. 

Pero más que eso fue, congruente a los postulados 

liberales, suprimir los tribunales especiales y reducir al 

minimo los fueros militar y eclesUistico. La protesta de la 

Iglesia no se hi:o esperar y el dia ~5 de ese mismo mes, el 

arzobispo de México, doctor Lázaro de la Garza, presentó 

ante el gobierno su inconformidad, y al dia siguiente hace 

publica una Carta Pastoral insistiendo en lo ·r.1ismo; por su 

parte el antiguo obispo de Linares, seiwr Belaun::arán, lo 

mismo que el de Michoactin, el célebre don Cle1r.~nte de Jesús 

Hunguia., el de Puebla y el de Gu.:ldalajara, fueron haciendo 

lo mismo sucesiva~ente. 

El articulo lo. de esta ley disponia que, entre tanto se 

arreglaba la administración de justicia, se observarian las 

le)•es que sobre el ¡::.1rticular regian la tJación el 31 de 

diciembre de 1852. 

Respecto a nuestro r.iáxino tribunal, se le regresaba el 

nombre de "Suprer.;a Corte de Justicia". Se integraría de 

nueve ministros propietarios, cinco suplentes y dos 

fiscales¡ adenás de algunos subalternos cor.io lo eran el 

secretario letrado, el oficial letrado, dos escribientes, un 

portero y un mozo de aseo. 

La suprema Corte podl.:i :ur:cion¡ir en pleno o en salas, 

habiendo tres de éstas, la prir.iera, que era unitaria (la 

integraba el sexto rünistro), conocia de los asuntos que 

deberian conocerse en primera instancia¡ la segunda sala se 

cornponia de tres ninistro$ (Jo., .:io. y ?o.) y conocia de los 

asuntos que se exaninaban en s¡::gunda instancia¡ finalr.iente, 

la tercera sala se integrab3 con los cinco ~inistros 

restantes y conocia, en general, de todas las causas que 
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correspondían resolver a la Corte en tercera instancia. No 

se hacia ninguna referencia expresa al juicio de amparo. 

Lo más importante de esta ley es la creación del Tribunal 

Superior del Distrito Federal, p.ir.1 lo cual se disponía que 

1.1 corte dejara de conocer los negocios del Distrito y 

Territorios federales (articulo 9o.). 

También se hablaba de los tribunales de circuito que para 

entonces eran siete y de los lS juzgados de distrito 

reraitiendo a la legislación vigente a fines de 1852; 

respecto a los tribun.1les de circuito, se les quitó a los 

"asociados" que contcr.1plaba la Ley de 22 de mayo de 1834, 

antes citada, y los volv1a unitarios, según se desprende del 

Decreto de JO de enero de 1856. Asirnis~o. la Ley de 23 de 

noviembre dt.'! lSSS regulaba a los jueces de primera instancia 

del Distrito y Territorios federales. 

Suprirnia todos los juzgados y tribunales especiales, 

salvo los de los fueros de guerra y eclesiásticos. 

Por últir.io, dicha ley contcr.iplaba igualmente algunas 

normas procesales. 

Evidentemente, los r::inistros que integraban la Suprema 

Corte (Supremo Tribunal) hasta el 23 de noviembre de 1855, 

eran personas adictas al antiguo régimen santanista, por lo 
cual no simpatizaban con la Ley Juáre;: y en ese tenor 

pidieron al gobierno la supresión de la mis~~, a lo cual el 

gobierno reaccionó scp3rando a Jichos cinistros de sus 

cargos por "haber desnerecido la conf ian:a pública". 

El dia 26 del r.iisr.io rnes de novienbre, el propio general 

Alvare~ designó ninistros pa.ra integrar la nueva Suprema 

Corte, asi corno r:iagistrados del recienteMente creado 

Tribunal Superior del Distrito y de la Corte Marcial. 
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Respecto de la prir.icra, quedaron los licenciados Juan B. 

Morales (presidente); Cayetano !barra (vicepresidente); Jusé 

Maria Lacunza., José F. Ranire2, Juan B. ceballos, José Maria 

Muñoz de Cote, Antonio Maria Salonio, Mariano Macedo y José 

J. Torne!, corno r.ünistros propiet.:irios; Pedro Escudero y 

Echánove y Eulalia Maria Ortega, como suplentes: así también 

Juan Antonio de la. fut:nte y José Xaria Cortés y Esparza, 

corno fiscales. 

Por Decreto de 15 de febrero de. 1856, 'el presidente 

Cornonfort aunentó de cinco a nueve el nür.iero de r.iinistros 

suplentes de l.:i Supre¡:-:a Corte de Justicia, designando en el 

r.iismo texto a las personas que las ocuparían. 

El constituyente de 1856 ya se encontraba en sesiones 

(las que er.i.pezaron el lS de febrero de 1856), cuando 

Cornonfort, el depositario del poder ejecutivo, prornulgó el 

estatuto org~nico provisional de la República ~:exicana de 

tendcnci.J centralist.1. Sin er.:l,arqo, la idea federal1stu 

ir..peró en el congreso. 
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Posterior~ente, en Decreto de lJ d~ ~ar:o del ~isno afio, 

el propio presidente sustitu~o dispuso se aunentara de nuevo 

el número de ::iinistros suplentes d~ ese alto tribunal, de 

nueve a doce, igual ¡,-.ente h.1c i ende 1 as designaciones 

correspondientes. M.1s adelante, el 25 de abril del r:iismo 

año, se dC'L"!"('té' qi..:;: L:. S:..:prt::"1 Corte tuviera cuatro 

ninistros supernu~erarios. 

Mientras el Congr~so Constituyente daba una nueva Ley, 

fundamental, el presidente co::ionfort expidió el Estatuto 

Orgánico Provision.11 de la República ~exicana el 15 de r.:ayc 

de 1856. En lo relativo a la Suprena Corte, práctica~ente lo 

que hi:.o fue renitir ~ la Ley de 2J de novier.:bre de 1855; 

este estatuto prohibe .:i la Cor-te la formulación de 



reglamento alguno y tomar conocimiento de cualquier cuestión 

adrai nistrati va. 

El histórico reto estaba formulado y la responsabilidad 

recayo en el Congreso constituyente de 1856. La obra de los 

Constituyentes, cor.iprendia dos tareas bien deterr:ünadas, 

aunque algunas veces se confundieron en un objeto conún: La 

una de destrucción y denolición, consistía en aniquilar al 

bando conservador, acabar con la influencia del clero en los 

asuntos políticos, hacer la reforna social, como tantas 

veces lo dijeron en sus discursos los progresistas; la otra 

de la reconstrucción y organización, consistia en establecer 

el gobi-crno nacion<ll con el r:iec.J.nisno r."is adecuado para un 

Cuncionaniento arrnonioso, tan auto~~tico cono fuese posible. 

''Las condiciones person3les para ~cab~r una y otra 

empresa eran c.isi incowpatibles: L.1 prinera requerla 

convicciones absolutas, voluntad resuelta todos los 

cxtrer.ios, acción enérgica y hasta pasión de sectarios; la 

segunda necesitaba reflexión serena, espiritu previsor, más 

inclinación a los cons~jos de la experiencia que a la lógica 

de los principios, severidad de criterio para sojuzgar el 

cntusias~o, haciendo prevalecer un patrictisco adusto''· (14) 

Entre el 10 J.e febr._,ro de 1S5G, f<2C"h.1 en que se efectuó 

la solemne apertura de s'.:"siones del Congreso, y el 5 de 

febrero de 1857, 

la República 

reprcscnt:mtcs 

doctrinales dE> 

di,1 en q'J.e los 

firr:-,.i.ron la 

del 

los 

put."•blo 

::iodelos 

pri~eras décad~s de ese siglo. 

diputados y el Presidente de 

m.ieva Constitución, los 

discutieron, los 

politices elaborados 

puntos 

en la 

( 14} Los Derechos del Pueblo Mexicano, México a través de 
sus constituciones, To::;o II, Histori.J. Constitucional 1547-
1917, Manuel Porrüa, S.A., Librería, 5 de nayo 49, México l, 
D.F., 2a. edición, p3g., 26-1. 
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Serla ingenuo suponer que el constituyente, fue una 

reunión homog6nea }' armoniosa de liberales dispuestos a 

transformar las ideas pt·ogrcsistas en norman jurídicas. Las 

cosas no fueron asf. Los debates entre puros r moderados 

llegaron a situaciones irreductibles, y más de una vez la 

estrategia de los conservadores estuvo a punto de llevar al 

fracaso los propósitos de la revolución de Ayutla. Estas 

dificultades no fueron las únicas tarnbién hubo de sortearse 

la ~al disimulada tensión entre el gobierno de Co~onfort y 
el grupo más avan~ado del Congreso. sin ctnbargo, los 

liberales lograron un.1 victoria i!inegable. 
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En la Constitución de 57 se resolvio la antinomia entre 

centralismo r federación; junto con el régirnen federal, se 

adoptaron los principios de la der.iocracia. Asf fue 

expresamente declarado en el nanif iesto del Congreso 

constituyente a la nación, el s de febrero de 1857. El 

documento fue redactado por Francisco Zarco y leido por él 
mismo a la Asamblea en esa fecha. Antes, en alocución 

preliminar, dijo que 11 habia sido honrado por el congreso con 

el encargo de redactar el manifiesto que debe preceder a la 

Constitución, que desconfiaba mucho de su trabajo y pedía 

que fuese examinado por la rnesa o por alguna comisión antes 

de darle a luz•. (15) 

El texto fue publicado con las firmas de León Guzmán en 

su carácter de vicepresidente del congreso y los señores 

Isidro Olvera y Antonio Gamboa, como diputados secretarios~ 

El manifiesto contiene algunas ideas que merecen especial 

comentario por cuanto muestran, algunos aspectos de la 

teorla que inspiró a la nayor1a de los representantes 

durante las largas controversias ocurridas en el Congreso. 

Aun cuando es evidente que las principales tesis del 

(15) Ibidern. 



docur:iento hallaron vivas oposiciones y reticencias en las 

agitadas sesiones de los diputados, las doctrinas que en él 

se exponen adquieren peculiar relieve en el propósito de 

comprender mejor las condiciones de esa época. 

La promesa del Plan de Ayutla, afirman los 

constituyentes, está cumplida. Los Est.:idos Unidos Mexicanos 

vuelven al orden constitucional. El congreso ha sancionado 

la Constitución más dcnocrática que l1a tenido la República; 

ha proclam~do los derechos del hombre; ha trabajado por la 

libertad; ha sido fiel al espíritu de su época, las 

inspiraciones radiantes Jel cristianiswo, a la revolución 

polltica y social a que debió su origen; ha edificado sobre 

el dogna de la sobera.nia del pueblo, y no para 

arrebatársela, sino para dejar al pueblo el ejercicio pleno 

de su soberanía. La soberania del pueblo, se dice en el 

~anifiesto, es una verdad luminosa e incontrovertible, de la 

que, a manera de prenis;t m.1yor del orden nacional, derivarán 

las instituciones, los poderes, la administración, las 

garantias individuales, la legislación secundaria y los 

cambios constitucionales. 

La Constitución de 1857, contemplaba a la Suprema Corte 

de Justicia con once ninistros propietarios, cuatro 

supernumerarios, un fiscal y un procurador general. Todos 

esos cargos tenfan una du~3ción Je sei$ años y eran 

designados por elección indirecta. 
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Las principales atribuciones que tenía enconendada la 

suprema Corte fueron: Las ültirnas instancias del juicio de 

amparo y las propias del náxirno tribunal de una federación, 

como lo son los conflictos de competencia y las 

controversias en~re entidades scber~nas. 

La constitución ?olític.:i de la República Mexicana 

aprobada el 5 de fC!brero de 1357, cnpezó a regir a partir 



del 16 de septiembre del mismo año, en que se instaló el 

primer Congreso Constitucional. 

Por Decreto de 20 d1._~ novier.ibre de 57, publicado el dia 

siguiente, el Congn~so declaró que la Suprema corte quedara 

integradu, de acuerdo con l.:i r.:cncionada Constitución, con 

los siguientes juristas: Presidente, Benito Juárez; 

ministros propietarios, Sa11tos Degollado, José Haria Cortés 

y Esparza, Miguel Let·do de Tejada, Manuel T. Alvirez, José 

Maria Lacunza, Ezequiel Montes, José Maria Hernández, José 

Maria Iglesias, José Antonio Buchcli, José Ignacio de la 

Llave; co~o supernumerarios Manuel Baranda, Gregario Dávila, 

Joaquin Angulo y Florentino Mercado; cor.io r.iinistro fiscal, 

Juan Antonio de la Fuente ~' procurador genera 1 León Guzmán. 

Mientras se instaló esta nueva Corte, continuó ejerciendo 

sus funciones la anterior, es decir, la nombrada por Juan N. 

Alvarez el 26 de noviembre 1855. 

El lo. de diciembre tona posesión como presidente 

constitucional el general Ignacio Cononfort. La reacción no 

se hi:o esperar, los conservadores se organizarvn en torno 

al Plan de Tacubaya, en la nadrugada del 17 de diciembre de 

ese mismo año se pronuncia el general Zuloaga, declarando la 

cesación de la Constitución que pocos neses antes habla sido 

pronulgada, ratificando a Co;:ionfort en 13 presidencia y 

anunciando un nuevo Congreso Consti tuyent.e; en la noche de 

ese rnisno d'.í.a ya habían sido enc.Jrcelados los presidentes 

del Congreso y de la Suprema Corte, sefiores Olvcra y Juárez, 

para entonces ya habian renunciado los r:ünist.ros de Estado. 

El 26 de enero de 1853 se publicaron, por bando solemne, 

cinco decretos, uno de los cuales abroga la Ley Jujrez de 23 

de r.ovie!:'ibre de 1855 1 regres.=do, en 01 ral7io judicial, a la 

situación que guardaba la vispcra de esa fecha, con ello se 

disuelve el Tribunal SL1perior d~l Distrito Federal, después 

93 



de un poco más de dos años de haber ensayado, por vez 

primera esta importante institución judicial de la capital 

de la República. 

Se inicia la guerra de Rcforna, la Corte deja de 

funcicnar y el presidente Ju5rez dispone, en Decreto de 22 

de noviembre de 1858, que los tribunales superiores de los 

estados ejcrZ.1.n las ttinciones que les correspondan tanto a 

la Corte, como .i los tribunales de circuito, en las 

entidades q11e fueron rPsidencia de éstos. 

Al término de la guerra, la Suprema Corte estaba 

prácticanente dcsintcgr.1.da, pues la mayoria de sus ministros 

hablan pasado ~ ocupar otros cargos, empezando por su 

presidente, l iccnciado Juáre:, quien, por mandato 

constitucion.11 pasó a ocupar la Presidencia de la República. 

Corrieron con sirni L.tr suerte o fallecieron los ministros 

numerarios: Santos Degollados, José Maria Cortés ~, Esparza, 

Miguel Lerdo de Tejada, Manuel T. Alvírc:. (que no aparecia), 

Ezequiel Montes, Jasó Maria Iglesias y José A. Bucheli, el 

ministro supernumerario Joaqui11 Angulo, el fiscal José 

Antonio de la Fuente y el procur~ctor general León Guzmán. 

Por tal motivo, el Congreso de la Unión, en Decreto del 

27 de junio de 1861, dispuso que de in~ediato se volviera a 

instalar la Suprema Corte con don José Maria Lacunza, don 

Manuel Baranda y don Flor('ntino ?·:creado, que las restantes 

plazas vacantes las cubrieran interinamente del propio 

Congreso y se con\'C'C'-1;;1 .'? P1Pccion ciE'l priner domingo de 

octubre del mismo ano para elegir presidente de la Corte, 

primero, tercero y sexto ninistros propietarios, tercero 

supernu~erario y procurador general. 

Efectivar.i.ente, t:>l presidente de la Corte era ya el 

titular del Ejecutivo Federal; don Santos Degollado hab1a 

muerto dos di.as antes; lo ::<iST'.'lO le sucedio .1 don Miguel 
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Lerdo de Tejada el 2:! de r:iayo de ese mismo año; don Ezequiel 

Montes nunca llegó a tonar posesión del puesto en la Corte y 
para ese entonces era diput~1do federal; León Guzr. . .111 en ese 

preciso momento era rni11istro de R~lJcioncs. 

Conforme a ese ~i~~o d0creto, el Congreso des1gn6 el 2 de 

julio i11terinanente a las siguientes personalidades: El 

general Jesús González Ortega cono presidente de la Suprema 

Corte y ministros Ju~'\n J. de la Garza en sustitución de 

Santos Degollado, Jase Maria Aguirre por José ~arla Cortés y 

Esparza, Fernando corona en lug3r de Miguel Lerdo de Tejada, 

Manuel Rulz por Manuel T. Alv1rez, José Maria Urquidi en 

lugar de Ezequiel Montes, Miguel Bl.Jnco para ocupar el lugar 

de José Maria Iglesias, José Maria Avila por José Antonio 

Bucheli, cor.io fiscal Pedro Escudero y Echánove, como 

procurador Francisco H. Olagulbel y COr:tO ministro 

supernumerario en sustitución de Joaquín Angulo se nombró a 

Joaquln Degollado. 

En ese Decreto de 2 de julio, publicado el dia siguiente, 

se dispuso que la suprena Corte se regirla, aparte de lo que 

dispusiera la constitución, por la Ley de 18 de mayo de 

1826. 

Cinco días después, el Congreso dispuso que el dia 

siguiente, o sea el dia s, rindieran su r:-otcst.J. lo!:> nuevos 

ministros }' ese nisr;¡o día qued~'Ha reinstalada la Suprema 

Corte. 

Posteriormente, renunció Escudero cor.io fiscal y en su 

lugar se nonbró a don Antonio Martínez de Castro; lo rüsr.io 

suceciio con el licenciado Manuel Ruiz, quien fue sustituido 

por do11 Guillerr.io Valle; de igual nanera dinitió José Maria 

Avila, siendo ree~plazado por Alonso Fernjndez, quien 

también renunció al poco tie~po, norbrándose en su lugar al 

licenciado Manuel Saavedra. Ta~bión renunció Miguel Blanco y 



ocupe la plaza don Manuel Oublán. Falleció ~:;mue! Baranda y 

por él <ontr6 Joaquin Ruiz. 

Por otro lado, las plazds que habían dejado vacantes José 

Maria Hernández (séptima propietaria) e Ignacio de la Llave 

(décimo propietario), no se ocuparon en julio del 61, sino 

hasta el 31 de enero de 1862 en que se no~braron para las 

mismas a los liccnci.1dos Bernardino Olmedo e Ignacio 

Mariscal respectivaTL'lent.c. En ese niisrno Decreto, se nombró 

fiscal al licencia.de na.ria no Maccdo 

supernuP.erarios, pri:':lero y segundo, 

Ma~celino Castafteda y Ponciano Arriag~. 

y ministros 

los 1 icen e L:idas 

Las elecciones previstas en el Decreto de 27 de junio de 

1861 para octubre del nisr:i.o a.ño, no se pudieron celebrar en 

toda la República, por eso el congreso federal, en Decreto 

de 4 de noviembre <le 1861 1 promulgado el d~a siguiente, 

dispuso que en oquellos lugares donde no se efectuó la 

elección antes dicha, ella se 11evar1~ a cabo entre el 

tercer doningo de cnei·o y prif.'ler dur.üngo de febrero de 1862. 

9.6 

cerno resultado de tal proceso electoral, el Congreso de 

la Unión, en Decreto de JO de mayo de 1S62, publicado el dia 

siguient~ con fundamento en la convocatori~ de 27 de junio 

antes ~cn~ionada, declaró que era p1·esidente titular de la 

Corte el c. Je.sus Gon::ále~ y r.iinistros 

constitucionales: pri:..ero Juan José de lJ G,1r::a, tercero 

Joaquin Ruiz., sexto Manuel RuL:, tercero supernumerario 

Guillermo \'alle y procurador general Antonio Florentino 

Mercado. 

Tres di::.s: .=espués se con\'OCJ.:on nuevas elecciones para 

nombrar prir.zcro y cuarto ninistros supernur:i.erarios de la 

Corte, aprovechando las ~is~as elecciones que se tenian que 

realizar para diputados federales. Dichas elecci0nes fueron 

ganadas p0r JuJn h~tonio de la Fuente \' X~nuel ~arla 



Zamacona, según Decreto de 25 de noviembre del propio año, 

promulgado al dia siguiente. 

El 9 de junio se nor..bran nuevos interinos: José Maria 

Urquidi en lugar de Jo.1quin Rui.:, Mariano Macedo como cuarto 

propietario y Joaquin Degollado por Florentino Mercado ql1e 

pasó a fiscal. Todavia el 11 de julio se nonbró al 

licenciado José Maria Herrera y Zavala en sustitución de don 

ManuP.1 Oublán, quien habia renunciado. 

El 29 de julio de 186:!, el presidente Benito Juárez, 

expidió el Reglamento de la Suprct:1~ Corte de Justicia de la 

Nación, que vino a constituir lo que llanarianos actualmente 

su "ley org .. "rnica". Este Rcg lancnto es e 1 texto t:1á.s 

importante (aunque deficiente) en que se norma el quehacer 

cotidiano de nuestro r.iáxir."io tribunal, a mediados del siglo 

xx. 

La Corte podia funcionar en pleno o en séllas. El primero 

se integraba con todos los ministros propietarios y 

supernunerarios, r:'l.i.s el fiscal y el procurador general; 

requerla un quórum de seis ninistros, y debla sesionar todos 

los dias hábiles, a partir de las 11:00 horas. 

El pleno era competente para conocer de los siguientes 

asuntos: 

I. Dar curso c~n su infor~c si l3s creyere fund~das, a 

las consultas sobre duda de ley que los tribunales de la 

Federación dirigieren al Poder Legislativo, no pudiendo 

éstas dirigirse sino por conducto de la suprema Corte. 

II. Decidir sobre las reclamaciones que se daban contra 

las providencias dictadas por el presidente de la misma 

corte. 
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ItI. Nombrar los dependientes de la misma. 

IV. Proponer tern.:i.s al supremo gobierno para el 

nombramiento de los jueces de la Federación, sus promotores 

y secretarios, cu~ndo éstos no se~n los mismos que de los 

Estados, e igualmente para el no;1brar:1icnto de los asesores 

de los tribunales si~ilares, y jl1eccs de letra del Distrito 

Federal. 

V. Conceder l icen e i.i.s a todos los comprendidos en la 

fracción anterior y ·" sus propios ministros, incluso el 

presidente, f isca 1 y procurador genera 1, para separarse de 

sus destinos por más de 15 d!as, dando cuenta al supremo 

gobierno. 

VI. Erigirse en un jurado para los casos en que lo 

previene la Constitución, y resolver sobre todos los 

incidentes que ocurran respecto de los reos que para este 

objeto hayan sido p~cstos a su disposici6n. 

VII. Desernpeftar todas las atribuciones que especialmente 

le cornetan las leyes. A partir de 1869 conocía de la segunda 

instancia en el juicio de anparo. 

Respecto a las salas, que eran tres, este Reglanento era 

bastante obscuro, no señílla corno se integran, ni cuáles eran 

sus atribuciones, pues sólo habla de la competencia de la 

prirnera sala, la cual se forn;:iba con: 

1. Los exár.ienes de abogados y escribanos, instruyendo el 

expediente respectivo. 

II. Los recursos de nulidad de sentencias que pronuncien 

las otras salas. Si el recurso se interpusiere de sentencia 

pronunciada por la prinera sala, conocera de él la sala que 

no estuviere i~pcd1da, integrada hasta por cinco ministros. 
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III. Las competencias entre jueces del Distrito Federal. 

IV. La tercera instancia de todos los negocios que le 

competen conforme a las leyes. 

V. L~s excusas y recusaciones con causa de los ministros 

de la misraa Corte, confor~e a las prevenciones de la Ley de 

de mayo de 1857. 

VI. Los dC'rr.ás r:egocios de que deb:t conocer contorne a las 

leyes vigentes. 

Habla del presidente de la Corte, de los ninistros 

semaneros, del f isca 1 y del procurador genera 1, de los 

secretarios y dem~s subalternos, as1 cono de prevenciones 

generales. 

Este Reglamento era r:my deficiente, pues como dec1a don 

Jacinto Pallares en 1874 "por esto tenemos que ocurrir a la 

Ley de 14 de febrero de 1826 vigente en su f.layor parte 11
• Por 

otro lado, las leyes reglanentarias de anp.:i.ro, fueron las 

que principalmente establecieron la ccnpctcncia del Pleno y 
las salas, ya conocieran del recurso de suplicación {1861) o 

de revisión (1869), correspondiendo este último conocer al 

Pleno. 

llsi la Corte se integraba con once ministros 

propietarios, pudiendo func :onar en pleno o c>n salas, 

habiendo tres de ésta.s, la prir..era se integraba con cinco 

ministros y era presidida por el presiJc11te de la Corte, las 

otras dos se cowpcnian de tres ninistros cada ur.~. Real~ente 

la rnayoria de los asuntos corr~spondian al Pleno y luego a 

la prinera sala. 
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Por Decreto de 2~ de enero de 1862, se cerró el Tribunal 

superior del Distrito Federal, volviéndose a encomendar el 

conocimiento de sus negocios a la Corte; vino la guerra de 

Intervención y después el triunfo de las armas republicanas, 

el Pleno de la Suprema Corte, en acuerdo de 10 de febrero de 

1B68, resolvió dejar de conocer dichos asuntos; el Congreso 

derogó el decreto de 24 de enero de 1862, ;:intcs citado, y 

dispuso que el Tribuna 1 superior funcionara de acuerdo con 

la Ley de 2J de novic~bre de 1855. 

Restablecida la Repúblic;:i, el presidente Juárez promulgó 

dos leyes que rcgla:-:-.entarcn el ar.pu.ro. L<i prinera, de JO de 

novicr..bre de 1861, se dictó apenas concluida lil guerra de 

tres afias, casi sin experiencia y es muy espaftola: La Corte 

sólo conocerla del apparo en grado de súplica y esto si las 

sentencias del Tribunal de Circuito revocabar. a las de 

primera instancia. 

El encabezado de dicha ley era: Ley Org.trnica de 

Procedimientos de los Tribunales de la Federación, que exige 

el articulo 102 de la Constitución federal, para todos los 

juicios de que habla el articulo 101 de la misr:ia. No se le 

llama Ley de 1\r:iparo, aunque ciertamente se trata de la 

prir:iera ley de ar.iparo. Trae ya toda la terr.iinologla 

caracterist1ca de estJ i11stituci6:~ pratcctcrJ de derecho~. 

Tar:ipoco se a lude para nada u los 11.inados padres del 

amparo: nadie los ha to~~do en cuenta, ni en esta ley, ni en 

el seno del congreso por el que pasó cono proyecto, ni por 

los restantes proyectos de la época (el de Pérez Fernández 

de 1857; el de Dublán; el de Pacheco y otros dos firmados 

por comisiones del congreso, del afio de 1861). No obstante, 

fue la primera 1 cy de ar..paro, la cual d'1 rá paso a una 

~odalidad procesal ~uy especial, ld de los juicios de 

ar.:paro. 
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Su importancia es enorme, no sólo por ser la primera 

entre las leyes reglamentarias del amparo, sino, además, 

porque se refiere ya a toda esa gama de puntos, que serán 

apasionadalilente controvertidos desde la vigencia de la misma 

hasta 1869. 

Esta primera ley obedeció a una profunda preocupación, 

tanto del poder legislativo co~o del ejecutivo de la época 

que va de 1857 a 1561, en que se prornulgó dicha ley. 

Consccuenc ia de esta preocupación y propósito fueron los 

cinco proyectos que se llegaron a plante1r ~ntes de que el 

último, o el quinto terl:'linara su proceso legislativo y se 

convirtiera en ley. 
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Esta influencia admitida por sus respectivos autores, 

unida a la circunstancia de querer, en yeneral, todos ellos 

reglamentar un mismo articulo y bdjo unas directrices bien 

predeterminadas, corno es el ~rtictilo 101 e11 función del 102, 

los hace aparecer bastante homólogos y semejantes, 

contribuyendo asi a precisar mejor la naturaleza de la ley 

que, final~ente se pronulgó. 

En esta ley, se encuentra ra la terrninologia clásica, o 

que será clásica en el amparo: la parte agraviada, el 

quejoso; la autoridad responsable; la demanda de anparo, la 

solicitud de arparo ~· prc~c2ció:~; la justicid federal ampara 

y protege, cte. Con todo, los autores de estos proyec~os no 

aluden al juicio de a;:-.paro, o ley de amparo, como sucederá 

más tarde. 

Se tiene expresa conciencia, de estar copiando el modelo 

estadounidense sobre este p3rticular. No nenciona11 para nada 

los 11.i.wados p.1dres del amparo, ni siquiera los 

documentos considerados co~c el origen de dicho arnparo 

(Constitución Yucatec.J de 18-10; Proyecto de la Minor!a de 

1842; Ji.eta de Refornas de is.;7¡. 



La práctica judicial que tratan de adaptar a México 

consiste, en esenciu, en atribuir al poder judicial federal 

la facultad de declarar sobre la inconstitucionalidad de las 

leyes o actos que resulten contrarios a la constitución en 

aquel preciso supuesto que se reclame, sin hacer una 

declaración genera 1 respecto al acto reclamado, los efectos 

de la sentencia sólo benefician a los q1ie hubieren litigado. 

La instancia ante la justicia federal, a este respecto, 

recibe el nombre de juicio de .:l;::p.1ro 1 recurso de ar.iparo, 

de~anda de ~mparo, o solicitud de amparo y protección. Por 

otro lado, la justici<i federal deberá limitarse también a 

amparar y proteger al individuo reclamante, de donde muy 

probablemente, habida cuenta de que ya existia esta 

terminología entre los abogados y la jurisprudencia (como 

los amparos posesorios, etc.), se toma el nombre que 

singularizará .1 cstC1 prflctica: Juicio de Amparo, o Amparo 

Mexicano. 

Desde otro punto de vis ta, se aprecia la permanente y 

habitual refcrc11cia en todos los proyectos, incluso en los 

textos y constituciones precedentes, de la materia sobre 

responsabilidad, o del juicio de responsabilid~d, como se le 

deno~ina: acornpafiando, co~plenentando, o subsidiando a esta 

institución que procuran adaptar a ~~xico, al amparo. 

En últir..o tér;:¡ino, ne. se co:::prender<~ c,11Jalricnte ni el 

origen, ni la naturalez.:l del juicio de anp.1ro, sin hacer la 

justd referencú1 al juicio de responsabilidad; dicho juicio 

trata del si stena de responsabilidad de origen gaditano, 

basado fundawenta lrnen>:c en lll ley de 2 4 de :-:-. .:.~ rz o de 1813, 

que es la que aplica. la jusLicL1 federal en Juicios de 

amparo incluso durante casi todo el siglo plisado. 
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En los articules siguientes tenemos el establecimiento de 

la competencia de la corte en materia de amparo, da la Ley 

de 1861: 

Articulo 16. - Los tribunales de circuito, en todos los 

casos en que conozcan conforme a esta ley, decidirán dentro 

de quince dias de haber recibido el juicio, oyendo a las 

partes verbalmente o por escrito, en el acto de la vista. 

Articulo 17.- Si la sentencia de vista fuere confort'le con 

la de primera instancia, C.1Usará ejecutoria¡ pero si la 

revoca o madi f ica, scrj supl icable., sierapre que dentro de 

cinco dlas se interponga el recurso. 

Articulo 19.- Admitida la súplica, la Sala de la Suprema 

Corte a quien toque resolvc:::á con vista del juicio y citadas 

la~ partes, dentro de quince di.:i.s, sin que contra esta 

determinación pueda usarse de otro recurso que el de 

responsabilidad, en el único caso de infracción notoria de 

la Constitución y leyes federales. 

Fue por eso la segunda ley la de verdadera importancia. 

Don Benito Juárez la anunció en su r..ensaje al Congreso de 16 

de septic~bre de 1868 y volvió a ocuparse de ella en su 

discurso del :?l de enero de 1869, al d!a siguiente de que 

habla promulgado la ley. Don Xanuel M. Zaf.'acona, en su 

respuesta al Presidente de la República, Jij0: ''La Các~ra ha 

tenido, por lo menos, la s~:isfacci~n de expedir, reformada, 

bajo las inspiraciones de la experiencia, la más importante 

de todas las leyes orgánicas, la que sirve de garantía a 

todas las garantias de la Ccnstitución'1
• 

Tras de ~ucha reflexión ~quel 11t&rrino Congreso, que tan 

cercano estaba aún del Constituyente de 1857, hizo en el 

artículo 80. de su ley, est,1 enf.:!tic.J declaración: "No es 

adnisib¡e el recurso de a~paro en negocios judiciales••. Sin 
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embargo, tres meses escasos habían transcuri-ido Clhlndo el 29 

de abril de 1869 la Corte, en una resolución de lineas, 

sin mayor elaboración, it.1.plicitar.iente declaró 

inconstitucional el precepto. 

En el periódico de legisla...-:ión jurisprudencia El 

Derecho, correspondiente ul s de rnayo de 1869, aparecieron 

los detalles del asunto: el tribunal superior de Sinaloa, al 

revisar una se11tenci,1 de don Miguel \'cga, juez. de Culiacan, 

no solar.iente la. revocó, sino quL"', aplicando una norma 

española, vigente en ese Est,1do, lo r>.ultó y lo suspendió no 

sólo co~o )ue: sino ta~bién cc~o abogado, por ''haber fallado 

en contr.1 del texto expreso de una ley". \'t:-g.::i ocurr io en 

a~paro invocando la violación de los articules ~ y 20 de la 

Constitución, y el jue;:. de Distrito de Culiacán se negó a 

abrir el juicio fund.'1ndose en el texto de la ley de 1869. La 

corte revocó esta decisión por mayoría de un voto, dio 

entrada a l.::i dem.JndJ y el 20 de julio de 1869 amparó al 

licenciado Vega. 

Desafortunadamente Pl Congreso, rnejor dicho su Sección 

del Gran Jurado, de la que era secretario Justo Benttez, 

respondió al error de l~ Corte con otro nayor, pretendiendo 

abrir proceso a los siete ninistros de la rnayoria, cuando lo 

lógico hubiese sido que dictase una ley que permitiese 

revisar, :.:ediante un proccdi;;iiento d~'."E'ts::. dt.:l amparo, las 

decisiones de. \C's tr .:..bi...:nales loca li::.:-s en caso.s dn .~':entados 

cc~o el que sufr10 Vega. Se~0J~11te ley h~bria sido 

perfectar:iente co;,patible con el articulo 100 de la 

Constitución y habría ade:::as perr.iit1do <lpro\'echar el rico 

caudal de la jurisprudencia norte.:ir.-.ericana, tan cara a los 

legisladores de ISS/. Otro canino, por supuesto, hubiese 

sido que el Congreso in1ci.1se 1.1 nodificación de la Ley 

suprema. 
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En cambio, procediendo como lo hizo, la Sección del Gran 

Jurado provocó que no sólo los siete ministros acusados, 

sino todo el cuerpo reaccionase con dignidad y energía. 

En un documento suscrito por el magistrado Ignacio 

Ra~!rez y dirigido a los secretarios del congreso, apoyó la 

negativa de los acusados para cor.iparecer ante la Comisión 

del Gran Jurado, con estas ~cnorablcs y justas palabras: La 

Constitución Federal reconoce cono principio fundamental de 

nuestras instituciones pollticas, la independencia de los 

supremos poderes de la Federación, y tal independencia 

faltaria desde el rnonento en que uno de esos poderes se 

constituyese en jue: dL~ otro. La acusación infringe este 

precepto constitucional con el hecho de pretender que el 

congreso so erija en juez de la suprem~ corte de Justicia. 

Esta infracción es evidente porque lo qu~ sirve de materia a 

la acusación es un acto de dicha Corte ejercicto dentro de la 

órbita de sus facultades constitucionales cowo Supremo Poder 

Judicial de la Federación. 

Asi continuaron las cosas hasta la pronulgación del 

Código de Procedimientos Federa les de 1897, en que 

reglamentó la organización y funcionamiento de todo el Poder 

Judicial Federal. 

En cuanto a los juzgados de distrito y tribunales de 

circuito, fueran suprinidos y restablecidos en varias 

ocasiones, con motivo de nuestra atormentada vida 

constitucional, hasta que se les rcsti tuyó def ini ti varnente 

en la Constitución Federal de 1857 por decreto de 5 de 

noviembre de 1863. 

La reforma de 22 de m~yo de 1900 al articulo 91, dispuso 

que la integración de la Suprer.1 Corte serla de quince 

j':'linistros que funcionJb.:rn cr. tribunal pleno o en salas de 

acuerdo con la ley orgánic.'.1, y suprinió los cargos de 



fiscales y de procurador como integrantes de la propia 

Corte. 

En 1857 se dio un paso atrás en un punto capital para la 

independencia judicial, defendida con gran dignidad por la 

suprema Corte; se derogó el texto 1824, seqún el cual los 

individuos del alto cu~rpo de justicia "serian perpetuos en 

sus destinos". En 1857 se limitó su encargo a seis años, sin 

que el precepto r.1ereciera el honor de un debate en el 

congreso, por una ma}'orla abrumadora. Y terrainó la vigencia 
del venerable código sin que se restableciese la 

inamovilidad por la que l uch.:iron a fin es de 1 siglo pasado 

nuy ilustres mexicanos, entre elles Guiller~o Prieto y Justo 

Sierra, que en su discurso en la Cjmara de Diputados del 12 

de diciembre de 1893 pronu11ció estas en~rgicas palabras: Soy 
yo quien hace algunos meses dijo que el pueblo mexicano 

tenia hambre y sed de justicüi., el haber firmado la 

iniciativa en que se consultaba la independencia del Poder 

Judicial, suprema garantia de los derecl1os individualc~, no 
será nunca, no será janás, un acto de traición a la 

constitució11 de 1857. 

La interpretación del l'\rtículo 1.; que triunfó en 

definitiva, llevaron causas nu)· profundas de carácter 

económico, po 1 í t ice y cultural, entre estas úl tir.ias el auge 

del positivis~o filosófico que llevó a Rabasa a escribir en 

su monografia de 1906 estas desoladas palabras: 11 Lo malo es 

que no saber..os cuáles son los derechos naturales del 

hombre 11 • (16) A no ser por es'!s c:i.usl\s, habría sido absurdo, 

que la St1prema Corte restableciese el centralismo en Qatcria 

judicial, con una extensión que no soñaron los autores de 

las siete ley~s de 1636, ni los de L::i..s Boscs Orgánicas 

suntanistas de 1853. 

(16) La Constitucion, la Suprer.-..1 Ccrte y los Derechos 
1iumanos. Ob. cit. pag. 130. 
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Tanto aquéllas como éstas haclan de la Suprnma Corte (que 

durante breve plazo perdió hasta su nombre de origen 

anglosajón, para tor.iar el t"!5.S castizo de Tribunal Supremo) 

cuerpo con 

definitivas 

competcnci~ 

de los 

para revocar las 

tribunales superiores 

sentencias 

de los 

departamento~. pero solar.,ente a tr.:wés del viejo recurso 

extraordinario de nulidad. 11 Recurso que en México, estuvo en 

vigor en materia federal hasta que el Código Labastida lo 

suprimió sustituyéndolo por la casación, entre ot:os 

motivos, dice la Exposición prelininar, par el muy 

iTI'portante que la nulidad sólo rc:-:112dia, según la ley de 4 de 

mayo de 1857, las infracciones del procedimiento". (17) 

En 1908, contra la opinión solitaria, del jurista 

chiapaneco don \lictor Manuel Castillo, la Comisión Redactora 

dijo que, con la extensión que el ar.i.paro habia tomado, la 

casación era inútil ya, y la suprinió. 

De modo que. a partir de entonces se creó la situación 

extrañisima de que nuestra Suprema Corte, siendo el primero 

y el más ir.:portante de los tribunales federales, no podla 

intervenir, durante los últir..os años en que estuvo vigente 

la Constitución de 1857 1 en ningún caso de aplicación de 

leyes federales, salvo a través del ar.iparo por queja de un 

particular. Es decir que si, por ejenplo, en un proceso 

penal un Tribunal de Ci~~ui~o declaraba inconstitucional que 

una ley castigase el horücidio con pena corporal o si un 

Tribunal de Circuito en juicio diverso del amparo declaraba 

inconstitucional la ley de aguas, o la de I':linas, o una ley 

fiscal, no habla manera, después de 1908, para que una 

resolución as1 pudiese ser revisada por la SupreI':la Corte de 

Justicia. 

(17) Id. págs. 130-lJl. 



En 1909, sc publica el Reglámento Interior de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, en el que se estableció: 

(art. l) El Tribunal del Pleno se formará con todos los 

ministros que integran la corte, o con sólo 9 de ellos para 
que funcione con la asistencia del Secretario. 

{ñ1·t. 2) si faltare el Presidente de la Corte, presidirá 

el Tribunal Pleno el Ministro no¡;¡brado al efecto, o si 

excediere la !alta del Presidente de 15 dias, el Ministro 

rnás antiguo de los presentes en el orden de la elección. 

{art. J) las elecciones de Presidente de la Corte y de 

los Ministros que dcb~n integr.1r l.:1S Salas, así cor;;o la 

designación de las Co::üsiones Ferr:ianentes. se ! levarán a 

cabo el último día del r.:es de r..ayo de cada año, por 

escrut3nio secreto. 

(art. 17) el secretario dar,1 cuenL1 de los negocios en el 

siguiente orden: comunicaciones de 

Unión; de los poderes de los 

los otros poderes de la 

estados; de los demás 

funcionarios públicos; peticiones de particulares, en el 

orden que designe el Preside11tc; Proposiciones de los 

Ministros de la Corte. 

(a:-t. 18) el presidente dictar~~ en cada cuso el trár.iite 

que ccrrcspcr.da; y si hubiere incontorn1dild por parte de 

alguno de los Ministros, se sujetará el punto a discusión, 

en la que podrán hacer uso de la palabra aquéllos, en el 

orden que lo soliciten. 

(art. 53) el Tribunal Pleno tendr.5 las siguientes 

Comisiones Per:71anentes: Un Ministro de ternas, un ministro 

inspector de secretarias y archivo, un ninistro inspector de 

bibliotec-.1, un r.11nist.rv inspector de estadistica, un 

ministro director del ''Semanario Judicial de la Federación''· 
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(art. 54) el Tribunal Pleno podrá nombrar las comisiones 

especiales o accidentales que estime necesarias. 

(art. 66) son atribuciones del Presidente de la Corte: 

Llamar a los Ministros que estén go:ando de vacaciones y a 

los que, sin imposibilidad de asistir a las sesiones, 

disfruten de licencia, sieraprc que sean necesarios los 

servicios de aquellos. 

Nombrar l.J.s comisiones especiales que se requieran. 

- Comunicar a los otros poderes de la Unión y a los de 

los Estados la elección del Presidente de la corte que le 

suceda en el ejercicio de este encargo, asi como el ingreso 

de nuevos Ministros. 

Vigilar el cumpliraiento oportuno y exacto de los 

acuerdos del Tribunal Pleno. 

- ltacer ante el Tribunal Pleno, al concluir el periodo de 

su encargo y después de celebrarse las elecciones, una 

reseña cstadlstica de los trabajos ejecutados durante dicho 

periodo, informando sobre el estado de la administración de 

justicia en el orden federal. 

(art. 83) concluido el acuerdo pleno, se forr.ia.rán las 

salas para el despJ.cho de los negocios de su competencia. 

{art. 88) al señ3.larse dia para la celebración de una 

vista, debe hacerse el estudio del negocio, ya sea por 

alguno de los ~ier..bros de la sala o por el propio presidente 

de la r.iis::-ia. 

{art. 101) .J.ntes de proced~rse a la votación, la Sala se 

impondr.i. del estudio que, de sentencia en forma, deberá 
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presentar el Ministro comisionado para tal efecto, según el 

articulo ss. 

(art. 108) las vistas serán públicas, a excepción de los 

casos en que la Sala determine lo contrario por algún motivo 
justificado. 

(art. 109) en toda sentencia se expresar~'\ quien fue el 

ministro ponente. 

(art. 118) habr~'í. secretarias, que respectiv.1rnente 
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estarán adscritas a las Salas de la Corte. 

{art. 119} los principales funcionarios y empleados de 

corte serdn: secretarios, oficiales rnayores, oficial de 

partes, oficial adscrito al Presidente de la Corte, oficial 

biblio~ecario o de libros, oficial archivero, oficial de 

estadistica, escribano de diligencias. 

El Constituyente de 1917, intentó corregir ese grave 

error del Código de 1908 restablecie11do el recurso de 

súplica en materia federal. Supuesto que el artículo 100 de 

la Constitución de 1857 1 habla sido prácticamente ignorado 

durante nedio siglo, los consejeros juridicos de don 

Venustiano carranza, pues en aste punto los constituyentes 

no variaron el Proyecto del Priner Jefe, pensaron que ya no 

debía dejarse a la di::crcción w2 los legisladores 

ordinarios, que la Suprema Corte fuera tribunal Je apelación 

o de Ültima instanciJ, sino que impusieron que lo fuese de 

tercera instancia, es decir, de súplica o ''alzada de 

revista", de acuerdo con la legislación española que los 

abogados con más de veinte años de ejercicio profesional 

conoci.:rn bien. 

Oesgraciadanente, ningún articulo de la Carta Magna, tuvo 

tan nala fortuna en la Suprema Corte como la fracción I del 



articulo 104, que tampoco salió de Querétaro con una 

redacción muy feliz, pues quiso abordar tres temas diversos 

con muy pocas líneas, a saber: 

l. Oa.r competencia a los tribunales federales, en las 

controversias del orden civil o penal, derivadas de la 

aplicación de las leyes federales y de los tratados. 

2. Dar jurisdicción concurrente a los tribunales de los 

Estados, cuando dichas controversias sólo Comprometiesen 

intereses particulares, es decir, fundamentalmente en los 

juicios mercantiles, y 

3. Definir (eliminando una de las alternativas que 

contemplaba la Constitución de 1857) que la suprema Corte 

seria tribunal de tercera instancia. en materia federal. 
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La corte interpretó esos sencillos preceptos, en cinco 

formas distintas durante los escasos quince años en el que 

el texto inicial estuvo en vigor: en un sentido en 1917; en 

otro en 1919; vuelve en 1922 a la jurisprudencia inicial; la 

cambia en 1928; vuelve en 1928 a la de 1922; en 1929 (al 

dividirse la Corte en Salas) regresa a la de 1917, para 

finalmente en 1930 volver a la tesis de 1919, según la cual, 

la súplica solamente procedía en negocios mercantiles. 

"La suprema Corte, como el rnás alto de los tribunales 

federales puede y aun debe intervenlr en el conocimiento de 

los asuntos a que alude el articulo 104 constitucional. 

(Exposición de motivos de la Ley orgánica del Poder Judicial 

de la Federación de 27 de agosto de 1934, págs. 8,9)". (18) 

En tanto que la jurisdicción de la Corte presenta los 

graves vaclos que ha señalado en sus tareas especificas como 

(18) Id. pág. 137. 



tríbunal federal, en otras áreas que ni los constituyentes 

de 1824 ni los de 1857 quisieron darle, la centralización de 

la justicia, la sit.uación, lejos de haberse aliviado en 

1917, se agravó con la redacción que los Constituyentes de 

Querétaro dieron (i. los a.rticulos 14 y 107 1 que vinieron a 

consolidar las equi\'oc.1d~1s tesis que prosperaron en la corte 

a la salida de Vallarta. 

Se quiso volver a la inarr.ovilidad a partir de 1923 y que 

la Cartef al igual que en Estados Unidos, fuese más pequeña, 

aunque no tan pequeña como la propuso don Venustiano 

carranza (once ~inistros, sin que formase parte de ella como 

antes el Procurador de la República}, y que funcionara 

sie~pre en pleno. 

Con la aparición del Reglamento General de la Suprema 

Corte de Justicia de i..a Nación y de varias de sus 

dependencias, del 6 de abril de 1923, se cst~blecia que: 

(art. 1) la Corte funcionará en Tribunal Pleno y sus 

sesiones serán por regla general públicas. 
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(art. 2) la Corte deterr.ünará los casos en que deban 

celebrarse las sesiones secretas. 

{art. 3) los ttinistros y secretarios autorizarán con 

firna entera las sentencias; los autos y decretos serán 

autorizados con la rúb~ica del Presidente y ~edia firma del 

s~cre~arío; en la mís:'.'la forma se autorizarán los ocuerdos 

administrativos. 

(art. 18) los lunes primero y tercero de cada nes, se 

dar~ cuenta con los asuntos de cor..petencia; ~l segundo y 

cuarto lunes se ocup~rán en el despacho de súplica; los 

miércoles se dedicarán a la resolución de excusas y quejas: 

los viernes, se infor~ará con incidentes de suspensión, 



improcedencia y sobreseimientos fuera de audiencia; los 

martes, jueves v sábados, se tratarán juicios de amparo en 

revisión y directos en cuanto al fondo~ 

(art. 19) habrá dos secretarios auxiliares encarga.dos de 

informar con asuntos penales, dos con ar.iparos 

administrativos y dos con ar.iparos civiles. Un secretario 

auxiliar dará cucnt.:i con sUplicas. El Oficial Mayor de 

A.cuerdas presentar~i para sus resoluciones ant(> el Tribunal 

Pleno, las quejas en ~1r:-:paro, excusas, cowpetencias, juicios 

civiles, y controversi.=~s constitucion<1les. Los oficiales 

mayores, por tt1rno infor~aran con incidentes de suspensión, 

improcedencias y sobrcseit",ie~1tos, fuct·a de audiencia. 
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En 1928 el candidato t.riunfante 1 en realidad presidente 

electo, Obregón <1.nt.c: el alud creciente. de negccios propuso 

aut1entar el núnero de .-,inistros y dividir el trabajo de la 

Corte en Salas, deJando a la Corte en pleno col conocir:iiento 

de los negocios de su Jurisdicción e~clusiva. Radujo también 

l~ gari1ntia de ín.J:-:".o\'ilidad al autoi-izar al Ejecutivo para 

pedir al Congreso lu re:-:icción de r::agístrados y jueces, 

incluyc.nJo l.J. de los :7itnistro$ de la corte, .. por r.iala 

conducta'', aunque no hayan cc~ctido un delito que amerite 

que la Ciinara de Diput~dc:s los acuse y el Sen'3do los condene 

y los separe. 

En 1934 el presidente electo, Cdrden.1s 1 propuso, y el 

Congreso aprobó 1 volver a.l siste~a de la constitución de 

1857, en cuanto a lirütar a seis año$ 1'1 duración del 

encargo de los ;i:-:i~stros y obtuvo la creación de una nueva 

Sala para los asuntos del trabajo. Se acababa con una 

salvdguardia tradicional de la independencia judicial y se 

perseveraba en la idea equivcc2.d.! de aur.:entar el núr.iero de 

salas, de fraccionar ~1 la Corte, en ve: de buscar rer.iedios 

de fondo. 



Es mérito del presidt?nte Avila camacho haber restablecido 

la inamovilidad, y de su Procurador, don José Aguilar y 

Maya, luchar contra la 11rnitificación" del amparo, que 

ar:ien~'liZdba su supervivencia. No llevaba un mes el nuevo 

gobierno cuando el Procurador encargó :t. den José He1·nández 

Delg~do que redactara u11a iniciativa, que no llegó a 

presenta1·sc por la oposición de un en6rgico p1:csidente de la 

Corte, don S~!vador llrb1n~. Este indicó al Presidente de la 

República que rcnunciaria si se aprobaba esa iniciativa, que 

pedia fac11ltar al Congreso para distribuir la competencia en 

amparo entre los diferentes tribunales federales, reservando 

al Tribunal Suprer:':o los C.:\sos que plantea~c:.r!n ci.~cstiones 

constitucionales y no de sir.iple control de la legalidad, 

adenjs de otros que por su importancia las 10~·es ordinarias 

le cncargdran. 

Como todos los abogados mexicanos saben, aquella 

frustrada iniciativa de dicianbre de 1940, fue sólo el 

primer episodio de un esfuerzo de casi ·~·einte af1os que, no 

termina tod~via, p:tr.J. aliviar a l.:i suprena Corte de lo 

~ccundar10 v1goriz.1r su jer.1rquL1 ccnsti tu..::ioihtl y su 

función de reguladora, no de todo el sistcna federal, pero 

si de una i~portante porción del nisno. co~o el propio don 

SJlvador Urbina definió en su sentencia cljsica de 1927. 
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CAPITULO III 

LA CONSTITUCION DE 1917 

A) REDACCION ORIGINAL 
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La Revolución Mexicana de 1910 no er;¡ergi6 del vac!o 

ideol6gico, sino que representa un eslabón derivado de la 

formación pol!tica del pueblo r.i.e~icano, mostró dos cauces de 

protesta que habrían de perfilar los aspectos del régimen 

institucional al que dio origen. Por un:i. p.1rte, lu reiteración de 

los principios de la der.:ccr<ici.:i liberal; po:r la otra, la 

exigenci~ de un canbio substancial en el orden económico sccial. 

La idea dc convocar .1 un congreso constituyente que 

incorporara a nuestro régimen juridico-politico las ideas de la 

Revolución, surgió del r.:.oviniento consti t.ucional i sta encabezado 

por Carranza, éste se levantó en arrnas en 1913 contra el 

usurpador que se li<in.aba F'¡"esidcnt.e de la República¡ su 

concepci6r1 fue qlJ~ las entid~des federativas te:1ian la obligación 

de defender la ley fund.:inental )' el ró.:j'ir:'len fede!'"al r idea que 

proviene del acta de refornas de 1847. 

El sistepa federal en nuestra historia fue una idea politica 

que s2 convirtió en pensar.iicnto de lucha y acción que triunfó y 

ayudó a conforr.iar la constitución r.:exicana, pronulgada el 5 de 

febrero de 1917, y que en su esencia y linear:-.icntos sobre el 

s!ste~a fed~ral s1aue a su antecesora. 

Una nota que curact.erizb al Cc1ngreso Con~ti tu yente de 1916-

1917 fue su raiga~bre populJ.r. La .:-i.saJ.,blea de Q:..ierétaro se 

diferencia en ello del Congreso Constituyente de 1856, el cual 

mostró una evidente aristocr3cia intelectual en el tono y 

refinaniento de sus debates. Los constituyentes qucretanos quizá 

no igual,1ron en erudición a sus ant12cesores, pero sus labores 

parecen haber estado ~js ~strecha~ente ligadas a las inquietudes 

populares del ~omento. 

Asi, llega?i'.OS a la redacción original de nuest.ra C.irta Magna: 



CONSTITUCION VIGENTE 
Art. 94.- Se deposita 

el ejarcicio del Poder 
Judicial de la Federación 
en una Suprem~ Corte de 
Justicio, en tribunales 
colegiados y unitarios de 
circuito y en ju~gados de 
distrito. 

La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación se 
compondrá de veintiún 
ministros numerarios y 
funcion~rá en Pleno o en 
Salas. Se podrá nor:1brar 
hasta cinco r:1i.nist.ros 
supcrnm:i.C>rar i os. 

En los t6rm1nos ~n que 
la leJ.1 disponga, las 
sesiones del Pleno y de las 
Salas serán públicas, y por 
excepción secretas en los 
casos en que .J.Si lo c:-:ijan 
la mor.11 o el interCs 
público. 

La co¡::pcten..: i,1 de la 
Suprema Corto, su 
ft1nc1on~nicnto en Pleno y 
Salas, la cornpete11c1a de 
los tribunales de circ: .. tito 
y de les ju=gados de 
distrito y las 
responsabilidades en que 
incurr~1n los servidores 
públicos del Poder Judicial 
de la federación, se 
regirán por lo que 
disponga.n las leyes, de 
confornidad con las bases 
que esta Constituc-ion 
cst.1blece. 

El Pleno de la ~ur1rc~a 

Corte determinara el 
nui:".ero, 
cir.:u.itc.s 
territot-ial 

división on 
j.,_1:-i~dicción 

y 
esp~~i"li:ació~ pcr ~ateria 
de los tribunales 
colegiados y de circuito y 
de los ju=gados de 
distrito. 

El propio Tribun~-d en 
Pleno estará facultado para 
emitir acuerdos generales 

CONSTITUCION DE 1917 
Articulo 94.- Se 

deposita el ejercicio del 
Poder Judicial de la 
Federación en una Suprema 
Corte de Justicia y en 
Tribun.Jlcs de circuito y de 
Di::>tri to cuyo número y 
atr·1buciones fijarh la ley. 
La Suprema corte de 
Justicia se cor.ipondrá se 
once ministros y funcionará 
siempre en tribunal pleno, 
siendo s~s audiencias 
públic.Js, e:-.:ccpción hecha 
de los casos en que la 
mor.:11 o e 1 i nterós público 
asi lo cxig ieren, debiendo 
celebrar sus sesiones en 
los periodos y tórminos que 
establezca la ley. Para que 
hJ.ya ses i611 en la Corte se 
necesita que concurran 
cuando Denos dos terceras 
partes del núracro total de 
sus nicrnbr,"1s, y las 
resoluciones se tomdran por 
rna~•oria absoluta de votos. 

Cada uno de los 
ministros de la suprema 
Corte designados para 
integrar ese poder, en las 
próxinas elecciones, durará 
en su encargo dos aftas; los 
que fuer~n electos al 
ter~inar este primer 
periodo du~ará11 cuatro afias 
y a partir del afio de 1923, 
los :-:inist?:os de 111 Corte, 
los ~~gistrados de Circuito 
\' los Juc-ces de Distrito 
Sólo podr.ü1 ser removidos 
cu~ndo observen mala 
co11ducta y previo el juicio 
de responsabilidad 
respectivo, <.1 menus yue les 
magistrados ~· los jueces 
sean pr0Ino\'H10~; a gL-~1do 

supL:r1or. 
El Dis~0 precepto 

regir.1 en le ql:c fuere 
aplicable dentro de los 
periodos de dos y cuatro 
afias a que hac~ ref crcnci~ 
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a fin de lograr, rnediante 
una adecuada distribución 
entre las salas de los 
asuntos que conpetd co11ocer 
a la Suprer.i.a Corte de 
Justicia, la r:tayor 
prontitud en su despacho. 

La ley fijar~ los 
términos e11 qLlC sea 
obligatoria la 
jurisprudc11cia que 
establezcan 10s tribunales 
del Podrr Judicial de la 
Federación sobre 
interprct3ciór. de la 
constitución, leyes y 
reglamentos federales o 
locales y tratados 
internacionales celebrados 
por el Estado rnexicano, asi 
como los requisitos para su 
interrupción y 
r:10dif icación. 

La rer.i.uneración que 
perciban por sus servicios 
los :ünistros de la Suprema 
corte, los magistrados de 
circuito y los jueces de 
circuito y los jueces de 
distrito, no podrá ser 
disminuida dur~nte su 
encargo. 

Los ~inistros de la 
Suprema Corte de Justicia 
solo podrán ser privados de 
sus puestos en los tér~inos 
del Titulo cuarto de esta 
Constitución. 

Art. 95- Para ser 
electo ~inistro de la 
Suprena corte de JustiGia 
de la Nación, se necesita: 

I. Ser ciudadano 
~cxic3no pcr n3ci~icnto, e11 
pleno ejercicio de sus 
derechos politi~os 
civiles .. 

TI. No tener ~js de 
sesenta y cinco ~fios de 
edad, ni cenos de tre~n:~ y 
cinco, el dia de la 
elccciór.. 

este art1culo. 

Articulo 95.- Para ser 
electo ~inistro de la 
Suprena Corte de Justicia 
de la Nación, se necesita : 

I. Ser ciudadano 
rn~x1cano por naci~iento, en 
ple110 ejercicio de sus 
derechos politices y 
civiles. 

II. Tener treinta y 
cinco aílcs cu~plidos el dia 
de 1.1 elección. 
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III. Poseer el dia de 
la lección, con antigüedad 
minima de cinco años, 
título profesional de 
abogado, expedido por la 
autoridad o corporación 
legalr.;cnte facultada p .. lra 
ello. 

!\". Go2L1r de buen'1 
reputa e i 611 y no h.:ibe:::- sido 
considerado par delito que 
amerite pena corpor~l de 
r.i.(1.s de un .-iño de peisión¡ 
pero si se tratc)re de robo, 
fraude. falsificación, 
abuso de confianza u otro 
que lastime scria~ente l~ 
buena f .xna en e 1 concepto 
público, inhabilitar;) para 
el cargo, cualquiera que 
haya sido la pena, y 

\'. Haber residido en 
el país dor.:rnte las últír:.os 
cinco años, sa1vo el .:dSO 
de ausencia en el scr\'icio 
de la RepUbl ica por un 
tiernpo t\enor de seis r:-.cs2s. 

Art. 96. -Los 
nornbra~icntos de los 
T:linistros de la Suprer.".a 
Corte serán hechos por e 1 
Presidente de la Repüblica 
y sometidos a la aprobación 
de la Cámara de Senador0s 1 

la que otorgará o negar¿ 
esa aprobación dentr-o del 
ir.tprorrogable térnino de 
diez .:Ha!O. Si la Cái':\;n·a no 
resolviere dentro de dicho 
térraino se tcndrjn por 
aorobados los 
n~abra~ientos. S1n la 
aprobación del senado no 
podrán to:':1ar posesión los 
magistrados de la Supreraa 
corte nC',r;-.b!·adcs no?· r:! 
Presid~~tc ~d la Re~úbl:ca. 
En el cas0 de que la Cj~~r~ 
de Sen~jor~s no apruebe dos 
no~bra~ientos suc0sivor 
respecto di: l.1 ;:;1s~a 

vacante, el Presidente de 
¡a Rerúblicñ harj un tercer 

III. Poseer titulo 
profesional de abogado, 
expedido por la autoridad o 
corporación legul~ente 
facultada para ello. 

I\'. Gozar de buena 
reputación y ne haber sido 
condenado por delito que 
a~erite pen~ corporal de 
nás de un año dt:;, prisión; 
pero si se tratare de robo, 
fra\1dc, falsificación, 
3buso de confianza u otro 
que lasti~e seriament~ la 
bllen:l forr,,\ en el concepto 
público, inhabilit.J.r.:í para 
el c-.-1n30, cu0 lquict«.1 que 
~1aya sido la pena. 

V. Haber residido en 
el pais durante los últimos 
cinco ur'.os, salvo el caso 
de ausencia en servicio de 
la RcpUbl ic,1 por un ticnpo 
ncnor de s~is ~eses. 

Artículo 96.- Los 
r.üer..bros de la Suprema 
corte de Justicia de la 
Nación serán electos por el 
congreso de la Unión en 
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funciones de Colegio 
Electcral, siendo 
indispensable que concurran 
cuando r:,enos las dos 
tercer.:is partc.s del número 
total de diputadas y 
senJ.don?s. La elección se 
har.:t en escrut: inio secreto 
y por ;:;ayoi-ía absoluta de 
votos. Los candidatos ser&n 
prev1a~ente propuestos, un 
por c,:\da LQgislatura de los 
EstJdos, rn :~ torna que 
d1spcnq~ !a ley local 
resFectiv1. 

S1 no SC' obtuviere 
nay~ria absolut~ en la 
pri~era votac1on, se 
rcp~tir~ 0nt;e los dos 
candid.1tos que hubieren 
obtenido ~~~ votos. 



nombramiento, que surtirá 
sus efectos, desde luego, 
como provisional, y que 
será nornetido a la 
aprobación de dicha Cámara 
en el siguiente periodo 
ordinario de sesiones. En 
este periodo de sesiones, 
dentro de los primeros diez 
dias, el Senado deberá 
aprobar o reprob.1r el 
nombramiento, y si lo 
aprueba, o nada resuelve, 
el magistrado 11ombrado 
provisionalr.iente continuar.'! 
en s11s f u11ciones co11 el 
c.ir,1.cter de definitivo. Si 
el Senado desecha el 
nol':lbrarnicnto cesará desde 
luago en sus funciones el 
r.iinistro provisional, t el 
Presidente de la ~epúbl ica 
someterá nuevo nonbramiento 
a la aprobación del Senado 
e11 los térmi11os seftalados. 

l\rt. 97.- Los 
magistr.:idos de circuito y 
los jueces de distrito 
serán nombrados por la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, deberán 
satisfacer los requisitos 
que exija la ley y durarán 
seis uños en el ejercicio 
de su encargo, al término 
de los cuales, si fueren 
reelectos o promovidos a 
cargos superiores, sólo 
podrán ser privados de sus 
puestos en los térninos del 
Titulo Cuarto de esta 
Constitución. 

L.:i. Suprc:-::.J. corte Je 
Justicia de la ::dción podrá 
no~brar alguno o algunos de 
sus rüenbros o algún juez 
de distrito o nagistrado de 
circuito, o designar uno o 
varios conisionJdos 
especiales, cuando asi lo 
ju:guc conveniente o lo 
pidiere el Ejecutivo 

Artículo 97.- Los 
magistrados de Circuito y 
los jueces de Distrito 
serán nombrados por la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, tendrán los 
requisitos que eXlJa la 
ley, durarán cuatro años en 
el ejercicio de su encargo 
y no podrán ser rernov idos 
de éste, si previo juicio 
de responsabilidad o por 
incapacidad para 
desempeñarlo, en los 
tér::iinos que establezca la 
r.iisna ley. 

La Suprema corte de 
Justicia pcJrá ca~biar de 
lugar a los jueces de 
Distrito; pasdndulos de un 
Distrito a ctro o fijando 
su residencia en otra 
población, segU.n lo estir.ie 
conveniente para el Pejor 
servicio público. Lo mismo 
podrj h~ccr tratdndose de 
los ~~gistrudos de 
Circuir.o. 
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Federal o alguna de las 
Cámaras del Congreso de la 
Unión, o el gobernador de 
algún estado, únicamente 
para que averigüe la 
conducta de algún juez o 
magistrado federal; o algún 
hecho o hechos que 
constituyan un.'\ grave 
violación de alguna 
garantia individual. 

Podrá también 1.1 
Suprena Corte de Justicia 
de la Na.e ión no171brar 
magistrados de Circuito y 
juez de Distrito 
supernumerarios, que 
auxilien las labores de los 
tribunales o juzgados donde 
hubiere recargo de 
negocios, a fin de obtener 
que la administracióro de 
justicia sea pronta y 
expedita; y nor:1brará alguno 
o algunos de sus raiembros, 
o .• lgt.in juez de Distrito o 
magistrado de Circuito, o 
designará uno o varios 
comisionados espcc~ales, 
cuando asi lo Juzgue 
conveniente o lo pidiere el 
Ejecutivo Federal, o .Jlguna 
de las Cámaras de la Unión, 
o el gobernador de algún 
estado, únicamente par<J. q\le 
,1verigüe la conducta de 
algún juez o r.:agistrado 
federal¡ o algún hecho o 
hechos que constituyan la 
violación de alguna 
garantia individual. 

La Suprema Corte de 
Justicia está Facultada 
para practicar de oficio la 
averiguación de algún hecho 
o hechos que constituyan la 
violación del voto público, 
pero sólo en los casos en 
que a su juicio pudicr3 
ponerse en duda la 
legal id ad de todo el 
oroceso de elección de 
alguno de los Poderes de la 
Unión. Los resultados de la 

Podrá también la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación nombrar 
magistrados de Circuito y 
jueces de Distrito 
supernumerurios que 
auxilien las labores de los 
tribunales o juzgados donde 
hubi('re recargo de negocios 
a fin de obtener que la 
administración de justicia 
sea pronta y expedita; y 
nombrará alguno de sus 
miembros o algún juez de 
Distrito o magistrado de 
Circuito, o designará uno o 
varios comisionados 
especiales, cuando asi lo 
juzgue conveniente o lo 
pidiere el Ejecutivo 
Federal o alguna de las 
C~í.r.iaras de la Unión, o el 
gobernador de algún Estado, 
única~ente para que 
averigüe la conducta de 
algún juez o magistrado 
federal o algún hecho o 
hechos que constituyan la 
violación de alguna 
garantia individual, o la 
violación de voto público o 
algdn otro delito castigado 
por la ley federal. 

Los Tribunales de 
Circuito y Juzgados de 
Distrito serán distribuidos 
entre los ministros de la 
Suprer.ia Corte para que 
éstos los visiten 
periódicamente, vigilen la 
conducta de los magistrados 
y jueces que los desempeñan 
y reciban las quejas que 
hubiere contra ellos; y 
ejerzan las demás 
atribuciones que señala la 
ley. La Suprema Corte de 
Justicia nombrará y 
renoverá libremente a su 
secretario y demás 
ernple.::idos que fije la 
planta respectiva aprobada 
por la ley. Los magistrados 
de Circuito y los jueces de 
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investigación se harán 
llegar oportunamente a los 
órganos competentes. 

Los Tribunales de 
Circuito y Juzgados de 
Distrito serán distribuidos 
entre los ministros de la 
Suprer.ia corte, para que 
éstos los visiten 
periódicamente, vigilen la 
cond11ct~ de los nagistrados 
y jueces que los 
desempeñe11, reciban las 
quejas que hubiere contra 
ellos y ejerzan l.1s de~ás 
atribuciones que señalo la 
ley. La Suprena Cort~ de 
Justicia no~brarj y 
rcr;over~'i. a su sccrct,1-r.·io \' 
dcnAs er.iplcados q11c l~ 
correspondan con estricta 
observancia de la ley 
respectiva. En igual forr.ia 
procedcran los magistrados 
de circuito y los jueces de 
Distrito por lo que se 
refiere a sus resp0ctivos 
secretarios y e~plcados. 

La Suprcn~ Corte d0 
Justicia, cada año, 
designará uno de sus 
nienbros como presidente, 
pudiendo éste sPr reelecto. 

Cada ninistro d~ la 
Suprema Corte de Just1ci.1, 
al entrar a cJer--~v:- su 
encargo, protestara Jnte el 
Senado. y en sus :·t.'C0SOS r 

dnte l~ Conision 
Perr.,anente, en ci l ::.; igu icnte 
forrna: 

Presidente: 
''¿Protestáis desenpeñar 
leal y patrióticanentc el 
cargo de ~inistro de la 
Supre"''ª corte de Justicia 
de la Nacion que se os ha 
conferido y guardar y hacer 
guardar la Constitución 
Política de los Estados 
Unidos ~exicanos y las 
leyes que dl? ell'1 c:-a:-1en, 
rnrando en tejo por e: 1·,1en 
y prosperidad de la Un1on? 11 

Distrito nombrarán y 
removerán también a sus 
respectivos secreturios y 
empleados. 

La Suprema Corte cada 
año designará a uno de sus 
~ie~bros corno presidente, 
pudiendo éste ser reelecto. 

Cada r:"iinistro de la 
Supr-en.:i Corte de ~lu::.;ticia, 

al entrar ~1 cjf•rcer su 
encargo, protestarj ante el 
Congreso de la Unión, y en 
sus recesos, ante la 
Coraisión Perrna11ente, en la 
siguiente forraa: 
Presidente: ''Protestáis 
desenpefiar leal y 
patrióti~~~ente el cargo de 
~inistro de la suprema 
Corte de Justicia de la 
Nación q1:c se os ha 
confet·idc, y guardar y 
hacer guardar la 
Constitución Politica de 
los F~tados Unidos 
Mexicanos, y las leyes que 
de el la eri.:i.ncn, nirando en 
todo por el bien y 
prosperidad de la Unión? 11

• 

Ministro: ºSi protesto 11 • 

Presid0nte: 11 Si no lo 
hiciereis así, la Nación os 
lo dcr;iande". 

Los ~agistrados de 
Circuito y los jueces de 
Distrito protestarán ante 
1,, sunr"!':t·> Cort0 o ante la 
autorid.1d que dcterr.iinc la 
ley. 
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Ministro: 11 S1, 
protesto". 

Presidente: 11 Si no lo 
hicié:res asi, la Nación os 
lo demandeº. 

Los magistrados de 
Circuito y los jueces de 
Distrito protestarán ante 
la suproma Corte o ante la 
autoridad que dcterninc la 
ley. 

Art. 98.- Los 
ministros numerarios de la 
Suprema Corte de Justicia 
de la N.Jción scrf\n suplidos 
en sus faltas tcnporalcs 
por los supcrnu~erarios. 

Si la falta excediere 
de un ncs, el Prrsidcntc de 
la República sor.,eterá el 
nombramiento de un ministro 
provisional a la aprobación 
del Sonado o en su receso a 
la de la Cor.iisión 
Permanente, observándose, 
en su caso, lo dispuesto en 
ln parte final del articulo 
96 de esta Co11stituci6n. 

Si faltare un ministro 
por defunción o por 
cualquiera cau:.a de 
separación definitiva, el 
Presidente sanetcrj un 
nuevo nopbramiC"nto a l.1 
aprobación del Senado. Si 
el Scn3.do no estuviere en 
funciones, la Coraisión 
Pernanente ctarj su 
aprobación, rn1cn~ras 
reúne aquél y dJ la 
aprobación definitiva. 

Los supermmerJt" ios 
que suplan a los 
numerarios, per~ancccrjn en 
el desempeño del cargo 
hasta que tor.ie posesión el 
ministro nonbrado por· el 
Presidente de la República, 
ya se~ con carácter 
provisional o definitivo. 

~rticulo 99.- Las 
fa 1 tas tempera les de un 
ministro de la Suprema 
Corte de Justicia de la 
Nación, que no excedieren 
de un r.1es, no ::;-e suplirán 
si aquélla tuviere quórum 
para sus sesiones; pero 
sino hubiere, el Congreso 
de la Unión o en su receso 
la Comisión Perma11ente, 
nor.:br..irá por el tiempo que 
dure la falta, un suplente 
de entre los candid~1tos 
presentados por los Estados 
pai-,1 L1 elección del 
magistrado propietario de 
que se tr.J.tc, y que no 
hubieren sido electos. Si 
la falta fuere nor dos 
:rieses o menos, el Congreso, 
o en su caso lu. Co;nisión 
Per:'1anente, no1..brará 
librc~ente un ~inistro 
provisional. 

Si faltare un ~inistro 
por defunción, renuncia o 
i:~~3~~cid~1, el Congreso de 
la Cni6:1 hJrj nueva 
~1~~~ijrl ~n les térninos 
prescritos por el artículo 
96. 

Si el Congreso no 
estuviere en sesiones, la 
ccraisión Pcrnancntc hará un 
nc~braniento provisional 
Mientras se reúne aquél y 
hace la elección 
corresFond1ente. 
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Art. 99,- Las 
renuncias de los ministros 
de la Suprema Corte de 
Justicia solamente 
proceder.:\n por causns 
graves; ser.in sometid.1s .:1.l 
Ejecutivo, y si 6st0 lus 
acepta, scr~n enviadas para 
su aprobación al Senado, y 
en su receso, a la de la 
Comisión Pcrr..ancntc. 

Art. 100.- Las 
licencias a~ los ministros, 
cuando no excedan de un 
mes, serán conccdidus por 
la Suprema Corte de 
,Justicia de la Nación; las 
que cxccdnn de este tiempo, 
las concederá el Presidente 
de la República con la 
aprobación del Senado, o en 
sus recesos con la de la 
Comisión Pcrr.ianente. 
Ninguna 1 iccncia podr5 
exceder del término de dos 
años. 

Art. 101. - Los 
ministros de la Suprema 
Corte de Justicia, los 
magistrados de Circuito, 
los jueces de Distrito y 
los respectivos 
s7cretarios 1 no podrán, en 
ningún caso, aceptar y 
descmpenar empleo o encargo 
de la Federación, de los 
Estados o de particulares, 
salvo los cargos 
re~unerados en asociaciones 
cientificas, docentes, 
literarias o d~ 
beneficencia. La infracción 
de esta disposición será 
castigada con la pérdida 
del c:1rgo. 

Art. 102. A. La ley 
organi:ará. el ~\inisterio 
Público lfo lü fl2J~!:.Jción, 
cuyos funcionarios scran 
nornbr~dos y re~ovidos l)Or 
el Ejecutiva, de acuerdo 

Articulo 99. -El cargo 
de rünistro de la Suprema 
Corte de Justicia de la 
Nación sólo es renunciable 
por causa grave, calificada 
por el Congreso de la 
Unión, dnte el que se 
presentará la rcnuncL1. En 
ul receso de éste, la 
calificación se hdrá por la 
Co~isión Permanente. 

r..rtículo 100.- Las 
licencias de los ministros 
cudndo no eXced.J.n de un 
mes, scr5n concedidas por 
la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación; pero 
las que excedieren de este 
tiempo, las concederá la 
Cámara de Diputados o en su 
defecto la Comisión 
Perr..anente. 

i\rtículo 101.- Los 
ninistros de la Suprema 
Corte de Justicia, los 
magistrados de Circuito, 
los jueces de Distrito y 
los respectivos 
secretarios, no podrán, en 
ningún caso, aceptar y 
desempef\ar empleo o cargo 
de la Federación, de los 
Estados o de particulares, 
salvo los cargos 
honorificas en asociaciones 
c1ent1t1cas 1 literarias o 
de t:enC'fic(>ncL1. La 
infracción de esta 
dispcsiciéi; scri'l. C.lstigada 
con la pérdida del cargo. 

r..rticulo 102. - L1 ley 
organi:ará el Ministerio 
Püblico de la Federación, 
C\1~·cs funcionarios serán 
na~brados y renovidos 
libre~cnte por el Ejecutivo 
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con la ley respectiva, 
debiendo estar presididos 
por un Procurador General, 
el que deberá tener las 
~isrnas calidades requeridas 
para ser ministro de la 
suprema corte de Justicia. 

Incu~be al Ministerio 
Público de la Federación, 
la parsecución, ante los 
tribunales, de todos los 
delitos del orden federJl ¡ 
y, por lo misr.io, a él le 
corresponderá solicitar las 
órdenes de .:ir>rchensión 
contra los iñculpadcs; 
buscar y presentar L1s 
pruebas que acrediten la 
responsabilidad de éstos¡ 
hacer que los juicios se 
sigan con tod;\ regularidad 
para que la adi;'Jlnistración 
de justicia sea pronta y 
expedita; pedir la 
aplicación de las penas e 
intervenir en todos los 
~g=i= ~e la ley 
dcterr.iine. 

El Procurador General 
de la República intervendrá 
personal~ente en las 
controversias que se 
suscitaren entre dos o más 
estados de la Unión, entre 
un estado y la Federación y 
entre los pcderes de un 
nisrno estado. 

En todos los negocios 
en que la Fcderacion fuest"! 
parte; en los C.3scs de los 
diplonátic0s ~· los ccnsL1les 
generales y en los de~~s en 
que deba interven~r el 
Ministerio Público de l~ 
Federación, i;l ?recurado!· 
General lo hará por s l o 
p~r ~edio de sus agentes. 

El Procuradoz.- Genera 1 
de la Repüblic~ serj el 
consejero jur!dico del 
gobierno. Tanto él co~o sus 
agentes scrJ.n re.s¡:uns.3bl es 
de toda falta, onisión o 

debiendo estar presididos 
por un procurador general, 
el que deberá tener las 
nisrnas calidades requeridas 
para ser magistrado de la 
suprema Corte. 

Estara a cargo del 
Ministerio Publico de la 
Federación la persecución, 
ante los tribu?lllles, de 
todos los delitos del orden 
federal; y, por lo rnisr.io, a 
él le corresponderá 
solicitar las ordenes de 
aprehensión contra los 
reos; busc.1r y presentar 
las prlJebas que acrediten 
la respons.:lbi 1 idad de 
éstos; hacer- qu0 los 
juicios se sigan con toda 
regularidad para que la 
adrninistrilcion de justicia 
sea pronta y expedita; 
pedir la aplicacibn de las 
penas e intervenir en todos 
los negocios que 1..1 r.iisrna 
ley deterr.iinarc. 

El procl!rador general 
de la República intervendrá 
persona lr.i~nte en todos los 
negocios en que la 
Federación fu ese. parte; en 
los casos de las ministros, 
diplomáticos y cónsules 
generales, ~· e11 aquellos 
que se suscitaren entre dos 
o más Estados de 1(1 Unión, 
entre un Estado y la 
federación o entre los 
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Pcderes de 11n ~is~o Estado. 
En los dcr:-1e1~; L'asos en que 
det~ i~tervcnir el 
Minist0rLo Públicos de la 
Fed0r~c:ón, ~: procurador 
genC'ral podra intervenir 
por si o por r.iedio de 
alguno de sus agentes. 

El procurüdor general 
de 1.1 RepUbi. ica scr.1 el 
con:ejero jurid1cc del 
Gobierno. Tanto el cono sus 
age11tes se soneterán 
estricta~ente a las 
dls~o~iciones de la ley, 



violRción a la ley, en que 
incurran con motivo de sus 
funciones. 

B. El Congreso de la 
Unión y las legislaturas de 
los estados en el ámbito de 
sus respectivas 
competencias, establecerán 
organismos de protección de 
los Derechos Hum,1nos que 
otorga el orden juridico 
mexicano 1 los que cono..::crjn 
de quejas en contra de 
actos u omisiones de 
naturaleza adr.iinistr~1tiva 
provenientes de cualquier 
autoridad o s01·vidor 
públ~co, con excepción de 
los del Poder Judici:d de 
la Federación, que violen 
estos derechos. Forrnular~n 

recomcndt\C i enes públicas 
autóncrnas, no vinicultoras 
y denuncias y quejas ante 
las ~utoridades 

respectivas. 
Estos org.1nisr.ios no 

serán co~petentes 

tratándose de asu11tos 
electorales, labor.:i les y 
jurisdiccionales. 

El organismo que 
estable:ca el Congreso de 
lq Unión conocera de las 
inconformidades que se 
presenten en relación con 
las recomendaciones, 
acuerdos \l omisiones de los 
organisnos eq\Jivalentes de 
los estados. 

Art. 103.- l.os 
tribunales de la FedPrac1ón 
resolverán toda 
controversia que se 
suscite: 

I. Por leyes o actos 
de la autoridad que violen 
las garantias i11dividual0s; 

TI. Por leyes o .1ctos 
de la autoridad feder.~l t¡uc 
vulneren o rcstrinj~n la 
soberania de las estados, )' 

III. Por leyes o actos 

siendo responsables de toda 
falta, omisión o violación 
en que incurran con motivo 
de sus funciones 

Artículo 103.- Los 
tribund]es <le la FcJeración 
resolverán toda 
controversia que se 
suscite: 

I. Por leyes o actos 
de la autoridad que viole 
l~s g~rant~~~ individ11~l0s. 

II. ror leyes o actos 
de la ,1utoridad fcdcnll que 
vulneren o rcstrin]an la 
scteran1a de los EstaJos. 

111. Por leyes o actos 
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de las autoridades de éstos 
que invadan la esfera de la 
autoridad federal. 

1\rt. 10'4. - corresponde 
a los tribun.1le?s de la 
ft~de rae ión conocer: 

I. De tod.1s las 
controversias del orden 
civil o crininal ql10 se 
susciten sobre el 
cuj.'lpli~ie11to y aplicación 
de leyes federales o de los 
tratados internJcionalcs 
celebrados por el Estado 
rncxicono. cuando dichas 
controver!_..,,i,1s sólo afecten 
intereses particulares, 
podr<in conoc:er t,1j.'lbi en de 
ellas, a cleccion del 
actor, los jueces u 
tribuna les del orden común 
de los estados del 
Distrito Federal. Las 
scntenc ias de prinera 
instancia p0dra11 ser 
apelables para ante el 
supcr1cr in:::cdL1to del juc:
que cono:ca del .1sunto en 
princr gr.1do. 

I-B. De les rc~ursos 

de revisión que se 
interpongan cc~tra las 
resoluciones definitivas de 
los tribunales de lo 
contencioso ad~inistrativo 
a que se rcficr~ l~ 
fracción XXIX-H del 
artículo 73 de esta 
Constitución 
casos que 
]C>\'f'IS. !.~S 

laS cuales 

sólo en 
señalen 

los 
1.1s 
üe 

los 
tribun~l~s ~~!c0iad0s de 
circuito, se suJctaran a 
los t.!""áiÜtes que la ley 
regla~cntaria de les 
articulas 103 y 107 de est~ 
Constitución !1)~ para la 
revisión en ~~~aro 
indircctc, y en contra d0 
las n::;o~ucl·~.nes que c-n 
ellas dicten los tr1tun3l~s 
colegiados de ci~cuito ~0 

de las autoridades de éstos 
que invadan la esfera de la 
autoridad federal. 

Articulo lOL-
Correspond~ los 
tribunales de la federación 
conocer: 

I. De todas las 
controversias de orden 
civil o criminal que se 
susciten sobre cur:ipl imiento 
y aplicación de leyes 
federales, o ccn raotivo de 
los tratJdos celebrados con 
las potencias extranjeras. 
cuando dichas controversias 
sólo afecten a intereses 
particulares, podran 
conoc0r ta~bión de ellas, a 
elección del actor, los 
juúccs y tritu~~l0s locales 
del orden co~ún de los 
Estados, del Distrito 
Fede?·,11 y TelT i torios. Las 
~~nt0ncias de prinera 
instancia serán apelables 
par.1 ante el superior 
in7:'.ediatc dt•l jue: que 
cono~ca del asunto en 
Drir.er gra.ci.). De las 
;cntencias qL10 se dict~n en 
s1..~gund,1 instancia, podrán 
suplicarse pJ.ra ante la 
supre~a Corte de Justicia 
de la Nación, prepar5ndose, 
introduci&ndosc y 
substanciándose el recurso, 
en los te:r-i:".inos que 
det0r~inare la ley. 

II. De r~~~~ l~s 

ccntro\'ersi.1~~ r.i.:c \·crscn 
sobre dcre~ho ~~~i~i~o. 

!II. ne aquellas en 
que la Federación fuese 
parto. 

IV. De las que se 
s~sc1ten entre dos o ~ás 
Est.:do.s, o :.::i Estado y 1.1 
Fec~!'"acion, así C0:7:0 de las 
q:..:t? surq i ci·cn en'tre 1 os 
triLunc1les del Distrito 
f<~Jc.:T.11 y los de la 
F~d~ración o un Estado. 
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procederá 
recurso alguno. 

juicio o 

III. De aquellas en 
la Federación fuese que 

parte. 
IV. De las que se 

susciten entre dos o más 
estados, o un estado y la 
Federación, asi como de las 
que surgieren entre los 
tribunales del Distrito 
Federal y los de la 
Federación, o un estado. 

V. De las que surjan 
entre un estado y uno o más 
vecinos de otro, y 

VI. De los casos 
concernientes a miembros 
del cuerpo diplomático y 
consular. 

Art. 105.- Corresponde 
sólo a la Suprer.ia corte de 
Justicia de la Nación 
conocer de las 
controversias que se 
susciten entre dos o más 
estados, entre los poderes 
de un mismo estado sobre la 
constitucionalidad de sus 
actos y de los conf 1 ictos 
entre la Federación y uno o 
mAs estados, asi cowo de 
aquellas en que la 
Federación sea parte en los 
casos que establezcLl la 
ley. 

Art. 106. - Corresponde 
al Poder Judicial de la 
Federación en los térr:ünos 
de la ley respectiva, 
dirimir las co~oet~ncias 
que se susciten Cntrc 1 os 
tribunales de la 
Federación, entre éstos y 
los de los estados o entre 
los de un estado y los de 
otro. 

Art. 107.
controversias de 
el articulo 
sujet<!rñn a los 

Todas l.1s 
que habla 
lOJ se 

v. De los que surjan 
entre un Estado y uno o más 
vecinos de otro. 

VI. De los casos 
concernientes a miembros 
del Cuerpo Diplomático y 
Consular. 

Artículo 105.-
Corresponde sólo a la 
Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, conocer de 
las controversias que se 
susciten entre dos o rnás 
Estados, entre los Poderes 
de un mismo Estado sobre la 
constitucionalidad de sus 
actos, y de los conflictos 
entre la Federación y uno o 
más Estados, asi como de 
aquellas en que la 
federación fuese parte. 

~rtículo 106.-
Corresponde también a la 
Suprena Corte de Justicia 
dirinir las competencias 
que se susciten entre los 
tribunales de la 
Fe<leración, entre estos y 
los de los Estados, o entre 
los de un Estado y los de 
otro. 

~rtículo 107.- Todas 
las controversias de que 
h~bl.1 el ¡J,rt1culo 103, se 
s~gu1rán a instancia de la 
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procedimientos y formJs del 
orden jurídico que 
determine la ley 1 de 
acuerdo con las bases 
siguientes: 

I. El juicio de amparo 
se seguir..1 siempre a 
instancia de parte 
agraviada. 

II. La sentencia será 
siempre tal, que sólo se 
ocupe de individuos 
particularl'.!s, 1 imi tánduse a 
ampararlos y protegcrlos en 
el caso especial sobre el 
que verse la queja, sin 
hacer una declaración 
general respecto de la ley 
o acto que la motive. 

En el juicio de a~paro 
deberá suplirse la 
deficiencia de la guej.-i de 
acuerdo con lo que disponga 
la ley reglamentaria de los 
artículos 103 y 107 de esta 
Constitución. 

Cuando 5e reclamen 
actos gue tengan o puedan 
tener corno consec11encia 
privar de l~ propiedad o de 
la pose.sión y disfrute de 
sus tierras, aguas, pastos 
y montes a los ejidos o a 
los núcleos de población 
que de hecho o por derecho 
guarden el estado comunal, 
o los ej idatar ios o 
conuneros, deberán 
recabarse de oficio todas 
aquellas pruebas que puedan 
beneficiñr ñ las entidJ.dcs 
o individuos n0ncionados y 
acordarse las d il igcnc:i.3.s 
que se estimen necesarias 
para precisar sus derechos 
agrarios, asl como la 
naturaleza y efectos de los 
actos reclamados. 

En los juicios ~ que 
se refiere el párrafo 
anterior no procederán, en 
perjuicio de los núcleos 
ejidales o comunales, o de 
los ejidatarios o conunercs 

parte .'.lgraviada, por medio 
de procedimiento i' formas 
del orden jurldico que 
dcterr.iinará una ley que se 
ajustará a las bases 
siguientes: 

I. La sentencia será 
sienpre tal, que sólo se 
ocupe de individuos 
particulares, limitándose a 
ampararlos y protegerlos en 
el caso especial sobre el 
que verse la queja, sin 
hacer una declaración 
general respecto de la ley 
o acto que la motivare. 

II. En los juicios 
civiles o penales, salvo 
los casos de la regla IX, 
el amparo sólo procederá 
contra l~s sentencias 
definitivas respecto de las 
que no proceda ningún 
recurso ordinario por 
virtud del cual puedJn ser 
modificadas o refornadas, 
siempre gue la violación de 
la ley se cometa en ellas, 
o quC>, cometida durante la 
secuela del procedimiento, 
se haya reclamado 
oportunar:iente y protestado 
contra ella por negarse su 
reparación, y que cuando se 
haya cometido en primera 
instancia, se haya alegado 
en la. segunda, por v!a de 
agravio. 

La Supre~a CorLe, no 
obstante esta regla, podrá 
supli~ la deficiencia de la 
queja en un juicio penal, 
cuondo encuentre que ha 
habido en contra del 
quejoso una violación 
r.iani!'iesta de la ley, que 
lo h.:i dejado sin defensa o 
gue se le ha juzgado por 
una ley que no es 
exactamente aplicable al 
caso, y que sólo por 
torpeza no se ha combatido 
dcbidanente la violación. 

III. F:n los juicios 
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el sobreseimiento por 
inactividad procesal ni la 
caducidad de la instancia, 
pero une y otro si podrán 
decretarse en su beneficio. 
cuando se reclamen actos 
que afecten los derechos 
colectivos del núcleo 
tampoco procederjn el 
desistiniento ni el 
consentirüento expreso de 
los propios <1Ctos, salvo 
que el primero sea acoi.~Ja.do 

por la Asumblca General o 
el segundo emane de ésta. 

III. Cuando 
reclamen actos 

se 
de 

tribunales judiciales, 
administr~tivos o del 
trabajo, el ar:i.p;n·o sólo 
procederá en los casos 
siguientes: 

a) Contra scntcnci~s 
definitivas o laudos 
respecto de los cuales no 
proceda ningún recurso 
ordinario por el que puedan 
ser t:\odificados o 
reformados, ya sea que la 
violación se co~cto en 
ellos, o que conctida 
durante, el procedimiento 
afecte a las dctcns.?\s del 
quejoso, trascendiendo al 
resultado del fallo, 
sie~pre que en materia 
e i vil haya sido í r.ipugn~ida 
la v1o"ac1ón en el curso 
del procedimiento ~ediante 
el recurso ordinario 
establecido por la ley e 
invocada como aoravio en l.J 
segunda instan~ia, si s~ 
cometió en la pr i:-.cra. 
Estos requisitos no serán 
exigibles en el <trnparo 
contra sentencias dictadas 
en controversias sobre 
acciones del estado civil o 
que afecten al orden y a la 
estabilidad de la fa~ilia. 

b) Contra .--ictos en 
juicio cuya ejecución s0.i 
de iwposiblc reparación, 

civiles o penales sólo 
procederá el amparo contra 
la violación de las leyes 
del procedimiento, cuando 
se afecten l~s partes 
sustanciales de él y de 
r,¡anera que su infracción 
deje sin defensa al 
quejoso. 
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IV. Cu.:i.ndo el ,i.r:1paro 
se pida contra la sentencia 
def i11itiva, en el iuicio 
civil, sólo procederá, 
ade~js del caso de la regla 
anterior, cuando llenándose 
los requisitos de la regla 
segunda, dicha sentencia 
sea contraria a la letra de 
la ley aplicable al caso o 
a su interoretación 
jurídica, cuando Co~prenda 
personas, acciones, 
excepciones o cosas que 110 

han sido objeto del juicio, 
o cua;ido no las comprenda 
todas por o~isión o 
negativa expresa. 

Cuando se pida el 
a~paro contra resoluciones 
no definitivas, según lo 
dispuesto de la fracción 
anterior, se observarán 
c!'..tas reglas en lo que 
ftierc conducente. 

v. En los j\11cios 
pena les la ejecución de la 
sentencia definitiva contra 
la que se pida ar.iparo, se 
suspenderh por la autoridad 
responsable a cuyo efecto 
el quejo~0 le co~un1cará, 

dentro del t~r::tino que fije 
la ley y bajo la protesta 
de decir verdad, la 
interposición del recurso, 
aco~pañando dos copias, una 
para el expediente y otra 
que se entregará a la parte 
contraria. 

\'I. En juicios 
ci\'ll•:s, la ejecuc1ón de la 
.sentencia definitiva sólo 
se suspenderá si el quejoso 
da fianza de p~gar daftos y 



fuer?. de juicio o después 
de concluido, una vez 
agotados los recursos que 
en su caso procedan, y 

e) Contra actos que 
afecten a personas extrafias 
al juicio. 

IV. En materia 
adrninistrativa el .i::-.paro 
procede, adcmjs, contra 
resoluciones q11e causen 
agravio no repJrable 
mediante algún recurso, 
juicio, o medio de defensa 
legal. No será necesario 
agotaJ- estos cuando la ley 
que los establc~ca exija, 
para otorg.:ir la sus pensión 
del acto reclamado, mayores 
requisitos que 1 os que L1 
ley regl~rnentar1a del 
juicio de amparo requiera 
como condición para 
detectar es~ susp011s101l. 

\'. El ar.iparo contra 
sentencias definitivas o 
laudos, y resoluciones que 
pong.1n fin al Juicio, sea 
que la violación se corneta 
durante el p1·ocedir.iicnto o 
en 1.1 sentencia ru~nJ., se. 
pror.1overá ante e 1 tri Luna l 
colegiado de circuito que 
cort·es¡:onda, conf or;;-,e .:t la 
distribución de 
competencias que 
establezcan la Ley Org~nica 

del Poder Judicial d~ la 
Federación, cr. los casos 
siguientes: 

a) En nater1a pen3l, 
contra resol11cioncs 
definitivas dict~das por 
tribunales judiciales, sean 
éstes federales, del arder. 
común o militares. 

b) En r.ateria 
administrativ3, cuando se 
reclamen por particulares 
sentencias definitivas, 
resoluciones que pon~n fin 
al juicio dictadas e.ar 
tribunales, fedcral~s. 
administrativos o 

perjuicios que la 
suspensión ocasionurla, a 
menos que la otra parte 
diese contra fianza para 
asegurar la reposición de 
las cosas al estado que 
guardaban, si se concediese 
el .1mparo, y pagar los 
daños y perjuicios 
consiguientes. En este caso 
anunciarj la i11terposición 
del recurso, cono indica la 
regl<1 anterior. 

VII. Cu.indo se quiera 
pedir ampJro contra una 
sentencia definitiva, se 
solicitar.:i de la autoridad 
respo11sable copia 
certificada de las 
constancius que el quejoso 
señ~lare, la que se 
adicionará con las que 
indic,1re la otr<i parte, 
dando en el la lu r.iisma 
autoridad responsable, de 
una r.ianera breve y clara, 
las razones que justifiquen 
e 1 .1cto que se va a 
reclamar, de las que dejará 
notJ. en los autos. 

VIII. cu~ndo el amparo 
se pida contra una 
sentencia defini~iva, se 
interpondrzl. dircctawente 
ante la Supn~rna Corte, 
prc:.entando le es eser i to 
con la copia de que se 
hallJ en lJ regla anterior, 
o rc~itié11dolo por conducto 
de la autoridad responsable 
o del juez de Distrito del 
Estado a que l'ertenez~a. I.a 
corte dictará sentencia sin 
~ás trámite ni diligencia 
que el escrito en que se 
interponga el recurso, el 
que produ.:.:ca l.1 otra parte 
y el procuretdor general o 
el agente que al efecto 
designare, y sin ccr:'.prender 
ot r<l cu e st. i ón 1eg.~1 que la 
qlh:j,1 cor.'.::cr.rp. 

IX. Cu~ndo se trílte de 
ac~os de autoridad distinta 
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judiciales, no reparables 
por algún recurso, juicio o 
medio ordinario de defensa 
legal. 

e) En materia civil, 
cuando se reclamen 
sentencias definitivas 
dictadas en juicios del 
orden federal o en juicios 
mercantiles, sea federal o 
local la autoridad que 
dicte el fallo, o en 
juicios del orden común. 

En los juicios civiles 
del orden federal las 
sentencias podrán ser 
reclamadas en amparo por 
cualquier.:i de las p.1rtcs, 
incluso por l~ Federación 
en defensa de sus intereses 
patrimoniales, y 

d) En r..atcri.1 laboral, 
cuando se reclamen laudos 
dictados por las Juntas 
Locales o al Federal de 
Conciliación y Arbitraje, o 
por el Tribunal Federal de 
Conciliación y Arbitraje de 
los Trabajadores al 
Servicio del Estado. 

La Suprema Corte de 
Justicia de oficio o a 
petición fundada del 
correspondiente Tribunal 
Colegiado de circuito, o 
del Procurador General de 
la República, podrá conocer 
de los a~paros directos que 
por sus características 
especiales usi lo ameriten. 

VI. En los casos a que 
se refiere l~ fracción 
anterior, la Ley 
Reglamentaria de los 
artículos lOJ y 107 de esta 
Constitución señalará el 
trámite y los términos a 
que deberán someterse los 
Tribunales Colegiados de 
Circuito y, en su caso, la 
Supre~a Corte de Justicia 
para dictar sus respectivas 
resoluciones. 

VII. El acparo contra 

de la judicial, o de actos 
de ésta ejecutados fuera de 
juicio o después de 
concluido; o de actos en el 
juicio cuya ejecución sea 
de imposible reparación o 
que afecten a personas 
extrañas al juicio, el 
amparo se pedirá ante el 
juez de Distrito bajo cuya 
jurisdicción esté el lugar 
en que el acto reclamado se 
ejecute o trate de 
ejecutarse, limitándose la 
tramitación al informe de 
la autoridad, a una 
audiencia pura la cual se 
citara en el mismo auto en 
que se mande pedir el 
inforr:\e y que se verificará 

la mayor brevedad 
posible, recibiéndose en 
ella las pruebas que las 
partes interesadas 
ofrecieren y oyéndose los 
alegatos, que no podrán 
exceder de una hora cada 
uno, y a la sentencia que 
se pronunciará en la rnisma 
audiencia. La sentencia 
causará ejecutoria si los 
interesados no ocurrieren a 
la Suprema Corte dentro del 
término que fija la ley, y 
de la manera que expresa la 
regla VII!. 

La violación a las 
garantias de los articulas 
16, 19 y 20 se reclamarán 
ante el superior del 
tribunal 9ue la co~eta o 
ante el Juez de Distrito 
que corresponde, pudiéndose 
recurrir, en uno y otro 
casos, a la Corte, contra 
la resolución que se dicte. 

Si el juez de Distrito 
no residiere en el ~ismo 
lugar en que reside la 
autoridad responsable, la 
ley deter~inará el juez 
ante el que se ha de 
present.Jr el escrito de 
arr,paro, el que podrá 
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actor: en juicio, fuera de 
Juicio o después de 
concluido, o que afecten a 
personas c>:tr.111.:l.s al 
juicio, contra leyes o 
contra actos de autoridad 
administrativa, se 
intcrpondr(i ante el jue:. de 
Distrito bajo cuya 
jurisdicción se CllCUcntre 
el lugar en el que 01 acto 
reclamado sa ejecute o 
tratC' de ejecutarse, y su 
tr,1mit.i.ción se li:71iLn·,l .11 
inforr.'le de la .1utorid,1d .1 

un~'\ audicn .. ·ia p:t!"<\ L1 q\IP 

se cit.lr.1 en el ;-,isr.c .ni':o 
en el que se r.i.:rndc pedir el 
inforr.ic y se:> rccibiLin l.J.s 
prucb.i.s quc- l,1s p,n·tcs 
interesadas ofr8~~a11 y 
oirán los aleq.i.tos, 
pronunci.í.ndose en al ;:'tis:-:ia 
audiencia la s0ntcn.::LL 

Vlll. Contr,1 las 
sentenci.1s qu0 prc11ur1~ien 

en a~pdr~ los )\10ces d~ 

Distrito, proccjc I·cvisión. 
De ella conocera la Suprema 
Corte de Justicia: 

a) cuando hJ.biéndose 
ir.ipuqnado en la dC'f'.'lanña de 
anparo, por est i ¡.,,1rlos 
directamente vi~lato1·ios de 
esta Constitución, leyes 
federales o locales, 
tratados internacionales, 
reglamentos expcdi1.los por 
el Presidente de la 
República de acucr1.lo con la 
fracción I del artículo 29 
J~ esta Constit~~ión y 
reglancntos Je 1~\·p~ 

locales expediJ0s p0r ics 
gobernadores Je los 
estados, subsistCt cr. el 
recurso el proble~a de 
constitucional1dad. 

b) Cuando se tr~t0 d~ 

los casos co~prer,j1jcs en 
13.s frac(;lcnc-s IJ i' 1"!1 clel 
artículo 103 dC' est.J 
constitución. 

La S11pren~ Co:·tc de 

suspender provisionalmente 
el ~cto reclamado en los 
casos y tórminos que la 
mism.J ley establezca. 

x. La i\utoridad 
responsable será consignada 
a la autoridad 
correspondiente, cu.:indo no 
suspenda el acto reclamado, 
debiendo hacerlo, y cuando 
admita f ia11:a que resultare 
ilusoria o insuficiente, 
s it.~ndc en estos dos ú l t it:'los 
C3~os solidaria la 
respons.i.bi lid,1d penal y 
civil de 1.1 ol.Utoridad, con 
el que ~itrecier.¿ la fLrnza 
y 01 que la pt·cstare. 

XI. Si después de 
concc-d.ido el anp.1ro, la 
autoridad responsable 
insistiere en la repetición 
de 1 acto reclam.:.ido o 
trat<-~re de eludir la 
se11tcncia de la .J.Utoridad 
federa 1 1 será 
in::iedi.J.tar:'IL"nte separada de 
::"".U c.-H·qo y cons ignL'ª" ante 
ol juez J~ Distrito que 
corrcspond.1 1 p,1r.i. que la 
ju:guc. 

XIl. Los alcJ.idcs y 
carceleros que TIO reciban 
copia autoriza da del auto 
de formal prisión de un 
detenido, dentro de las 
setent<t y dos horas que 
scft~l.1. el articulo 19, 
contad3s desde que aquél 
e~tó Ji::posició11 de su 
juez., debcr.J.n llJ.rn.:\r la 
:i.tcncion do este sobre 
dicho particular, en el 
caso i.lisr.io ~it..: .;onclui; el 
térrni110, y si no reciben la 
constancia Gencionada, 
dentro de l¿\s tres horas 
siguiente$ lo pondrti.n en 
libertad. 

Los in1 r<t.::ton·s del 
artículo cit,1Jo y de esta 
d1sposi~i~11, ser~n 

ccnsign~dos in~ediatamcnte 
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Justicia de o! icio o a 
petición fundada del 
correspondiente Tri bu na l 
Colcgi~1cto de Circuito, o 
del Procurador General de 
la República, podrj conocer 
de los amparos en rc\'isión 
que por sus caracter1sticas 
especiales asi lo ameriten. 
En los casos no previstos 
en los p5.rrafos anteriores, 
conocerán de la revisión 
los tribunales col~g~ado~ 
de circuito y sus 
sentencias no ad~1tirjn 

recurso alguno. 
IX. Las resoluciones 

que en materia de anparo 
directo pronuncien los 
Tribunales Colegiados de 
Circuito no admiten recurso 
alguno, a menos que decidan 
sobre la 
inco11stitucionalidad de una 
ley o establezcan la 
interpretación directa de 
un precepto de la 
constitución, caso en que 
ser~n recurribles ante la 
Suprema Corte de Justicia, 
limitándose la natcria del 
recurso exclusivanente a la 
decisión de las cuestiones 
propiamente 
constitucionales. 

X. Los actos 
reclamados podrán ser 
objeto de suspensión en los 
casos y nediantc las 
condiciones y garantias que 
deterr.iine la ley, para lo 
cual se to~ará en cuenta la 
naturJ.lc:...1 de la violación 
alcg,1d,1, la d1ficult.:ld de 
reparación de los daños y 
perjuicios qt1c pueda sufrir 
el agravi~do con su 
ejecución, los gu~ la 
suspensión origine a 
tercez-os perjudicados y el 
interés p;J;bl ii:.J. 

Dicha suspension 
deber~ otorgarse respecto 
de las scntenciJs 

a la autoridad competente. 
También será 

consignado a la autoridad o 
agente de el la, el que, 
verificada una aprehensión, 
no pusiere al dcterido a 
disposición de su juez, 
dentro de las \'Clnticuatro 
hora~ siguientes. 

Si la dc>tención se 
\'eriflcare ftiera de lugar 
en que resida el jue.-:, al 
ternino ~encion~do se 
agregará el suficiente para 
recorrer L.l distancia que 
hubiere entre dicho lugar y 
el en que se verificó la 
detención. 
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definitivas en materia 
penal al comunicarse la 
interposición del a~paro, y 
en materia civil, r.tediante 
fian~a que dé ol quejoso 
para responder do los daftos 
y perjuicios que ta 
Sllspension ocasionare, la 
cual quedará sin efecto si 
la otra parte da 
contrafian:a para dscgurar 
ld reposición de l.1s c0sas 
al estado qL1e guard3b~n si 
se concediese el amparo y a 
pagar los daños y 
perjuicios consiguientes. 

XI. La suspensión se 
pcdirA ante la autoridad 
responsable cuando se trate 
de anparos directos 
pror.i.ov idos ,·rntc los 
tribunales colegiados de 
circuito, y la propia 
autoridad responsable 
decidirá al respecto; en 
todo caso, el aqrav iado 
deberá presentar la -de~~nda 
de a~p.1ro Jnte la propia 
autoridad responsable, 
acompañando copias de la 
demanda par,, l (! s dcnás 
partes en el ju.icio, 
incluyendc al Ministerio 
PU.bl ico y una para el 
expediente. En los demás 
casos, canecerán y 
resol verán sobre la 
suspensión los Ju~g<idos de 
distrito. 

XII. !:>. •:i:::l:-o.:ién de 
las g<lr.Jnt ~~1s de los 
~rti~u!os lG, e~ ~3t~ria 

penal, 19 y :'.!O se r-ecl~r,iará 

ante el super10:· dt!l 
Tribunal que la co~Pt3, y o 
ante el jue~ de Distrito 
que corresponda, pudiéndose 
recurr 1 r en uno y otro 
caso, las resoluciones que 
se prenuncien, en los 
términos prescr l tos por la 
fracción VII!. 

Si el juez de Distrito 
no residiere en el nis~o 
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luqar que reside la 
,1utoridad responsable, la 
ley determinar.'\ el juez 
ante el que se h~ de 
presentar el eser i to de 
amparo, el que podrá 
suspender provisionalmente 
el acto reclamado, en los 
casos y térr.ünos que la 
mism~ ley establezca. 

XIII. cuando los 
Tribunales Colegiados de 
Circuito sustenten tesis 
contradictorias en los 
juicios de amparo de su 
corapetcncia, los ministros 
de la Suprc~a corte de 
Justicia, el Procurador 
General de lo Rcpúbl ica, 
los mencionados tribunales 
o las partes que 
intervinieron en los 
juicios en que dichas tesis 
fueron sustentadas, podrán 
denunciar la contradicción 
ante la Sala que 
corresponda a fin de que 
decid¿ cuál tesis debe 
prevalecer. 

cuando las Sal~s de la 
Suprema corte de Justicia 
sustenten tesis 
contradictorias en los 
juicios de anparo materia 
de su competencia, 
cualquiera de esas Salas, 
el Procurador General de la 
República o las partes que 
intervinieron en los 
juicios en que tales tesis 
hubieren sido sustentadas 
podran denunciar la 
contradicción ~nte la 
Suprena Corte de Justici~, 

que funcionando en Pleno 
decidirá cu~l tesis debe 
preva lC>ccr. 

La resolución que 
pronuncien las s..i1~1s o el 
Pleno de la Suprema Corte 
en los casos a que se 
refi~rcn los dos oárrafos 
anteriores, sólo t0~Jr~ el 
efecto de fijar la 
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jurisprudencia y no 
afectará las situaciones 
jurídicas concretas 
derivadas de las sentencias 
dictadas en los juicios en 
que hubiese ocurrido la 
contradicción. 

XIV. Salvo lo 
dispuesto en el pjrr.:ifo 
final de la fracción II de 
este articulo, se dcci·ctara 
el sobrescinicnto del 
amparo o la caducidad de la 
instancia por in.ictividad 
del quejoso o del 
recurrente, 
respectivamente, cua:ido el 
acto recla~ado se~ del 
orden civil o 
administrativo, en los 
casos y términos qtie sefiale 
la ley reglamentaria. La 
caducidad de la instancia 
dejará firrne la sentencia 
recurrida. 

XV. El Procurador 
General de 1.J Repúb1 lea o 
el dgente del Ministerio 
Públ ice Federa 1 que al 
efecto designare, será 
parte en todos los juicios 
de a~paro; pero podrán 
abstenerse de intervenir en 
dichas juicios cuando el 
caso de que se trata 
carezca, a su juicio, de 
interés público. 

XVI. Si concedido el 
amparo la autoridad 
responsable insistiese en 
la repeticion del acto 
rcclanado o tratare de 
eludir la sentencia de la 
autoridad federal, será 
inmediata~ente separada de 
su cargo i' consignada ante 
el juez de Distrito que 
corresponda. 

X\'I I. La autoridad 
responsable será consign~dJ 
a la autoridad 
correspondiente cuando no 
suspenda el acto recla~3do 
debiendo hacerlo, y cuando 
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amita fianza que resulte 
ilusoria o insuficiente, 
siendo, en estos dos 
últimos casos sol id aria la 
respo11sabilidad civil de la 
autoridad con el que 
ofreciere la fian:a y el 
que le prestare, y 

XVIII. Los alcaides y 
carceleros que no reciban 
copia autori~ada del auto 
de formal prisión de un 
detenido, dentro de las 
setenta y dos horas que 
señala el articulo 19, 
contadas desde que aquél 
esté n disposición de su 
juez, deber.\n l L1mar la 
atención de ésto$ sobre 
dicho particular en el acto 
mismo de concluir el 
t6rmino, y si no reciben la 
constancia raencionada, 
dentro de las tres horas 
siguientes lo pondrán en 
libertad. 

Los infractores del 
articulo citado y de esta 
disposición serán 
consignados inmediatamente 
a la autoridad competente. 

También será 
consignado a la autoridad o 
agente de ella, el que 
realizada una aprehensión, 
no pusiere al detenido a 
disposición de su juez, 
dentro de las veinticuatro 
horas siguientes. 

Si la detención se 
verificare fuera del lugar 
en que reside el juez, al 
término mencionado se 
agregará el suficiente para 
recorrer la distancia que 
hubiere entre dicho lugar y 
el en que se efectUo la 
detención. 
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Tomando como base la redacción original de nuestra Carta 
fundamental, tenemos que, se introdujeron algunas novedades: 

Se inclu~·e el c.lrtícter público de las audiencias del 

tribunal en Pleno y de las Salas de la Corte, las que sólo 

por excepción pueden ser secretas. 

La garantía de rcr.iuneración, se inspira en un precepto 

similar al contenpl.3dV por la Constitución federal de los 

Estados Unidos, en el sentido de que la rermneración que 

perciban por sus servicios los ministros de la Corte, no 

podrá ser disminuida durante su encargo, prohibición que 

tiene por objeto evitar una presión econórnicd por parte de 

los órganos legisl.1tivo y ejecutivo con la ali'enaza de 

menoscabar la rcr.,uneración de los jueces federales, por 

r.iotivos de carjcter politice. 

La inar.iovilidad de las r:iinistros de la Corte, puede 

entenderse en dos sentidos: en uno positivo que significa 

que los jueces federales conservatl sus cargos hasta la edad 

de retiro (setenta ahos), y en un segundo aspecto de 

carácter negativo, pueden ser destituidos cuando incurren en 

causas de rcsponsabil:Jad. 

En cuanto al aspecto positivo, el precepto 

constitucional ha sufrido varias r:'.odificacio;-¡es, si se tor.ia 

en cuenta que el texto original de 17 estableció un sistema 

de ina~ovilid3d progresiva, puesto que en un pri~er periodo 

los ninistros de la Corte, ~aqistrados de Circuito y jueces 

de Distrito durarAn dC's .1f'!os, en el segundo cuatro, y a 

partir de 1923, no podrán ser destituidos sino por motivos 

de responsabilidad. 

Por lo que respecta a la destitución de los jueces 

federales, ta~bión se observa una evolución, puesto que el 
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precepto original consignó dos motivos: la mala conducta y 
previo el juicio de resp~nsabilidad respectivo. 

En relación a los requisitos para formar parte de la 

Corte, el Constituyente de 17 adoptó la redacción de la 

Carta de 57. 

En cuanto al nornbraniento de miembros de la Corte (art. 

96}, dejaba que fuese el pueblo quien eligiera, con 

libertad, los abog3dos ~js dignos 

seleccionándolos entre los hor.ibres íntegros, 

y honrados, 

<1 través del 

Congreso de lu Unión en funciones de Colegio Electoral. 
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Ha desaparecido la idea electoral que predo~inó respecto 

de los ministros durante el siglo pasado, en lo tocante a su 

nombramiento. Hoy éste lo hace el presidente de la Repú.blica 

con la aprobación del senado. Y es que, si bien es cierto 

que la Corte no estuvo invadida por ineptos, cor:i.o expusieron 

los contradictores al re(lejar sus temores, pese al sistema 

electoral que se impuso; ta~bién lo es que partici~aron de 

sus funciones personas ajenas a la abogacla. 

El Constituyente de 17, ante tal situación, buscó superar 

estos inconvenientes y fijó un conjunto de atributos 

particulares considerados básico$ en las personas que 

administrasen la justicia federal. 

En cuanto a los trl~unales de circuito {art. 97}, en los 

años posteriores a 1924, una ley reglamentaria fijó las 

cualidades de los ~agistrados que integraban aquellos 

tribunales, su número, radicación, responsabilidades y 

formas de elección. 

La función investiga ter ia que posee la Corte de acuerdo 

con el párrafo tercero del articulo 97, ha interesado poco a 



los juristas mexicanos a pesar de la singular importancia 

que puede llegar a revestir. 

El porqué de esta facultad de investigación y 

docume.nt.::1.ción de la corte, es que existen situaciones graves 

en que es necesnr io que un órg.:rno con el prestigio de la 

Corte reul ice una investigación que deberá ser imparcial y 

que segurar.tente, ade';':l,\s de ucarreilr consecuencias, servirá 

para el pais. Sólc debe utilizarse este instrumento 

cxtraord i na r i o en situaciones ~ic pe 1 igro o de encrgencias 

graves, en ocasio11es de verdadero colapso nacio11al. 

se contenpla lo referente a las faltas de los ministros 

y la forr..a en que les supli:.:L1n (art. 98), asir:iismo, se 

establecia que i.1 Corte funcionar,1 de r.iodo permanente en 

pleno. 

El cargo de r.iinistro de la Corte, sólo es renunciable por 

causa grave, calificada por el Congreso de la Unión, ante el 

que presentará su renuncia (art. 99). Esta redacción estuvo 

vigente por un period~ ~ayor de diez afias, pues se 

pretendió, en apoyo de esta norma constitucionalmente, que 

el profesional del derecho no::ibrado para tan honroso cargo 

no sólo 1 lcnase los requisitos formales apuntados en los 

articulas 95 y 97, sino que, como fuera exigido después, 

gozara de buena reputacior1, y no hubiese sido co11denado por 

delito que ameritaru pena corporal de r.iás de un año de 

prisión. 

A lo largo de la pcr::ianencia de este principio formal, se 

ha procurado evitar que presiones externas de diversa 

naturaleza puedan influir en el .inir.10 de un ministro para 

llevarlo al abandono del puesto. 

La reglanentación d~ l~s licencias o solicitudes de 

ausencia a las labores (art. 100). Las que no excedan de un 
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mes, las concederá 13 corte; pero las que excedieren de ese 

tiempo, las concederá la Cámara de Diputados o en su defecto 

la Comisión Permanente. 

Suprimió toda mención a los fiscales a los cuales se 

aludía con anterioridad (art. 101), y ampliando la 

prohibición de desempeñarse en cualquier cargo, a los 

magistrados de circuito, a les jueces de distrito y a todos 

los secretarios de estos funcionarios, con la ünica salvedad 

de que, cuando cualquiera de estos funcionarios judiciales 

pertenezcan a J.sociaciones cien ti f icas, literarias, o de 

beneficencia, podrán dese:npeflar dentro de el las cualquier 

cargo directo, siempre que el ¡:¡isr.io sea honorífico, es 

decir, que no se o haga algún pago o estipendio de otra 

naturaleza, por el desernpefto del rnisrno. En tales condiciones 

si podrán ejercerlo. 

Se regulan las funciones del Ministerio Público federal y 

a su titular, el procurador general de la República (art. 

102), relativas a la investigación y persecución de los 

delitos. Una atribución muy importante es la relativa a la 

procuración de justicia, es decir, la vigilancia para que 

los procesos se sigan con toda regularidad para que la 

impartici6n de la propia justicia sea pronta y expedita. 

(Esta última función está regulada por la Ley O~gánica de la 

Procuraduria General de la República, promulgada el 17 de 

noviembre de 1983). 

En el texto de ltl Constitución de 1917, se introdujo otra 

atribución, la relativa a la asesoria juridica del gobierno 

federal (art. JO?). 

Por lo que se refiere a la co~petencia de los tribunales 

federales (art. 103}, se adoptaron los ~ismos criterios que 

contemplaba su antecesora. 
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Uno de los aspectos más importantes, fue el recurso de 

revisión fiscal 1 que ha sufrido mayores madi f icaciones 

tomando en consideración que el texto original de la 

fracción I del articulo 10-t Constitucional, introdujo una 

apelación federal ante la corte, con el nnacrónico nombre de 

súplica, contra las s~ntenci3s dictadas en segunda instancia 

por los tribunales federales y locales en las controversias 

federales r.iencionadas. 

Este recurso de súplica fue reglamentado por la Ley de 

Amparo de ~o de octtibre de 1919, y por ello dicho 

ordenamiento recibi6 la denominación de "Ley Reglamentaria 

de los articulas 103 y 104 de la Constitución Federal''· La 

propia súplica se regulaba corno una instancia en 

controversias fed1.~rales, pero era la ú.nica opción respecto 

de las autoridadC"s que intervenlan como partes en dichos 

conflictos. 

En 1~1 pr~"tctica, 

súplica fiscal, 

el aspecto ~js importante fue la llamada 

que las autoridades tributarias podían 

interponer contra las resoluciones judiciales que afectasen 

sus intereses. 

Las diversas fracciones del articulo 107 constitucional, 

regulan lineamientos sobre aspectos c0nternplados en el 

juicio de a~paro, que han sido rogla~cntados a su vez por 

las Leyes de Anparo de 18 da octubre de 1919 y la vigente de 

30 de novienbre de 1935, esta últi~a con nu~erosas reformas 

para incorporar a su ve~ varias modifi~~ciones a este 

precepto constitucion~l. 
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Tarnbién regulan la llanada suplenci...:t de 1(1 queja, al 

otorgar facultades a l0s jueces de ~~paro p~ra corregir los 

defectos en que hubiesen incurrido lJs partes. 



Se establecen lineamientos esenciales del juicio de 

amparo contra sentencias definitivas y resoluciones que 
ponen fin al proceso, el que se trar;¡ita: en un,, sola 

instanci.i; pero que también recibe en la legislación y la 

jurisprudencia la deno~in~ción de ''a~paro ctircctott. 

En las fracciones posteriores, se establecieror'! las bases 

de la providcnci;i prccautori.:i o cautelar del juicio de 

amparo, que t1·adicion.1l::-,1?-nte se conoce cono suspensión del 

acto reclamado. 

La fracción XII del articulo 107, regula los principios 

esenciales de 1,, participación de los t.ribun;iles y jueces 

locales en el conocimiento del j\licio de amparo. 
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La última fracción del artlculo 107, quedó derogado, no 

se refiere propiamente al juicio de a::iparo, actualmente 

parte de esa fracción quedó contemplada en el artículo 19 de 

la constitución federal, por reforna del J de septiet'lbre de 

1993. 

B) REFO!L'!AS OE 192 8 

Tomando cor..o has(' la redacción original de nuestra Carta 

fundamental de 17, túncr.:os que en las reforr.-.as de 1928, se 

aumentó en número de ninistros de la Corte a dieciscis que 

funcionaban en pleno y en tres saL.1.~~ de cinco rünistros cada 

una (ar<:. 94). 

Encuanto al no;::brarniento de los 171inistros de la Corte 

{art. 96), es la única reforna que ha tenido este articulo; 

al carnbiarse este sistena de elección y quedar en manos del 

presidente de la República la facultad p.)ra nonbror ~ lo5 

:ninistros, tal y c-a:-:o l'ª se )labia prepuesto dc>sdc 1914, 

permitiéndose al SenJdo ace¡)tar o recha:ar cualquier 



designación hecha. El procedimiento ha quedado, en s1ntesis, 
sujeto a las siguientes reglas: 

la. El Presidente de la República formula determinada 

propuesta, en for~a escrita y dirigida a la Cámara 

de Senadores, para que ésta la revise y haga el 

análisis de l<is calidades que concurren en la 

persona propuesta, tomando en cuenta si la misr.ta 

llena o no los requisitos del articulo 95. 

2a. Los señores senadorf's tienen la facultad, por su parte, 

de aprobar o ncg3r un nombra~iento. Para ello se 

les concede un tCrnino ii:'iprorrogablc de diez dias 

para analizar µr-opue.sta presidencial y 

resolver, respecto de una persona, las ventajas o 

inconvenientes dP su nombr.1ti i en to. 

Ja. De no proceder .i la aprob,1ción o réchazo del candidato 

dentro del término expresado, se tendrá por hecho 

con carácter provisional, el noi1braraiento de un 

ministro, si la C.1::-.:ir.J. de SC'nacicires no se 

encuentr.1 en periodo ordinario de sesiones, 

esperándose- a que esto ocurra pJ.ra proceder a la 

elección. El objeto de esta nedid.:i. es evitar que 

una sala de la Corte quede dcsint~grada por tiempo 

indefinido. 

~a. rccdc p~o~ovcrse ~ un sólo no¡:¡branicnto o varios a la 

vez. 

Sa. si la Cá~ara de Senadores recibe por dos veces 

sucesivas la proposición de un candidato, hecha 

poi· el presidente de la República, y la rechaza, 

este últino funcionario puede enviar una ~ás con 

nombre do persona d ist i nt.,1, con 

provisional tarnbien, p.1ra surtir efectos de 
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inmediato por los motivos expresados. Sin embargo, 

puede ocurrir que sea rechazado este tercer 

nombramiento y de suceder esto, el ministro 

provisional cesará de inmediato en sus funciones y 
el presidente de la República podrA hacer un 

nombramiento más pero sujetándolo al procedimiento 

inicial. 

Del nombramiento de magistrados de circuito y jueces de 

distrito (art. 97), en este sentido las reformas han sido 

meramente gramaticales y no de fondo. Sólo modificó la 

redacción de los párrafos tercero y cuarto, para suprimir 

del primero el concepto relativo al conocimiento, por parte 

del más alto tribunal de la República, de la violación de 

algún delito castigado por la ley federal; respecto del 

segundo, para cambiar la ubicación de la disposición 

concerniente al nornbramiento del presidente de la Corte. 

Suprimió el periodo de ejercicio, o sea el de cuatro años, 

dejando de hecho a la Sup~ema Corte la facultad de remover 

en cualquier tiempo a jueces o magistrados. 

De las faltas de los ministros {art. 98), fue cambiada la 

intervención del congreso de la Unión en lo que respecta a 

la designación de un ministro suplente con carácter 

provisional, para dejarla en el presidente de la República, 

sujetando la propuesta que hiciera a la Cámara de Senadores, 

o en su receso, a la Comisión Permanente. Estos organismos 

aprobarian el nombramiento, ya fuera con motivo de una falta 

temporal, por causa de defunción, o por renuncia e 

incapacidad de un ministro titular de nuestro mAs alto 

tribunal. 

El cambio realizado obedeció a la modificación que hab1a 

sufrido el art. 96 Constitucional, el cual en su versión 

original dejaba asirnisr.,o la elección de ministros de la 

corte, con exclusividad, al Congreso de la Unión, actuando 
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en tunciones de colegio electoral; elección que debla 

hacerse rnediante escrutinio secreto y a través de 

proposiciones de candidatos que hicieran las legislaturas de 

los Estados, corno ya se ha dicho. 

La. justific'1ción de la reforma, se basó en lo complicado 

del sistern,1 de elección, a fin de facilitar y J.premiar los 

nonbrarnicntos de lo$ rniembros del Poder Judicial Federal en 

cualquier ausencia o \·"."\cante. 

Of' la renuncia de los ninistros (art. 99), la única 

retorrna introducida en este articulo, 

Federal, cor:io .:rntoridad encargada 

f.:lcul té .J.l Ejecutivo 

de proponer el 

nornbrarniento de un ~in1stro de la Corte, la de recibir a su 

vez cualquier sol icit.ud de renuncia del cargo, a efecto de 

anali::arla y estudiar los r;-,otivos de tal renuncia y si 

estir.i;1b<t estos procedentes, l._1 accpt.1sc, enviando lll Senado 

dicha aceptació11 para que se<t este cuerpo colegiado quien en 

últ1na instancia resuelva sobre su aprobación, siernpre que 

se cncuen'tre en funciones cuando le sea enviada; 

correspondiendo adnitirla ;· resolverla la comisión 

Permanente cuando ósta actúe por nand3to constitucional. 
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De las licencias o solicitudes de ause11cia a las labores 

(art. 100}, en un principio la autorización para faltar, asi 

corno la aceptación de licencias )' renuncids se otorgó como 

facultad exclusiva de los órganos d0l Congreso de la Unión, 

cuando las prineras excedicr.1n de- un ;:¡es y las últi::ias se 

presentaran por c._1usas graves, '11 transferirse en el año de 

1928 esta facultad al presidente de la Rcpüt!iC3 ~ través de 

la ünica refor~a que ha teni~lo el articulo que se comenta, 

l.J. justificación del canino operado fue debida, a lo 

cornplicado del siste~a establecido. 

Al dejarse en i7',ar.as del rresidente de la Repüb1 ica el 

no:-:ibranicnto de los ;.-, in i st ros, con el única regu is i to de la 
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aprobación postarior de la Cámara de senadores, rC!sult6 

lógico aceptar que todas las actuaciones ligadas en dicho 

nombramiento, en particular los der.iás actos concernientes a 

la investidura de estos funcionarios, quedase asimismo como 

facultad suya. De ahi que el otorgami~nto de licencias para 

que un ministro se separe de sus actividades ordinarias por 

mayor o ¡,¡enor tier:ipo, sier.ipre que la ausencia fuese mayor de 

un rnes calendario, será el Ejecutivo Federal quien la 

autorizara con la posterior venia del Senado. 

El sistema vigente resulta por lo tanto sencillo y 

comprensible. 

Por lo que se refiere a. que los ministros no podrán 

desempeñar cargo alguno que sea renunerado (art. 101), la 

única reforrn,1 que ha tenido, es r.ier~1rnente gramatical, se 

sustituye la palabra "honor1ficos" por la locución 11 no 

remunerados". Al rnodi!'icarse la voz para otorgar al 

principio legal su estricto sentido gramatical, la 

aclaración de que cualquier cargo de naturaleza acadér:iica 

otorgado ill funcionario judicial no ser:J remunerado, 

significa que no podrá hacérsele ningún pago o entrega que 

implique compensación económica. 

Por esta razón, al haberse agregado la docencia en la 

relación de los cargos no remunerados, será. en lo futuro de 

gran utilidad e importancia q1Je dichos funcionarios se 

encuentren facultados pJ.r.:! i::part1r una cátedra o participar 

en un centro de educación superior, en universidades, en 

labores de investigación human1stica u otras sirülares, no 

sólo por la idoneidad y a~plitud de sus conocirnicntos, sino 

por reducirse su labor a ser ~1 ~ejor gula e intérprete de 

la ley, parte la circunstar1ci3 de que una adecuada 

preparación en deterninada nat0ria de estudio, no sólo 

mejora la inpartición de una c:ltedra sino que aur.:cnta el 



caud:\l inforrn,1tivo de quien dedique una parte su tiempo a 

esta encomiable función. 

C) REFORHJ\S DE 1934 

El 15 de diciembre do 1934 se da una segunda modificación 

al articulo 94, en la que dispone que la Corte se formará 

con veintiún TJ.inii:>tros que actuarán en pleno y en cuatro 

salas. Suprirnió 1.1 inamovilidad y estableció un periodo de 

seis años para los mis~os. 

Se introdujeron dos reformas al articulo 95: una a la 

fracción II, en la que se le agrcg6 "no tener más de sesenta 

y cinco años"; y la otra en la fr.::i.cción III, "poseer el dia 

de la elección, con antigileddd rn1nima de cinco anos, titulo 

profesional de abogado''. 

El articulo 103 ha sufrido diversas reformas en los anos 

de 1934, l'J~6, 1967, 197~, y en julio de 19Bi, las cuales 

comprendieron distintas instituciones. En primer término, la 
~umpetencia de los tribunales de la Federación para conocer 

de las controversias sobre aplicación de las leyes 

federales, asi cor:io la jurisdicción concurrente con los 

tribunales locales, cuando dicha aplicación sólo afecte 

intereses particulares; la regulación del recurso de 

revisión fiscal; y la conpetencia ele los propios tribunales 

fC'dcrJ.lcs pJ.r.1 ;:on.:icer ü~ cierto tipo de controversias que 

se le han atribuido tradicicnJl:::c:it.c de acuerdo con el 

modelo estadounidense. 

Con esta reforr..a constitucional al artículo 104, 

publicada el 18 de enero de 193~, se st1pri~ió ~l ~cncionado 

recurso de súplic.1, con lo cual, contra los fallos de 

segunda instancia en ~ateria federal, sólo procedia el 

juicio de anparo, el cu~l podia interponerse por los 
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particulares afectados, pero no por las autoridades, en 

virtud da que la jurisprudencia constante de la Corte estimó 

que dichas autoridades no podían acudir al propio urnparo, de 

manera que los fallos de segunda instancia favorables a los 

particulares quedab.:in firmes. 

La Sccrctarii1 de Hacienda insistió en su ai.-gur.iento de que 

la supresión de la anti9ua sdplica dejaba a las autoridades 

tributarias en condiciones de desigualdad procesal frente a 

los particulares, razonurniento que sirvió de apoyo a la 

reforma const.i tucional al propio ilrticulo 10~ 1 fracción I, 

de la Constitución federal por decreto de 30 de diciembre de 

1946. 
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Posterior~ente se dieron algunas reformas, como por 

ejemplo la de 1940 en la que se introdujo en el articulo 97 

párrafo cuarto original, para distribuir entre los ministros 

de la Corte, la vigilancia de los tribunales de circuito y 

los juzgados de distrito, al igual que las funciones de los 

encargados de ellos. Se les fijó también como atribución, 

atender cualquier queja sobre la conducta de dichos 

funcionarios, qued<"ndo vigente la facultad del tribunal para 

nombrar y rcriover a su secretario y demás et'tpleados "con 

estricta Ob$ervancia de la ley respec::iva 11
; r.iodificándose lo 

relativo al personal incluido ''en la planta aprob~da por la 

ley" según decia el párrafo originril. La red<lcción de la 

pai:-te final fue ;:iodi f icada para penü tir .'.l r.iag istrados y 

jueces, nombrar y remover a sus respectivos secretarios y 

enpleados. Tal ~odificación no resultó substancial, sino 

única~ente de carácter gra~atícal. 

La de 19~~ que modificó nuevamente el articulo 94, 

restableciendo la inanovilidad, que se ha conservado hasta 

la fecha. 



Otra de las reformas fue la de 1946 al articulo 104 frac. 

I, en la cual se restableció en el fondo la antigua súplica, 

pero calificada ahor;:i de revisión fiscal, es d"cir como 

apelación federal limitada exclusivamente a la r:iateria 

tributaria. 

Esta disposició11 constitucional fue reglamentada por dos 

leyes, la primera relativa a la materia federal pror:iulgada 

el 30 de diciembre de 1946, reformada posteriormente por 

decreto de 30 de diciembre de 1949, y la segunda se refirió 

a los asuntos rel.1cio:iados con la hacienda pública del 

Distrito Fcder.11 (que en esa época se encoDenduban tar.ibién 

al citado Tribunal Fiscal Federal), de fecha 26 de diciembre 

de 1948, refor~ada a su vez el JO de diciembre de 1950. 

D) REFORHJ\S DE 1950 

De acuerdo con el texto original de l.1 Constitución de 

1917, el Poder Judicial se integraba co11 la Suprema Corte, 

tribunales de circuito (unitarios) y juzqados de distrito. 

La Supreraa corte se cor..ponía de once r.linistros y funcionaba 

siempre en pleno (art. 94). 

Sin e~bargo, est~ disposición ha sido objeto de diversas 

retornas, la de 15 de d1cic~bre de 1950, en vigor en rnayo de 

1951, que incorporo~ cinco ninistros st1pPrn1iMerario~ y creó 

los tribunales colegiados de circuito en ~ater1a de amparo. 

Por lo que respect.J las caract.eristicas de la 

jurisprudencia obligatoria, tenewos que el establecimiento 

de esta institución se debe ul pensar.iicnto del ilustre 

jurista mexicano y ~1inistro de la Suprema Corte don Ignacio 

Luis \'allarta, quien propuso en su proyecto que la Ley de 

Amparo, esencialwcnte aprobado en 1382, que c1 criterio 

expresado por la rnis;71a Corte en cinco resoluciones 
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pronunciadas en el mismo sentido, tuviese carácter 

imperativo para los tribunales federales, y asi lo consagró 

expresamente ~n el Código Federal de Procedimientos Civiles 

de 1908. 

El texto primitivo del articulo 107 de la Constitución 

federal de 1917 no regulaba la citada jurisprudancia, pero 

si las Leyes de Amparo de 1919 y 1935, exclusivamente por lo 

que se rcfcria a los juicios de anparo y en relación con la 

inte!rpretación de la propia Constitución, leyes federales y 

tratados. 

En las reformas sustanciales de 1951 se consignó ésta 

institución en la frJcción XIII del propio articulo 107 

constitucional, pero sólo respecto al juicio de amparo, y 

por ello, fue reglamentadil por los artículos 192 y 

siguientes de la Ley de Amparo. 

Esta reforma de 51, reiteró el principio de du:-ación del 

término de nombramiento de m.:igistrados y jueces a cuatro 

afies (art. 97), con la siguiente adición: 11 al t¿rrnino de los 

cuales podrán ser reelectos o pro~ovidos a cargos superiores 

y sólo podrán ser privados de sus puestos cuando observen 

rnala conducta, de acuerdo con la parte final del articulo 

111, previo juicio de responsabilidad correspondiente••. 

En el año de 1951, al ser reorganizado el funcionamiento 

interno del Poder Judicial Federal y crearse la Sala 

Auxiliar con ministros supcrnu~erarios, ~l 3rticulo 98, tuvo 

una segunda reforma en virtud de la cual fue establecido que 

las faltas te~porales de los ~inistros, que no excedieran de 

un mes, se cubrieran con ~inistros supernunerarios. 

Bajo este sistc~~ íuc posible durante ~js de quince años, 

la intcgr.1ción coDplct;~ de c.1da una de la~; Salas titulares 

da nuestra Supre~d Cort0 dP Jl1st1c1a, aün c~ando llegasen a 

faltar hasta dos ~inistrcs, pues los supernu~erarios pasaban 
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de inmediato a form<u· parte de dichas Salas por el tiempo 

necesario, mediante designación te~poral o provisional. Más 

aún, cuando fue vigente la designación de un ministro 

prov isiona 1, por regla general el Presidente de la República 

proponia el nombramiento de un ministro supernumerario, 

surgiendo desde e1ltonc0s una regla no consignada en ninguna 

disposición lt"qa1 pC"ro seguid.J. en múltípl0s casos de 

nombramientos, de que ante la ausencia definitiva de algún 

ministro numerario, el ninistro supernumerario nás antiguo 

pasaba a ocupar la v~cante que se prestara, con el car~ctcr 

de titular. 
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Es cierto quL> han habido .J.lgun.1s excepciones a esta 

regla, pues h,1n inryre:;...,J.do dl Poder Judicial Federal corno 

mir1istros nu~erarios o titulares, personas que no integraron 

antes la Sala Auxiliar, pero el principio subsiste por dos 

razones: prirnera, porque la proposición al Sen.J.do para el 

nornbrarnicnto de un ministro supernumerario, la hace tarnbi~n 

el President0 de la República y se supone que al hacerlo ya 

consideró los rnóritos del candidato; dicha proposición podrá 

despu~s confirmarla el Senado; segund~, porgue }1a sido una 

forma apropiada de r~conocer los ~erecirnientos de ninistro 

supernuMer~rio, cu~ndo se haya dis~ingL1ido en el desernpefto 

de la función; o por estir.:.irsele digno de pasar como 

ministro titular del suprc~o tribunal de la República. 

Por lo que rc.spt..:ct.1 a l.J suplencia de la quej.:i (art. 

107) 1 en éstas retcr:-i,-:¡s se conservó la suplencia en f.1vor 

del ~C'USJ.j(; c:n t:l 01r.lparo renal, peI·o SC' .~"."lpl ió la facultad 

de ejercer dicha correcci6n ~ todos los jueces de amparo. En 

este ültirno sentido, ta~bién se extendió la suplencia cuando 

el acto recla:<ado se hubiese apoyado en lcyc:s declaradas 

inconstitucionales por la jurisprudencia de l~ Corte. 

Ta~bién se faculto a los juec~s de a~~aro, par.: corregir los 

errores de ia parte tr.1baj.Jdor;¡ r-n el jui..:io Je .1rnparo, 

cuando se encontrase que hubies~ habiJo en c~~tra del 



agraviado una violación manifiesta de la ley que le ha 

dejado sin defensa. 

Las fracciones III, inciso a),\', \II y IX que se refieren 

a los lineamientos c::."";cncialcs del juicio cie amparo contra 

sentencias definitivas y i·esoluciones que ponen fin al 

proceso, el que se tranita en una sola instancia; pero que 

tJr:ibiCn recibe en 1'1 l~gislación y la jurisprudencia la 

denominación 1.lc "a::-:puro directo 11 , el constituyente de 

Quer~taro configuró este procedimiento ,1nte la Corte y en 

1951, cuando se crearon los tribuna.le~ colegiados de 

circuito, ta~bién ante ellos. 

En los ci tactos preceptos se dispone que el juicio de 

amparo contra sentencias y resoluciones que pongan fin al 

juicio, pronunciadas por los tribun.:1les judiciales, 

administrativos y del trabajo (en este últi..-.o ca.so dichos 

fallos definitivos, con 1'1 dcnor.:inación de l.Judos), s6lo 

puede interponerse si tiene car.í.cter definitivo, es decir 

que contra las i:1Ís:7ias r.o proceda ningún recurso ordinario 

por el cual puedan s~r modificadas o revocadas. Debe 

presentarse de r:¡anera inn.ediata (Y de ahi su nombre de 

directo) ahora ante los tribunales Colegiados de Circuito 

(anteriormente tarnbién ante la Corte), sin una instancia 

previa ante los jueces de Distrito, pero si~~prc por 

cor:jucto del j1:c:: ~ :r.'.l.:...::u: ~i;.;,E. prGlhJ111.:i6 t2J. fuilo o la 

resolución irnpllanados. 

De esta nater1a es preciso sefialar una constante 

evolución que se inicio con la c!·caci.:in de 2.os tribunales 

Colegiados de Circuito en 13 reforna constitucional y legal 

que ent~ó en vigor en ~ayo de 1951, desarrollo por ~edio del 

cual se dest~argó paulatina~entc la Corte de aqu~llos juicios 

de arnparo que en las sucesivas retornas se consideraron de 

o.Pnor i:-:-.portancia, y se enco~,er:d,1ron les Tribunales 
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Colegiados de Circuito, evolución que ha culminado con la 

reforma de julio de 1987. 

Por su parte la fracción IX del articulo 107, introducida 

en las rcfor~as de 1951, dispone que las resoluciones que en 

materia de amparo directo o de una sola instancia pronuncien 

les tribunales colegiados de circuito, no admiten recurso, 

salvo los casos en 

inconstitucionalidad 

los cu.'.llcs decidan sobre 

una ley o est.'.'iblezc<tn 

la 

la 
interpretación directa de un precepto de l<i Constitución 

federal, pues en estos dos supuestos pueden impugnarse ante 

la Corte a través del recurso de revisión, que debe 

limitarse a las cuestiones purar.'<ontc constitucionales. 

En otras pñlabras, en lns dos hipótesis mencionadas, por 

tratarse de un problema de constitucionalidaJ, el amparo de 

una sola instancia puede transforr.iarse en uno de doble 

grado, en virtud Je que resulta conveniente que todas estas 

cuestiones sean resuelt~s en definitiva por la Corte. 

La fracción XIII del artículo 107 se introdujo en las 

reformas de 1951, debido a que al establecerse los 

tribunales colegiados de circuito en las propias reformas, 

se hizo necesario establecer un procedimiento para unificar 

las tesis de dichos tribunJ.lcs, cuando },,:; mismas fuesen 

contradictorias, y tanbién se reguló ~sta situación respecto 

de las salas de la Suprena Corte. En a~bos casos se 

establecen los linc~~ientos de una denuncia que pueden 

presentar los rnaqistrados de circuito, los i:iinistros de la 

Corte, el Procurador General de la R~públ~ca o lds partes en 

los juicios rle ar,,p;:tro en :i.us ... :·..;.~1l es ::e pr-c•dll7Cii la 

contradicción, ya .SC.J :rnte lo s.1 lu respectiva, en el 

supuesto de tesis d~ tribunulcs colegi.Jdos, o ante el 

tribun,i..l en pleno, e>n el c.1so de las :;alas. 
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La resolución que se dicte en el caso de contradicción 

tiene carácter obligatorio, pero no afecta las situaciones 

juridicas concretas derivadas de las sentencias dictadas en 

los juicios de amparo, en los cu~1les hubiese ocurrido la 

propiil contradicción. 

La fracción XIV se refiere J una institución que ha 

provocado acalorados debates desde el momento de su 

introducción en las reformas constitucionales de 1951, o 

sea, el sobreseimiento por inactividad procesai. 

Un sector importante de la doctrina ha sostenido que la 

carga de la actividad procesal no debe imponerse a las 

partes en el juicio de amparo, puesto que en el mismo impera 

el principio del impulso oficioso del procedimiento. 
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No obstante lo anterior, la institución ha subsistido e 

inclusive arnpliado sus efectos, debido a que constituye un 

medio para evitar que un número considerable de juicios de 

anparo queden congelados por falta de interé~ real o 

supuesto de las partes. 

cuando se introdujo el principio de la carga de la 

actividad procesal, la redacción del precepto constitucional 

reglamentado por el articulo 74, fracción V, de la Ley de 

Amparo, se referia esencialmente al amparo de una sola 

instancia contra sentencias judiciales, y ambos preceptos 

establecieron el sobreseimiento del proceso por inactividad 

de la parte agraviad<l, por lo que tratándose del arnp.:iro de 

doble instancia, se reflejó en la jurisprudencia la 

incertidumbre de si el obligado a promover era siempre el 

agraviado o si dicha carga recala en el recurrente, en la 

segunda instancia. 

En este aspecto también se han prodl1cido c~~bios por lo 

que se r~fiere a las naterias en las cuales proceden el 

sobresci:-,icnto y la c.1ducidad. En efecto, en la reforma 



original de 1951 se estableció que el primero tendrla 

aplicación en los amparos civiles y administrativos, cuando 

no se hubiera reclamado la inconstitucionalidad de una ley; 

Por lo que se refiere al plazo, el texto original del 

articulo 74, fracción V, de la Ley de Amparo introducido en 

1951, fijó el de ciento ochenta dí.Js consecutivos, que el 

tribunal en pleno al resolver tesis contradictorias entre 

las salas de la Suprema corte, interpretó en el sentido de 

que debian descontarse los dias inhábiles; sin embargo, en 

las reformas a dicho precepto promulgadas en 1967, se amplió 

dicho plazo a trescientos días, pero incluyendo los 

inhábiles. 

De acuerdo con el precepto vigente contenido en el citado 

articulo 74, fracción V, de la Ley de Amparo, que reglamenta 

la fracción XIV del articulo 107 constitucional, se dispone 

en esencia que los amparos de una sola instancia y los de 

doble grado en trámite ante los jueces de distrito, se 

sobreseerán los mismos cuando el acto reclamado sea del 

orden civil o administrativo, si cualquiera que sea el 

estado del juicio no se ha efectuado ningún acto procesal 

durante el plazo de trescientos dias, co11tados también los 

inhábiles, ni el quejoso ha promovido en el mismo lapso, 

siempre que no se haya celebrado la audiencia 

constitucional. En los amparos que se encuentran en segunda 

instancia, la inactividad procesal o la falta de promoción 

del recurrente durante el mismo plazo producen la caducidad 

de la instancia, por lo que el tribunal revisor dcclr:irará 

que ha quedado firme la sentencia recurrida. 

La fracción XVI del articulo 107, se refiere a la 

hipótesis de la rebeldía de la autoridad contra la cual se 

otorga el amparo para cumplir con el fallo protector, ya sea 

que insista en la repetición del ucto reclamado o trate de 

eludir la sentencia del tribunal federal. En esta situación, 
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dicho precepto establece la declaración categórica de que la 

autoridad ser~ inmediatamente separada de su cargo y 
consignada ante el juez de distrito que corresponda. 

De acuerdo con la Ley de Amparo {arts. 10~ al 113), que 

establecen un procedi~iento forzosa del fallo que otorga el 

ar;,paro, la destitución de la autoridad rebelde debe 

decretarla el Pleno de la Suprema corte de Justicia, para 

consignarla ~ un juez fed~ral; pero cuando dicha autoridad 

tenga inr.nmid'1d constitucional, la rcsoluc.!011 del Pleno y 

las constancias nec0sari~s dcbc;1 er1viarse a los órgdnos 

cornpctcntcs para suspender dicha in:-:unid,1d o destituir- al 

funcionario respectivo, a fin de que pueda ser consignado 

ante el juez de distrito que corresponda. 
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También incurre en esta sanción, de acuerdo con la 

fraccion XVII del citado articulo, la autoridd~i rcsro:1sable 

que no s11spendc el acto reclamado debiendo hacPr]o, y cuando 

admita fianza que resulte ilusoria o insuficiente, siendo 

solidaria en estos dos últimos casos, la responsabilidad 

civil de la propia autoridJd con el que ofreciere la fianza 

y el que la prestare. 

con posterioridad se dieron algunas otras reformas tales 

corno: 

La rcülizad.:? al arti...:ulo 96, que tuvo su oi·igen en una 

proposición hecha por los senadores fiilario Medina y Mariano 

Azuela en la sesión de fecha 28 de nov1c~bre de 1958, ambos 

en ese periodo ex¡:iini~tros de la Suprena Corte y el primero 

hasta ex-presidente Je la nism~, qtiicnc~ e~ c0nfir~d~ión de 

la práctica seguid~ <l la cual se ha hecJ10 ref~rencia, 

sugirieron qlie todas las faltas temporales de los ministros, 

que no e>.:Ct."dieran dt? un :--es, l' fuesen supliJ<1s en las salas 

correspondientes, con ut10 de los ~inistros supernur.ierarios; 

y en las r.ia.yores de dicho ternino, los supernur.ierarios 

recr.ipl.'l.<:arán provisional:7lente a les titulares, entre tanto 
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el presidente de la República hiciere las designaciones de 

ley. 

La proposición no prosperó entonces r pero sirvió anos 

después de marco a la reforma hecha por decreto de fecha 19 

de junio de 1967, publicada en el Diario Oficial de fecha 25 

de octUbre del mismo año i• para entrar en vigor hasta el 28 

de octubre de 1963, qued:indo rcdJctado el articulo en los 

tórminos dctuales. 

La adición del último p5rrafo coMo la mejor justificación 

d0 la raforna propuesta en Gltimo termino, porque gracias a 

esta adicion, ha sido posible evitar la interrupción de la 

actividad non7!.1 l de nuestra Suprema corte de Justicia, al 

presentarse cualquier tipo de falta o ausencia de los 

señores r:iinistros numerarios, pues no queda. desintegrada una 

sala en ningún momento cuando e~isten vacdntes y deba 

espe1-.1rse el nonllrar:iiento que h.:!g<i t:~l Presidente de la 

República. La únic3 critica que se l1a llecho al actual 

sistenil, es 

pronunciadas 

centrad i ct:or i~1s 

en 
poc 

rel.1ción con algunas ejecutorias, 

Jos riinistro~ super11umerarios, 

tesis sustentad.is por los r.ünistros 

titulares; poro indc¡JendiPnte~ente de esta situación de 

controversia cu~·a desap3ricicn se pretende con las refornas 

a la Ley Orgánica del poder Judicial de 1'1 Federación, al 

establecerse un 

contradictorias, 

substitucio:-1 de f.:¡ltds ,1 que se contr."H? e1 ,1!:t1ct;lo 98 

constitucional, facilitarfi el despacho oport11np de los 

asuntos correspondientes a cada sala. 

La fracción X\' del articulo 107 regula lu intervención 

del proc•.a-ador gener31 d~ lll República o df'l ,1gente del 

Ministerio í'úbl i .:o qw, dcs1gn.:l re co::o p,1 rt.0 en tcdos 1 os 

juicios de ai:lparo, pero puede abstt::nerse de intervenir en 

ellos cuando el caso de que se trate carezca, a su juicio, 



de interés público. Esta disposición fue introducida por las 

reformas de 1961, con el objeto de precisar la intervención 

del Ministerio Público federal en el juicio de amparo, ya 

sea a través de Sll titulor o de sus agentes, en virtud de 

les debates doctr in~1les y lu incert.idunbre de la 

jurisprudencia sobre la efectiva p.lrticipoción del propio 

Ministerio. En tanto que un sector importante de los 

tratadistas de anp.1ro consideraba al representante social 

como 11 parte cquilibradora 11 , la suprema Corte sólo le 

permitió fornular dictámenes (calificados de pedir.ientos) 

cuando cstirnar3 que existía intcrC.5 público, pero no 

interponer recursos dentro del procedinicntc. 
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En tal virtud, el 20 de marzo de 1976 se podific6 la 

fracción IV del articulo 5o. de la Ley de Ampa1·0, para 

otorgarle la facultad de interponer recursos, con lo cual no 

se aclararon totalm('nte sus funciones, de manera que dicho 

precepto legal se reformó nucvar:iente en dicie~bre de 1983, 

para precisar las dos funciones del Ministerio Püblico en el 

amparo, e sean, la de procurar la pronta y expedita 

administración de justicia y su calidad de parte en 

representación de los intereses sociales. En esta segunda 

actividad, puede interponer los recursos que est.ablece dicho 

ordenamiento. 

de novienbre dQ :962 al articulo 107, 

se estableció también la suplencia de la queja en beneficio 

de los campesinos sujetos a la reforn~ ~grariu, ~s decir los 

ejidatarios o cor.iuneros y sus respectívos núcleos de 

población, cuando intervinieran c11 lln juicio dd anparo, en 

el cual se discutieran derechos individual~s o colectivos de 

carácter agrario. Esta nodií icación se l1a considerado de 

especial sígnificu..io, puros no sólo se cstJblcc16 cor.io una 

obligación para el juez de d~paro, sino ade.,ás, en las 

disposiciones re9laI7',enL)rias incorporadas iJ la Ley de Amparo 

de 1963, se cxtendif·ron las facult-1dcs correctivas en los 



tribunales federales en relación con los errores u omisiones 

de los campesinos mencionados, qu~ normalmente carecen de 

asesorarnicmto adecuudo, para comprender todos los defectos o 

irregularidades de carácter procesal, y además se estableció 

la obligación del ju:gador de llevar al proceso las pruebas 

que considere indispensables y que no fueron presentadas por 

las partes ... 

Estos lineamientos del llamado "urnparo agrario" fueron 

concentrados en un segundo libro de la Ley de Amparo, que 

anteriormente no tenía, según decreto legisl.Jtivo de 26 de 

marzo de 1976. 

Por lo que se refiere a esta ~atería, el citado precepto 

constitucional fue adicionado nuevanente el 20 de marzo de 

1974, para extender la suplencia de la queja en los juicios 

de arnparo contra a2tos qlle afectaran derechos de menores o 

incapacitados. 

Esta evolución culminó con la reforr.ia a la fracción II 

del articulo que se nenciona, prornulgada el 20 de narzo de 

1986, reglaraentada por las modificaciones )" adiciones a la 

Ley de Amparo publicad~s el 26 de abril del ~ismo año, y que 

fueron motivadas por el propósito de extender genéricamente 

la suplencia de la q11eja a las materias laboral, siempre que 

se trate del trabajador y agraria. 
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Con und mejor técnica juridica se adopto un sólo prec~pto 

para unific<'!r lJG ~1nter1on~s disposiciones que regulaban 

cada uno de los sectores de la citada suplencia, 

prácticanente reglamentarias, \' sustituirlas por una de 

carácter genérico que atribuyó l<l Ley de Anparo los 

supuestos especificas de dic!1d institución. 

Sin ernbargo, se ~Onscrvaron los aspectos de la suplencia 

de la queja en beneficio de los ~jidatarios y conuncros y de 



sus respectivos núcleos de pobl.J.ción, lo que ya no resultaba 

necesario en virtud del carácter genérico del párrafo 

anterior, pero es proba.ble que con ello se pretendiera 

resaltar la naturaleza protectora de la institución en 

relación con la materia social agraria. 

Con apoyo en la ülti~a reforma co11stitucional de 1986 en 

cuanto a la suplcnci.1 de la queja, se .1.dicionó la Ley de 

Amparo con el articulo 76 bis, en el cual se consignaron los 

diversos supuestos anteriores de la propia suplencia, 

respecto de la leyes inconstitucionales, y en las materias 

penal (en la cual procede en ausencia de conceptos 1 

violaclón o de agr.1vios del procesado}, socLil agraria y 

laboral, asi corno de respecto de menores e incapacitados, y 
finalmente, se extendió a las restantes D.Jterias, 11 cuando se 

advierta que ha habido en contra del quejoso o del 

particular recurrente una violación manifiesta de la ley que 

lo haya dejado sin defensa 11
• 

Con lo anterior y con independencia de que el precepto no 

es un ejemplo de técnica jurídica, se actualiza el juicio de 

amparo, en cuanto se adopta, ror medio de la citada 

suplencia de la queja, el principio que se ha impuesto en la 

mayoria de las legislaciones procesales modernas, deno~inado 

iura novit curia, lo que significa que el juez de nuestros 

días conoce el derecho y debe .:1.pl icarlo aun cuando las 

partes no lo invoquen correctamente, ya que no puede 

perrnanecer impasible ante la ev1denc1a ac una grave 

violación en centra de una de las p3rtes, que genc~3l~ente 

es la más débil dentro del proceso ordinario. 

En las adiciones a la fracción 11 del propio .'!.rticulo 

107, pror.iulgadas en noviel'.".bre de 1962, ~€' t_""Xcluyó de la 

carga de pronación procesal a los car.;pesinos sujetos a la 

reforroa agraria, es decir, ejidatarios, comuneros y ndcleos 

de población, por tr.:lt~rsc de controversias adninistt·~tivas. 
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En las reformas de 1967 a la propia ley fundamental, se 

le otorgó Tilayor aropl itud a la citada jurisprudencia 

obligatoria tirticulo 9.;, p:Jcsto que se le desvinculó del 

articulo 107 mencion,1do y se le incorporó en el quinto 

párrafo del articulo 94, con el objeto de darle rnayor 

amplitud desde dos ángL1los; en primer lugar, al extender la 

jurisprudencia obligatoria a todos los asuntos competencia 

de los tribunales federales y no excl11sivarnente al juicio de 

amparo; en segundo término, respecto de la intcn·pretaci6n 

obligatoria extendida también a l<'ls leyes y reglamentos 

locales. 

Los articulo 192 a 197-B de la Ley de Amporo y 103 de la 

Orgánica del Poder Judici.:il Federal establecen los 

requisitos para la formación de la citada jurisprudencia 

(cinco resoluciones en el rnisrno sentido por catorce votos en 

el Pleno, cuatro en las Salas, y la votación unánine de los 

tres magistrados de los tribunales· colegiados), asi como 

para interrumpir y modificar la propia jurisprudencia. 

También se estableció que los ministros supernumerarios 

formarían parte del tribunal en pleno, cuando suplieran a 

los numerarios. 

El Código Fiscal Federal de 1967 linitó de manera 

considerable la procedencia del recurso de revisión fiscal, 

contemplado en el articulo 104 constitucional, al suprinir 

el defectuoso sistema de las leyes r:iencionadas de 1946 y 

1949 y establecer en algunos de sus articulas un filtro para 

evitar la proliferación de revisiones fiscales, a través de 

un pri¡:¡er recurso de apel..1ción tar.:l>ién calificado como 

revisión, contra las sentencias de las salas de dicho 

Tribunal, y ademas se introdujo el concepto de inportancia y 

trascende~cia, y sefialó co~o lin~a~iento objetivo de dicha 
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importancia, respecto de la segunda apelación ante la corte, 

una base económica que se ha elevado periódicamente. 

Este fue el sistema acogido por la reforma constitucional 

al propio articulo 10~, fracción 1 de la constitución, de 25 

de octubre de 1967, en cuanto adicionó los p..in.:<ltos tercero 

y cuarto en los cuales se dispuso que procedia el recurso de 

revisión ante la Suprema corte de Justicia contra las 

resoluciones definitivas de los tribunales adninistrativos, 

en los casos señalados por l.Js leye.s federales, y sienpre 

que dichas resoluciones hubiesen sido d1ctudas como 

consecuencia de un recurso interpuesto dentro de la 

jurisdicción contenciosa ~d~in1strbtiva. Este medio de 

impugnación ante la Corte se sujetaba a las disposiciones de 

la Ley de Amparo en cu.:into a la tramitación de la segunda 

instancia del propio amparo. 

En la reforma constitucional de 19G7 zil <1rticulo 107 

fracción XIV, se distinguió entre el sobreseimiento del 

juicio o la caducidad de la instancia, por inactividad del 

quejoso o del recurrente, respectivamente. 

En la reforma constitucional de 17 de febrero de 1975 a 

esta fracción XIV del articulo 107, se supr1rnió la excepción 

de la reclamación de la inconstitucionalidad de una ley, de 

manera que a partir de entonces, .:il ::iodificarse también la 

fracción V del artículo 74 de la Ley de A~paro, se aplican 

arnbds instituciones los juicios de arnp.:iro promovidos 

contra leyes inconstitucionales, debido al enJr~e rezago del 

tribunal en pleno para resolver estas cuestiones. 

Finalmente en la rcfor~J constitucional de dic1enbre de 

1982 al articulo 94, se conservó el sistema de destitución 

de los ninistros de la Corte por delitos co~unes, a través 

de lo que se califica cono ''declaración de p1·0cedencia 1
' ante 

la Cámara de Diputado:.:, rcgul11da .:1ct.ual:':1ente por el articulo 



111 constitucional; pero en cambio se suprimió el juicio de 

responsabilidad por tr..1la conducta de los jueces federales, 

los que ahora pueden ser destituidos sólo por infracciones 

oficiales, previo el juicio político que se sigue 

sucesivamente ante 1.::is dos cám.1ras del Congreso de la Unión, 

en los términos del actual articulo 110. 

Los proccdir.iientos de responsabilidad pen\.ll común y 

politica están reglat:ientados por la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, promulgada en 

diciembre de 1982. 

El REFORMAS DE 1987 

La ultima y más recien~e reforrna es la promulgada el 29 

de julio de 1987, publicada el 10 de agosto del ano 

f;iguiente, la que no introduce r:iodificaciones sustanciales 

en la composición del Poder Judic:i.:;.l federal, pero, en 

primer lugar ya nr.i califica a los tribunales colegiados de 

circuito como tribunales exclusivos de amparo, en virtud de 

que, con motivo de esta reforr.1.1, también se modificó la 

fracción I-B del articulo 104 constitucional, para conferir 

a dichos tribunales conpetencia en nateria de revisión 

fiscal y administrativa. 

Una ~edificación significativa de la reforma de 87, es la 

relativa al actual car.1cter pote~tativo de 13 dC'signaci6n, 

hasta el linite de cinco, de los ninistros supernunerarios, 

que corno se ha dicho anteriormente, fueron introducidos en 

la diversa reforma constitucional de 1951. 

En la actualidad dichos r:'.inistros supernur.ierarios 

continúan en funciones e integ~an un3 sala auxiliar, cono lo 

hicieron a partir de su int1·oduccion, y ader:iás, de acuerdo 
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con los articules 20., Jo. y 22 de la ley orgánica 

respectiv~, deben desempeñar la suplencia de los numerarios. 

Estas disposiciones han sido reglamentadas por varias 

leyes orgánicas del Poder Judicia 1 federal, expedidas en 

1917, 1928, 1934 y 1935, hasta l.:i vigente pror:iulgada el 23 

de diciembre de 1987 y publicada el 5 de enero de 1988. 

En las citadas reformas de 87, so adicionaron dos nuevos 

párrafos al articulo 94 constitucional: 

El primero de lo$ Cllalcs, el quinto parrafo introdu~e una 

mayor flexibilidad Pr1 las facultades del pleno de la Corte, 

que a partir dC' C'nt 1..inces posee f .JCU l ta des water i..1 lnente 

reglamentarias para determinar el núnero, división en 

circtiitos, competencia territorial y especiali~aci6n por 

materia de los tribu1)ales colegiados y unitario~ de circuito 

y de los juzgados de distrito, ya que con anterioridad era 

preciso que estas disposiciones se i11corpo1·dsen formalmente 

en la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal por ~edio de 

las reformas legisL1tiv:l.S apr·otJ.d,1s por e~ Congreso de la 

Unión, lo que retardaba. de r..anera considerable la 

posibilidad d~ la creación y de una r..cjor distribución de 

los tribunales federales, en especial en los últinos aftas, 

en los cuales, para logr.1r un.:i mejor ir.partición de 

justicia, ha sido pn~ciso una constante r.:odifica1..~ión en el 

El párrafo atribuye certe1-a7ccnte al propio trib .. rnal en 

pleno, la facultad par.-1 cr:'litir acuerdos generales con el 

objeto de establecer una adecuada distribución entre las 

Salas, de los as11ntos que co~peta conocer a la Corte, para 

la r.iüyor 

especi3l 

prontitud en 

signif ic.1.10 

su dcsp.1L~t10, 

a p.1rtir 

prc·cepto 

de las 

que asume 

reformas 

constitucionales de lºS7, que cC'njuntar.iente con las de la 

Ley de A~p.iro y la nueva Ley Org.1nica del Poder Judicial 



Federal, entraron en vigor el 15 de enero de 1988, ya que 

las mismas, especialmente las del articulo 107 de la carta 

Federal, confirieron a la propia Corte competencia para 

resolver asuntas de carácter estrictamente constitucional, 

lo que hace necesario una distribución pcrnancnte de los 

asuntos que el propio pleno considere que deben conocer las 

Salas, ndernás de los que dircctnmcnte les atribuye la Ley 

erg.in ic~"· 

Esta rofon:i.J. ha tenido por único objeto aumentar el 

periodo que llnr..ari;,mos "de prucbíl.", tanto de magistrados 

COMO <le jueces, dcstin'tdo a obs8rv.:lr su m<lncjo legal y 

comportamiento soci.:il 1 seis años, gar.:lntizando su 

inamovilidud c~1so de ser reelecto o pror.10vidos a cargos 

superiores (art. 97). Quedó firme la parte relativa a su 

remoción. 

En cuanto al segundo párrafo, conviene aclarar quC' la 

facultad de la .Suprcr.1a Corte para el capbio de adscripción 

había sufrido ya una t'lodificación respecto al nor.1brar.iiento 

de maqistr.:idos y jueces supernumerarios. Esta facultad se 

deja hoy sin efecto al no considcr,irselc necesaria, pues 

actualmente es posible al au~cnto e1, forma discrecional del 

Poder Judici.11, de tribunu.les de circuito y jueces de 

distrito en el núJ":\cro que conveng.1 a las exigencias del 

r:iismo. 

La '1dición que tuvo el articulo el 3f10 de 1977, y que hoy 

integra el párrafo terc~ro, rcl.1tiva ~ la facultad concedida 

n los jueces de distrito para conoc0r de violaciones al voto 

público, no constituye novedad, y~1 que desde 1917 el 

constituycr.t(' 1a ('Stableció; sólo que con r.1otivo de la 

reforma electoral que tu':o !ug.:ir c>.St.' <l.ño, los pat·tidos de 

oposición tuvieron e1,peño en que ! ucs..;. la SuprC>I'l{\ Corte 

quien intP.rvinier,1 en la .1veriqu:t .... ~ión de lt:s fl,úncionadas 

violaciones, no sólo cono L111~ g~rantii\ constitucional 
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especifica, sino corno un respetable método de imparcialidad 

en la calificación de los procesos electorales, cuando fuese 

puesta en duda su le9al idad y sólo con la finalidad de 

llevar a cabo una investigación que permitiQrJ., al menos, 

dejar constancia de cualquier irregularidad que se apreciara 

en los comicios inplJg11ados. 

Por cuanto hace .11 juramento llUC deben prestar los 

ministros de la Corte, es meramente gramatical, sujeta la 

protesta a la guarda de la constitución y de las leyes que 

de ella e?':l~rnen, habiéndose suprir.'iido toda mención del 

pueblo. 

El actual articulo 104, con reformas publicadas los di as 

18 de enero de 1934; JO de diciembre de 1946; 25 de octubre 

de 1967; 8 de octubre de 1974 y 29 de julio de 1987, 

cornprende varias instituciones: 
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a) en primer t&rrnino, la competencia de los tribunales de 

la Federación para conocer de las controversias sobre 

aplicaci6n de las leyes federales, asi como la jurisdicción 

concurrente con los tribunales locales, cuando dicha 

aplicación sólo afecte intereses particulares; 

b) La regulación del recurso de revisión fiscal, y 

e) L,1 competencia de los propio~, tribunales federales 

para conocer de cierto tipo de controversias que se le han 

atribuido tradicional~Qnte de i1C'Uerdo con c>l Modelo 

estadounidense. 

En la retorr.ia constitucion.:ll a Pste precepto del 1987, 

congruente con el pro;~6si to c:~cnc i.J l de 1 a ni sr.;a de conferir 

a la Corte una co~.p~tcncia predor.iinantc sob1·e las cuestiones 

cstrictar.ientc constitucion.ilcs y rC;mi:.ir L1s controversias 

sobre proble:"l.as ,je leg,:d1d.:i.d a lo~~ tribun;des colegiados de 



circuito, modificó el sistema anterior y otorgó el 

conocimiento de la revisión fiscal y de otras posibles 

revisiones similares, de acuerdo con el texto vigente de la 

fracción I-B del artículo 104, los propios Tribunales 

Colegiados de Circuito, cuyas resoluciones son f irr:ics, 

puesto que no pueden sc>r cor.i.batidas por medio de algún 

instrumento de impugn.11.--:ión. 

Rcsult" conveniente destacar que, con anteriorid,1d a la 

citada rcfor~a de 87, el segundo p~rrafo del texto anterior 

de la fracción ! del articulo 104 constitucional establec1a 

las bases esencial.:?s de los tribun~1les de lo contcncioso

administrativo, tanto de carácter federal de ámbito nacional 

cor.i.o en el Distrito Federal. 

En ~recto, el prec~p~o introducido en las reforDas de 25 

de octubre de 19G7, disponía que: "las leyes federales 

podrán instituir tribun.:?.les de lo ccntencioso-adrninistrativo 

dotados de plena .:i.utonor:ií.J. pa.ra dictllr sus fallos, que 

tengan a su cargo dirinir las controversias que se susciten 

entr~ la adninistración püblica federal o el Distrito 

Federal y los particulares, estableciendo las nor~as para su 

organi~ación, funcionarüento, procedirücnto y recursos 

contra sus r~solucioncs• 1 • 

Esta dispos¡ción tl!\'0 oi·igcn en L'l est.iblecir..iento del 

Tribun<ll fisc,"\l dt:' l.~ recterd..::ión por la Ley de Justicia 

Fiscal de 27 de agusto de 1936, cuya constitucionalidad fue 

discutida por la doctrina por c~recer de sustento expreso en 

la ley (undarnental. 

Dicho organis~o surgió co~o triCunal de jurisdicción 

delegada, es decir-, que dictaba su rt""•solución en 

represcntacion del Ejccu:ivo Federal; pero en su Ley 

Org.1nica que entró en vigor el pr1nero de abril de l9b7 

(sust1tu1da por L1 actti,"11 de dvs de febro(:ro dL' 1976), se- le 
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otorgó plena autonorn!a para dictar sus fallos, que se 

mantiene en la ley vigente. 

En las citadas reformas constitucionales de julio de 

1987, el precepto relativo a las bases de organización y 

competencia de los tribunales de los contencioso

adrninistrativo se trasladaron a la nueva fracción XXIX-H, 

del articulo 73 constitucional, que otorga al Congreso de la 

Unión facultades para legislar en esa materia, por 

considerarse que dicha disposición está ciejor situada 

constitucionalmente. 

Por este motivo, el texto vigente del articulo 104, 

fracción I-B, se remite a la mencionada fracción XXIX-B de 

la propia carta federal. 

con apoyo en este texto anterior, se expidió la Ley del 

Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Distrito 

Federal, promulgada el 28 de enero de 1971. 

En estas mismas reformas de 87, se le atribuyó a la 

propia Corte el conocimiento y resolución, de manera 

predominante, de los asuntos en los cuales se plantean 

cuestiones estrictas de constitucionalidad, y los restantes, 

es decir aquellos en los cuales se discuten problemas de 

legalidad, y particularmente los promovidos contra 

sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al 

juicio, es decir, 

encomiendan en su 

de una sola instancia o directos, se 

totalidad a los citados Tribunales 
Colegiados de Circuito, salvo los casos en los cuales el más 

alto Tribunal de la R~pública ejerza su facultad de 

atracción. 

También debe destacarse que en las citadas reformas de 

julio de 87, se amplió la procedencia del juicio de amparo 

de una sola instancio o di recto, no sólo a las sentencias 



definitivas (o laudos), sino también a las resoluciones 

judiciales que pongan fin al juicio, que anteriormente se 

impugnaban en el procedimiento de doble instancia, de 

acuerdo con la fracción VII, de ese mismo precepto 

constitucional, en su redacción anterior, ya que en esos 

supuestos no es necesaria la instrucción ante los juzgados 

de Distrito. 

Por otra parte, el citado juicio de a~paro contra 

sentencias definitivas (o laudos) y las resoluciones que 

ponen fin al juicio, es admisible tanto contra las 

violaciones cometid~s en el fondo, como por las infracciones 

efectuadas en la secuela del procedimiento conforme a los 

articulas 159 y 160 de la Ley de Amparo, siempre que estas 

ültimas afecten las defensas del promovente, trascendiendo 

al resultado de 1~ resolución respectiva. 

En materia civil, excluyendo las controversias sobre 

acciones del estado civil o que afecten al orden y a la 

estabilidad de la familia, las violaciones procesales 

reclamadas en amparo deben impugnarse previamente en el 

curso del procedimiento ordinario mediante los recursos 

establecidos por la ley respectiva, e invocarse corno 

agravios en apelación. 

Las fracciones III, inciso b) y c), VII y VIII, del 

articulo 107, cont:ien~n las b.:iscs de la. segunda forma 

procesal que puede 3joptar el juicio de amparo, que es la de 

doble instancia (también calificado como amparo indirecto) y 

es aquel que se interpone contra resoluciones judiciales que 

no tienen el carácter de sentencias definitivas ni de 

decisiones que ponen fin al proceso ordinario, y que se 

dictan ya sea en el juicio, fuera de juicio (jurisdicción 

voluntaria), después de concluido (procedimiento de 

ejecución) o que afecten a personas e:-:trañas, sier:'lpre que 

estas resolucionc>s tcng,:m efectos decisivos en el proceso 
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correspondiente; y también cuando se impugnen en forma 
directa disposiciones de carácter legislativo, o actos de 

administración activa que no puedan combatirse unte 

tribunales judiciales o administrativos. 

Las sentencias dictadas en pri~cr grado poi- los jueces de 

Distrito, pueden impugn<.lrse por ld parte .1gravíada ante la 

Corte o ante los Tribun~dcs Colegiudos de Ci?.·cuito por medio 

del recurso de revisión (en realidad apelación). 

La fracción VIII del cit.1do .-irt iculo 107, estJblece la 

competenci~ de ld Corte para conoc0r del citado recurso de 

revisión y de acuerdo con la mencionada reforma de julio de 

87, sólo le corresponden a partir del 15 de enero de sn, en 

que entró en vigor dicha reforma conjunt~nentc con las 

modificaciones a la Ley de l\~.p.:!t·o y la nueva Ley Orga.nica 

del Poder Judicial de la Federación, el conocimiento de los 

juicios de anparc pro~ovidos contra leyes federales o 

locales, tratados internacionales, reglanentos expedidos por 

el Presidente de la R1'pública y rcgla~entos de leyes loc~les 

expedidos por los gobernadores de los Estados, sienpre que 

dicha impugnación se promue,•a por esti~ar el recurrente que 

dichos ordenamientos son dircct.u:1ente inconstitucionales y 

la cuestión subsista en el propio recurso de revisión. 
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PRI!!E.RA. La 

Constitucionales 

CONCLUSIONES 

naturaleza de 

podemos enfocarla 

los 

desde dos 

Tribunales 

puntos de 

vista: uno en sentido estricto, que se refiere a los 

organismos que deciden de manera exclusiva sobre 

controversias constitucionales; y otro en sentido amplio, se 

califican de constitucionales a los tribunales de mayor 

jerarqul:a que poseen la función esencial de decidir de la 

constitucionalidad de las Leyes, Reglamentos, Tratados 

Internacionales y de la interpretación de los precep~os 

constitucionales. 

Por consiguiente la naturaleza de nuestro más alto 

Tribunal Constitucional es en sentido amplio. 

SEGUNDA.El Congreso constituyente de 1824, dio las 

bases sobre las que se estableceria la Suprema Corte de 

Justicia- La creación de la Corte, trajo consigo la 

desaparición de la antigua Audiencia de México. 

La Corte se integraba con once ministros, distribuidos 

en tres salas y un fiscal. Conocia de las controversias en 

que fuera parte cualquier entidad federativa; lo referente a 

los contratos y negocios en que el gobierno federal fuera 

parte; de los conflictos de competencia judicial; decidir en 



ültima instancia los juicios poHticos de responsabilidad en 

contra del presidente y el vicepresidente de lu República, 

gobernadores y secretarios de Estado; ofensas contra la 

nación,· delitos de los sen.ldores y diputados federales 

(previo desafuero), asi corno de los empleados de Hacienda y 

del Poder Judicial, y de las infracciones de la Constitución 

y leyes generales. 

La Carta de 1924 c.J.recin de un capítulo de garantías 

individuales y de un medio concreto que ev1tara las 

violaciones a la Constitución. Asi al hablar de las 

atribuciones de la Corte, dice que es facultad de ésta 

conocer "de las infracciones de la constitución y leyes 

generales, segün se prevenga por la ley 11
• 

TERCERA. Una de las grandes omisiones de la ley 

fundamental de 182-1, fue la creación de un instrumento 

jur1dico, ~ediante el cual se pudiera restablecer el orden 

constitucional cuando éste fuera violado por alguna 

autoridad, faltaba una garantía constitucional. 

CUARTA. Las Siete Leyes Constitucion.:ilcs de 1836, 

establecieron la facultad de cont.rul de L1 constitución en 

el Supremo Poder Conservador, quien podia declarar nulos, 

los actos de los demás poderes. 



QUINTA. Las Bases orgánicas de 1843' hicieron 

desaparecer el Supremo Poder Conservador y depositaron el 

control de la Constitución de nueva cuenta en el Poder 

Judicial. 

SEXTA.En el Acta Constitutiva y de Reformas, promulgada 

en 1847, se establecen las bases del juicio de amparo 

mexicano, se entregaba a la Corte, la defensa de los 

derechos del hombre a través del amparo; aunque no el 

control de la constitucionalidad de las leyes federales y 

locales. 

SEPTIMA.Este docuhlento, organizaba el control 

constitucional también a través de un sistema mixto 

semejante al del Proyecto de la Minarla de 1842, defendía al 

individuo en contra de las violaciones cometidas por 

cualquiera de los poderes fcderaleG o estactuales, 

exceptuando 0 l j udi ci.:ll. As inismo, fa cu 1 taba al Congreso 

para declarar nulas las leyes de los Estados que atacaran la 

Constitución o leyes generales y establecía el procedimiento 

para que una ley del Congreso, reclamada ante la Corte corno 

anticonstitucional, 

legislaturas. 

pudiera ser anulada por las 



OCTAVA.La Constitución de 1857 adoptó el sistema 

judicial de control constitucional, por conducto de la 

Suprema Corte de Justicia y los Tribunales Federales, 

teniendo como medio jurídico de protección al juicio de 

Amparo. 

NOVENl\.La original Constitución de 1917 conserva las 

disposiciones que consignó la constitución de 57 en relación 

a la competencia constitucional del Poder Judicial de la 

Federación y con las características del juicio de amparo. 

DECIMA. Podernos considerar que existe en México un 

tribuna 1 consti tuc iona l, corno tal cal i f i e amos a la Suprema 

Corte da Justicia en cua11to ~ su función esencial de decidir 

de la constitucionalidad e intérprete definitivo de nuestras 

normas constitucionales, cuando decide a través del juicio 

de amparo en el cual se impugnan las leyes, tratados, 

reglamentos que se consideran inconstitucionales. 

UNOECIMA.El juicio de amparo se ha considerado como un 

sistema de control constitucional, que se ejercita ante un 

órgano jurisdiccional por via de llcción y que procede por 

violaciones cowetidas por p<Jrte: de unil autoridad, r.iediante 

leyes o actos que lesioníln derecho~ fundJrnentales o esferas 



de competencia estaduales o federales, impartiendo su 

protección al caso concreto. 

DUODECIMA.El auténtico control de la 

constitucionalidad, es aquel que tiene por objeto mantener a 

los poderes dentro de sus competencias respectivas, 

irnpiJiendo sus interferencias reciprocas. En realidad la 

institución del amparo es un medio de defensa de la 

Constitución, y del gobernado frente al Estado. 

DECIMA TERCERA.En nuestro ordenar.liento se ha 

cr;t.1blecido el principio de la desaplicación de lils leyes 

inconstitucionales a travós del amparo, por conducto de la 

llamada "fórmula Otero", que este ilustre jurista mexicano 

elaboro en el documento que sirvió de base para la 

expedición del articulo 25 del Acta de Reformas {a lu 

Constitución de 1824) de mayo de 1847, y que fue recogido 

por los articules 102 y 107, fracción II, de la constitución 

de 1857, asi corno en el articulo 76 de la Ley de Amparo en 

vigor. 

Lo anterior significa que, tratándose del juicio de 

amparo, la sentencia protectora que se dicte, cuando se 

considere que un ordcnarnicnto es inconstitucional, sólo 



tiene efectos en el caso concreto y para las partes que 

intervinieron en el juicio respectivo. 

DECIMJ\ CUARTA.Finalmente, el juicio constitucional debe 

permitir al Poder Judicial la interpretación definitiva de 

la Constitución, ya que en un réginen Federal, como el 

nuestro, dicha facultad le corresponde al Poder Judicial, y 

como consecuencia: mantener a los poderes dentro de sus 

limites constitucionales, con relación a los derechos de las 

personas, para evitar su arbitrariedad; mantener en su 

esfera de acción tanto al poder federal como los de los 

estados para conservar la forma de gobierno. 

DECIMl\ QUINTA.Estimo que deben ampliarse los efectos de 

la sentencia de amparo que declare la inconsti tucionalidad 

de una ley, de tal manera que pudiera llegarse al sistema de 

declaración general, en virtud de que la llamada "fórmula 

Otero 11 , que fue de gran utilidad para la censal id ación de 

nuestro juicio de amparo; ya cumplió su misión histórica y 

debe superarse para adaptar nuestra rn~xima institución 

procesal a las circunstancias actuales. 

La necesidad de dictar una declaración general respecto 

de la inconstitucionalidad de una ley, es adecuada, porque 

han cambiado las situ~ciones que existían cuando se creó 11 la 



fórraula Otero", situaciones que fueron superadils por los 

principios de la igl1aldad de las personas ante la ley, que 

no puede ser ~1pl icado en estos ciJ.sos, cuando solamente 

existe la desaplicación de la ley en el caso concreto. 
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